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Resumen 

 
Título en español: Renovación urbana y espacio público: un análisis sobre 

accesibilidad individual 
 

Esta tesis analiza la transformación de la accesibilidad al espacio público en dos áreas de 
Bogotá—el Parque Tercer Milenio (antiguo "Cartucho") y el Parque José Antonio Sucre 
("Los Hippies") en Chapinero—en el contexto de procesos de renovación urbana 
impulsados por las dinámicas de competitividad. A través de un enfoque cualitativo que 
combina análisis de paisaje, entrevistas y revisión documental, se examina cómo estos 
cambios han afectado a actores tradicionalmente marginados, como habitantes de 
calle, recicladores y trabajadores sexuales. 

 
Palabras clave: Espacio público, Accesibilidad, Renovación urbana, segregación, 

diversidad 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

  



 
 
 
 

 

Abstract 

 
Título en inglés: Urban renewal and public space: an analysis on individual 

accessibility 
 

This thesis examines the transformation of accessibility to public space in two areas of Bogotá—
Tercer Milenio Park (formerly "El Cartucho") and José Antonio Sucre Park ("Los Hippies") in 
Chapinero—within the context of urban renewal processes driven by competitiveness 
dynamics. Through a qualitative approach combining landscape analysis, interviews, and 
documentary review, it explores how these changes have affected traditionally marginalized 
actors, such as homeless individuals, recyclers, and sex workers. 
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Introducción 

 
El espacio público desempeña un papel decisivo en la estructura y el funcionamiento 

de las ciudades. Lugares como parques, calles, plazas, aceras o áreas comunitarias 

configuran la forma y la identidad urbana, lo que afecta tanto la estética como la 

esencia de la ciudad. Asimismo, la distribución del espacio público influye en 

importantes dinámicas urbanas como la movilidad, el valor de los inmuebles y la 

calidad de vida de los habitantes. En consecuencia, el análisis del espacio público y 

sus efectos en las dinámicas urbanas es fundamental para comprender la metrópolis 

contemporánea. 

Así pues, contrario a la idea de que el espacio público es un simple contenedor de 

interacciones sociales, existe una relación dialéctica entre el espacio y las personas 

que lo habitan (Lefebvre, 2012). De igual manera, dicho espacio es moldeado por 

fuerzas estructurantes como el Estado, el mercado y los movimientos sociales, que, 

a su vez, le otorgan sentido y forma. 

Para empezar, es clave preguntarse qué es el espacio público y quién tiene derecho 

a él. Aunque el término “público” sugiere un acceso universal, la realidad histórica 

demuestra que el espacio público no ha sido completamente accesible para toda la 

población. Ejemplos históricos, como el apartheid en Sudáfrica o las leyes de Jim 

Crow en EE. UU., o fenómenos contemporáneos, como la “arquitectura hostil” en 

diversas urbes, demuestran que el acceso al espacio público ha estado condicionado 

por diversos factores1. 

Existen varias dimensiones de la accesibilidad, por ejemplo, la dotación de espacios 

y la distancia para su uso, así como la capacidad de utilizar el mobiliario 

 

 
1 La def inición de espacio público se aborda en el marco teórico, pues la literatura of rece, al 

menos, cinco perspectivas diferentes: jurídica, comunicativa, económica, dotacional y cultural 

(Ardila y Parente, 2017; Borja, 2000; Healey, 1996). El denominador común de estas 

perspectivas es el atributo de acceso libre o de alto nivel de acceso, en contraposición a la 

tenencia privada del espacio. A partir del principio de libre acceso se construyen distintas 

formas de comprender el espacio público, las cuales se discutirán más adelante. 



urbano, en el caso de personas con diversidades funcionales. Por ello, dado que 

existen leyes y costumbres que regulan el uso del espacio público, es importante 

analizar la accesibilidad como un atributo que determina la capacidad de una ciudad 

para permitir que sus habitantes estén, vivan, trabajen o realicen otras actividades. 

Desde un punto de vista teórico, Kwan (1998) destaca dos corrientes en relación con 

la accesibilidad en la literatura: “[…] puede ser un atributo de las ubicaciones, 

indicando qué tan fácil ciertos lugares pueden ser alcanzados, mientras que, en otros 

casos, es la propiedad de las personas revelando qué tan fácil un individuo puede 

acceder a ciertas ubicaciones”. Ambas aproximaciones son relevantes en el estudio 

del espacio público: la primera se enfoca en la distribución y calidad del espacio, 

mientras la segunda examina la posibilidad de su uso por parte de los individuos, 

especialmente de personas con discapacidades. 

Este estudio sostiene que el espacio público nunca ha sido completamente accesible 

para todos, sino que su acceso se configura de acuerdo con el contexto histórico, lo 

cual ha dado lugar a diferentes combinaciones de accesibilidad. De hecho, factores 

económicos, políticos y culturales han transformado lo que se considera legítimo en 

el espacio. Puntualmente, esta tesis analizará cómo una gobernanza neoliberal ha 

influido en la privatización y la transformación del espacio público. 

A lo largo de este trabajo, se examinará cómo el acceso al espacio público ha 

cambiado con el tiempo. Se trabajarán casos como la inclusión progresiva de las 

mujeres en diferentes espacios y la reducción de barreras de acceso gracias a 

cambios culturales y políticos, como la discusión sobre el acoso callejero. 

El espacio público, tal como se conceptualiza en las ciudades contemporáneas, está 

influenciado profundamente por la gobernanza y los modelos de producción globales 

de finales del siglo XX. Por lo tanto, los cambios en el sistema de producción y 

consumo global han impactado la gobernanza urbana y la gestión del espacio 

público, como han analizado varios autores (Caldeira, 2007; Oslazk, 1991; Sennett, 

2011). Este estudio abordará dos contextos locales en la ciudad de Bogotá, que 

están inmersos en procesos de renovación relacionados con los cambios arriba 

mencionados. 



El análisis se enfoca en la accesibilidad al espacio público en dos zonas de Bogotá: 

Chapinero Central y el sector de Santa Inés. Ambas áreas han sido objeto de políticas 

de renovación desde la década de 1990, en el contexto de una modernización 

administrativa y una transición hacia una gobernanza de corte neoliberal. El estudio 

no es arbitrario, pues ambas zonas han experimentado procesos de deterioro y se 

han convertido en espacios de tolerancia para actividades como la prostitución o la 

venta de sustancias psicoactivas (en adelante SPA). 

 
En particular, la investigación se centra en la accesibilidad de los individuos al 

espacio público. En ese sentido, el trabajo indaga por las razones por las que 

determinado actor urbano tiene, o no, la posibilidad de acceder al espacio público. 

La tesis se enfoca en los actores que hacen presencia en estos espacios, 

especialmente aquellos involucrados en circuitos de ilegalidad e informalidad. A partir 

del concepto de “grieta” o “espacio intersticial” (Thraser, 1927), se analizarán las 

tensiones y las implicaciones de la renovación urbana en estos lugares. 

 
Los casos de estudio muestran que diversos factores, como el ordenamiento 

territorial, las condiciones del mercado y el deterioro urbano, han exacerbado 

procesos de expulsión y segregación social. Se observa, además, cómo algunos 

actores han sido integrados en procesos de renovación, tanto en actividades legales 

como ilegales. 

 
Finalmente, en las conclusiones se presentan una serie de recomendaciones para 

mejorar la planificación urbana, pues se destacan maneras de gestionar las 

relaciones en el espacio público y reducir la segregación y exclusión social. Las 

observaciones buscan fortalecer los procesos de renovación urbana y promover una 

mayor inclusión en el espacio público para los habitantes de la ciudad. 

 

Planteamiento del problema 

 
En relación con el acceso al espacio público, la investigación analiza de qué manera 

este atributo está cambiando en dos áreas de Bogotá. La pregunta central es: ¿cómo 

se está transformando la accesibilidad al espacio público en las zonas 



de Chapinero Central y el sector de Santa Inés? Para responder este interrogante, 

se exploran cuestiones como la posible desaparición del espacio público, debido a la 

privatización, y tensiones en su administración y gestión. El objetivo de este trabajo 

es identificar cómo está cambiando la accesibilidad de estos espacios públicos, como 

consecuencia de una combinación de factores de tipo político, económico y cultural. 

Es relevante destacar que las dos áreas de análisis han sido afectadas por procesos 

de renovación urbana desde 1990, a través de los Planes Estratégicos del antiguo 

Plan de Ordenamiento Territorial (POT) de Bogotá. Estos cambios han tenido un 

impacto significativo, tanto a nivel físico como social, especialmente en el acceso al 

espacio para diversos actores. Ambos lugares habían sido afectados por deterioro y 

fueron descritos como “espacios intersticiales”, donde las estructuras sociales 

estaban en manos de organizaciones ilegales o informales (Thraser, 1927, p. 80). 

Entonces, el proceso de renovación ha transformado estos espacios, pero, a su vez, 

ha generado tensiones entre las economías ilegales y el nuevo uso comercial y 

recreativo que se les da ahora. 

La apropiación del espacio por parte de poblaciones marginales, sumado al 

detrimento físico de las áreas analizadas, contribuyó a la percepción de marginalidad 

e inseguridad de estas. Pero, a finales del siglo XX y principios del XXI, estos lugares 

despertaron un notable interés para su renovación. En el centro de la ciudad, se 

evidenció una fuerte voluntad política para reformar “El Cartucho”, un sector que, a 

pocos bloques del Palacio presidencial, había sido escenario de violaciones a los 

derechos humanos y una evidente ausencia del Estado. 

Por otro lado, en Chapinero, las constructoras se interesaron en la compra, 

demolición y renovación de inmuebles deteriorados en una zona conocida por su vida 

nocturna. Este proceso se realizó de forma individual y sin el uso de herramientas de 

gestión, como los planes parciales. A pesar de que esta localidad era conocida por 

sus actividades, especialmente para la comunidad LGBTIQ+, las constructoras vieron 

una oportunidad de rentabilidad. 

Estos cambios en la ciudad impactaron significativamente el espacio público, 

especialmente para quienes dependen de él para su subsistencia. Este es el foco 

principal de esta tesis: analizar las transformaciones del espacio público en estas dos 



áreas de la capital y mostrar cómo dichas modificaciones han afectado a los actores 

de zonas tradicionalmente marginadas, quienes, como se explica más adelante, han 

visto reducido su acceso y derecho al espacio público. 

La problemática central de esta tesis es la evolución del espacio público en el 

contexto de transformaciones ideológicas y materiales. Desde una perspectiva 

ideológica, se examinan los cambios en la concepción del gobierno urbano y su 

relación con la competitividad en los circuitos de producción (Pradilla, 2009). Desde 

una enfoque material, se analiza cómo la construcción de la ciudad tiende a restringir 

el espacio público y sus usos tradicionales. Se muestra, entonces, que el acceso al 

espacio público incrementa para ciertos actores en detrimento de otros. 

Por ejemplo, se describe una tendencia a dificultar el acceso a habitantes de calle o 

recicladores para atraer a nuevos residentes al área. Como sugiere Mitchell (2003), 

el espacio urbano a menudo se comporta como un juego de suma cero, es decir, las 

tensiones por su uso no siempre pueden resolverse de manera que satisfaga a todas 

las partes involucradas. Ambos casos de estudio reflejan esta tensión, aunque con 

características diferenciadas. 

El Parque Metropolitano Tercer Milenio, construido sobre lo que fue el barrio Santa 

Inés, es un ejemplo de dichas tensiones. El barrio, centro de comercio ilegal y de 

acciones delictivas, tuvo una intervención a partir de 1998, la cual culminó en 2004 

con un trabajo de gran envergadura, que incluyó la demolición total de las 

edificaciones y la creación del parque. Las tensiones actuales en este espacio están 

ligadas a las prácticas de los habitantes de calle y las actividades ilícitas que 

coexisten con el nuevo uso del área. Las economías ilegales que persisten en el 

espacio (venta de mercancía robada o narcotráfico), se enfrentan a un nuevo público 

atraído por la oferta comercial y deportiva en el sector, lo que genera un conflicto 

entre las actividades legales e ilegales. 

En contraste, Chapinero Central, aunque también experimentó cierto deterioro, se 

convirtió en una zona de tolerancia para la prostitución y la venta de sustancias 

psicoactivas en la década de 1990. A principios del siglo XXI, el área se asoció con 

la comunidad LGBTIQ+, que encontró en el sector un espacio para actividades 

nocturnas. La renovación en esta área ha integrado prácticas del espacio público, 

como el comercio y el entretenimiento, pero ha reducido el acceso al espacio 



público para grupos como recicladores o jóvenes que realizaban allí actividades y 

prácticas culturales. 

Los casos analizados evidencian una intensificación en la exclusión, basada en 

factores de clase social, pero también de género o raza. La capacidad adquisitiva se 

ha vuelto cada vez más relevante en la concepción del espacio público, que está 

inmersa en un sistema de producción enfocado en la competitividad urbana (Harvey, 

1989). Así, la reducción del acceso al espacio público se manifiesta en elementos 

como rejas, seguridad privada o estaciones de policía, que, de manera diferenciada, 

orientan el control hacia poblaciones que dependen del espacio público para su 

subsistencia, como vendedores informales, recicladores o trabajadores sexuales. 

La diferencia entre lo legal y lo informal en el espacio público es significativa y ambas 

categorías están sujetas a medidas de exclusión. Pese a esto, el esfuerzo 

institucional por erradicar las condiciones estructurales que generan actividades 

ilegales e informales ha sido insuficiente, lo cual ha intensificado los procesos de 

exclusión. Esto tiene un impacto a nivel ciudad, ya que los factores sociales de 

deterioro se trasladan a otras áreas de la capital. 

Marco teórico 

Con el objetivo de analizar los cambios urbanos mencionados y su impacto en la 

accesibilidad al espacio público, esta investigación trabaja tres conceptos principales. 

En primer lugar, las categorías de espacio y espacio público, así como sus 

características y relaciones. En segundo lugar, se aborda el concepto de 

accesibilidad como un atributo del espacio y se ahonda en sus diferentes 

dimensiones. En tercer lugar, el concepto de planeación urbana, para entender su 

funcionamiento en las ciudades modernas, particularmente en Bogotá, como una 

herramienta de transformación del espacio público. 

 

Espacio y espacio público 

El espacio público ha existido en las ciudades desde la antigüedad; en Roma, por 

ejemplo, era fundamental para el ejercicio político (Pizzo, 2016). Sin embargo, el 

espacio público, tal como lo conocemos hoy, es un producto histórico propio de los 



Estados nación modernos y del desarrollo de las relaciones de producción 

capitalistas. No obstante, antes de profundizar en el espacio público, se desarrolla el 

espacio como concepto fundamental para la comprensión del espacio público. 

El debate sobre la naturaleza del espacio en la modernidad data de la época de 

Newton (1643-1727) y Leibniz (1646-1716), cuyas perspectivas siguen influenciando 

las posturas académicas contemporáneas. Por un lado, Newton propuso una teoría 

del espacio absoluto, la cual sostiene que este es un marco de referencia, cuya 

existencia no está relacionada ni depende los objetos que hay dentro de sí; el espacio 

existe en sí mismo y, por tanto, tiene una serie de leyes que se aplican de manera 

uniforme en todo lugar. Por su parte, Leibniz sostenía que el espacio no existe previo 

a los objetos, sino que es producto de la relación de sus componentes; esto quiere 

decir que el espacio es relativo al marco de objetos que se estén considerando 

(Arthur, 1994). 

En sus orígenes modernos, la Geografía fue influenciada por el pensamiento 

newtoniano y kantiano, en particular. Para Kant (1724-1804), el espacio existe antes 

de la experiencia y es una categoría fundamental a través de la cual se conoce la 

realidad (Cresswell, 2008). En este sentido, el espacio precede al conocimiento de 

los sujetos sobre el mundo; aspecto que comparte con la visión newtoniana. No 

obstante, para Kant el espacio no es un objeto que exista en la realidad, sino una 

forma de conocer que tienen los sujetos; por lo cual, no se puede afirmar que Kant 

compartía completamente las ideas newtonianas del espacio (Arthur, 1994). 

Tanto Kant como Newton veían el espacio como una dimensión que surge antes de 

la experiencia y no depende de los elementos que lo componen (Cresswell, 2008). 

Los dos fundadores de la Geografía moderna, Alexander von Humboldt (1769-1859) 

y Carl Ritter (1779-1859), son herederos de esta idea sobre el espacio. Ritter fue 

fundamental en la creación de la geografía regional, la cual se enfocaba en conocer 

la relación entre las características físicas del medio ambiente, sus impactos en la 

forma de vida de las personas, y cómo estas las transforman para su beneficio. 

Esta concepción se transformó en el siglo XX, principalmente con la llegada del 

pensamiento de Einstein (1879-1955), pues la forma de pensar el espacio comenzó 



a retomar las ideas de Leibniz. En su teoría de la relatividad espacial, Einstein 

demostró que cualquier intento de considerar uno de los marcos inerciales como 

absolutamente en reposo estaría en conflicto con la teoría del electromagnetismo de 

Maxwell, la cual había sido empíricamente confirmada (Arthur, 1994, p. 220). 

Este giro permitió superar la idea del espacio como un mero contenedor, donde 

ocurren los fenómenos sociales y físicos. En su lugar, se pasó a analizar los 

elementos que lo componen y sus relaciones, como sus condiciones constitutivas. 

Surgió así una dialéctica entre el espacio natural y los sujetos que lo habitan, lo cual 

dio lugar a una compleja indeterminación abordada por autores como Henri Lefebvre, 

Doreen Massey o Milton Santos. 

Así, por ejemplo, Milton Santos (1996) sostiene: “EI espacio no es ni una cosa ni un 

sistema de cosas, sino una realidad relacional: cosas y relaciones juntas. (...) 

naturaleza y la sociedad, mediatizadas por el trabajo” (p. 27). Aunque diversos 

autores enfatizan en algunos elementos, como los productivos o culturales, esta 

investigación mantiene la perspectiva relacional para el análisis de los espacios 

públicos, particularmente. Por esa razón, presento cuatro implicaciones de una 

lectura relacional del espacio público. 

 

Abordajes del espacio público 

El espacio público, en sí mismo, ha sido objeto de reflexión desde cuatro 

aproximaciones diversas: política, jurídica, dotacional y cultural. A partir de la 

literatura revisada, se destacan aspectos centrales de estos acercamientos, para, 

posteriormente, retomar elementos puntales para el análisis del espacio público en 

esta investigación. 

Aproximación política 
 

Esta perspectiva sostiene que el espacio público es, principalmente, un lugar de 

deliberación, participación y cambio político. Estas corrientes comienzan con los 

filósofos Jürgen Habermas y Hannah Arendt (Alguacil, 2008; Borja y Zaida, 2003; 

Friedmann, 2011; Healey, 1992). Según Arendt (2001), la esfera de lo público es 

aquella que se da fuera del hogar; supone una apertura con los demás y, por lo tanto, 

la posibilidad de diálogo con personas que nunca se verán en espacios privados. 

Habermas (1999), por su parte, propone una serie de condiciones ideales 



para reducir las relaciones de coerción. Esto, con el fin de permitir un diálogo 

horizontal, en el cual el mejor argumento racional puede persuadir a los demás. 

Lo anterior supone una espacialidad concreta: lugares donde personas de diversas 

procedencias tengan la posibilidad de expresarse, comunicarse y deliberar. En las 

ciudades modernas, el espacio público ha sido el terreno en el cual se manifiestan 

gran parte de estos aspectos de la esfera pública. Esto refleja la dimensión política 

del espacio público, lugar por antonomasia para el proselitismo y la confrontación de 

ideas. En este sentido, el espacio público es una característica sine qua non para 

lograr el dialogo racional entre los integrantes de una comunidad. 

Desde esta perspectiva, la diversidad de sujetos en el espacio público, y su principio 

de igualdad de opinión, permite la discusión como camino para tramitar los conflictos. 

Actualmente, en Colombia existen debates alrededor del espacio público como 

escenario donde se expresa el descontento político. Así, la Constitución Política de 

Colombia define el espacio público como “(…) los elementos arquitectónicos y 

naturales de los inmuebles privados destinados por naturaleza, usos o afectación a 

la satisfacción de necesidades urbanas colectivas que transcienden los límites de los 

intereses individuales de los habitantes” (Presidencia de la República, 1998, art. 1). 

Entonces, un elemento central del espacio público es su uso e interés colectivo, como 

un principio clave para el desarrollo democrático. 

La idea de que el espacio público está relacionado con la participación política ha 

sido cuestionada por romantizar dicho escenario de la vida urbana (Mitchell, 2003). 

Esto, ya que las relaciones de poder que se presentan allí no son horizontales y, 

asimismo, se encuentran fuertemente influenciadas por intereses políticos o 

económicos. Castells (2014) comparte esta aproximación sobre el espacio público 

como un escenario de disputa de diferentes intereses y clases sociales que se 

dirimen en la arena política. 

Otros autores abordan el espacio público a partir de los procesos de resistencia que 

subyacen a las disputas por el espacio urbano (Alguacil, 2008; Segovia y Dascal, 

2000; Tache, 2020). Esta perspectiva, desde una visión democrática de la ciudad, 

analiza el espacio público como lugar donde se tramitan los intereses de varios 

actores urbanos como inmobiliarias, comerciantes o habitantes. Por ejemplo, el 

asentamiento de la población indígena Embera, durante gran parte de los 



confinamientos del Covid-19 a las afueras del parque Tercer Milenio, no solo buscaba 

establecer un albergue temporal para esta comunidad, también pretendía captar la 

atención de la opinión pública y el Gobierno. 

En síntesis, de esta aproximación se resalta la relación que se plantea entre el 

espacio público y la discusión de ideas entre personas de diversa procedencia. No 

obstante, estos diálogos no son horizontales y los intereses de ciertos sectores 

tienden a imponerse, por su capacidad de incidir, principalmente, en el ordenamiento 

territorial. 

Aproximación jurídica y dotacional 
 

En esta aproximación, el espacio público se define en contraposición al espacio 

privado y, además, es regulado y mantenido por el Estado, bajo el principio de 

primacía del interés público sobre el particular (Colombia, 1998). En este sentido, se 

asume que el Estado garantiza la instalación de mobiliario y su manutención. Este 

acercamiento está anclado a una perspectiva política del espacio público y lo aborda 

de una manera homogénea, bajo un marco institucional. 

Específicamente, el espacio público está regulado a través del Decreto 1504 de 1998, 

el cual determina su manejo a través de los planes de ordenamiento territorial (POT). 

Este decreto define el espacio público a través de tres elementos generales: 

 
Los bienes de uso público, es decir aquellos inmuebles de dominio público cuyo uso  

pertenece a todos los habitantes del territorio nacional, destinados al uso o disf rute 

colectivo; 

Los elementos arquitectónicos, espaciales y naturales de los inmuebles de propiedad 

privada que por su naturaleza, uso o afectación satisfacen necesidades de uso público; 

Las áreas requeridas para la conformación del sistema de espacio público en los términos 

establecidos en este Decreto. (Presidencia de la República, 1998, art. 1) 

 

Esta definición incluye, tanto espacios rurales como urbanos, así como aquellos de 

propiedad privada que hacen parte, por su uso, de los espacios públicos de la ciudad. 

Sin embargo, esta investigación se centra en áreas que se diferencian, por el carácter 

de su propiedad, de la s zonas privadas; es decir, analiza el mobiliario e 

infraestructura por cuyo mantenimiento responde el Estado y al que, en teoría, puede 



acceder cualquier ciudadano. 

 
Aproximación dotacional 

 
En la literatura, esta variante se centra en el aspecto técnico de distribución ideal de 

mobiliario público a diversas escalas (parques públicos, bibliotecas o transporte 

público (Durán, 2017; Mayorga, 2019). Esta aproximación incluye una serie de 

estudios que relacionan la dotación, el acceso y la calidad del espacio público con la 

estructura espacial de la ciudad, como una forma de medir y promover la calidad de 

vida de los ciudadanos. 

Aproximación crítica 
 

Por último, en esta perspectiva, Mitchell (2014), Harvey (1989) y Castells (2014) 

señalan los conflictos y contradicciones en el uso del espacio público. Principalmente, 

estos autores describen las maneras que existen de ordenar el suelo y cómo el 

mercado privilegia determinados actores sobre otros. 

 
Para Castells (2014), la configuración de la ciudad refleja las condiciones financieras 

y políticas de la sociedad que vive en ella. En consecuencia, las desigualdades de 

clase se reflejan en la estructura de la urbe y en las normas que la rigen. Según este 

sociólogo, la planeación urbana es el reflejo de la disputa entre diferentes actores 

que se imponen a través del sistema democrático, especialmente los sectores 

burgueses. Asimismo, afirma que el ordenamiento de una ciudad refleja relaciones 

de dependencia, las cuales pueden ser de orden colonial, capitalista o financieras. 

Es en este sentido que se pueden entender las relaciones en el espacio público como 

producto de los desacuerdos entre intereses de clase y de diferentes conglomerados, 

tanto económicos como políticos. Así, la idea de la transformación del espacio público 

se enmarca en las relaciones de producción globales, en las que las ciudades 

occidentales se han enfocado más en los aspectos financieros y de servicios. En este 

marco, el espacio público sufre unos cambios, en los cuales la privatización y su 

usufructo aparecen como aspectos muy importantes. 

Castells (2014) también propone que gran parte de la noción de espacio público se 

está moviendo a los dominios de la informática. En ese orden de ideas, el debate, la 



deliberación y el encuentro con el otro se orientan, progresivamente, hacia las 

tecnologías de la información. En relación con esto, Mitchell (2003) menciona las 

comunidades de red (communitty network) como lugares donde se reúne el público 

especializado entorno a determinados temas; pero, minimiza su impacto teniendo en 

cuenta que allí se desarrollan los debates porque “se puede” y no porque “deban 

hacerlo” (p. 35). Esto, ya que, al brotar de los conflictos propios de habitar la ciudad, 

estas discusiones en el espacio público se dan de manera obligatoria. 

El desarrollo de las tecnologías de la información ha tenido un impacto significativo 

en la manera como nuestras sociedades conciben conceptos como la opinión pública. 

Lo anterior ha implicado una disminución gradual en la importancia de los espacios 

públicos urbanos para generar tendencias de opinión o disentimientos sociales y 

políticos. Sin embargo, como destaca Mitchell (2003), existen unas condiciones 

materiales que hacen posible que el espacio urbano sea un lugar donde se 

construyen aspectos de la esfera pública. Ejemplo de lo anterior es la protesta social, 

la cual sigue siendo una herramienta de disconformidad que funciona en el plano de 

lo material, teniendo en cuenta que es allí donde se genera mayor presión para lograr 

los objetivos de los manifestantes. 

Como se verá más adelante, el desarrollo de la tecnología ha tenido un importante 

impacto en el espacio público; no solo por las tecnologías de la información, sino por 

elementos de control como cámaras de seguridad o circuitos vecinales de vigilancia. 

Por esta razón, esta tesis se enfoca más en el impacto de las tecnologías de la 

información para el control del espacio público, más que su influencia en la esfera de 

lo público y la formación de los movimientos sociales 

A partir de lo anterior, es importante abordar la relación entre el espacio público y el 

control de su accesibilidad en la época digital. El control del espacio público, en gran 

parte, se ha cedido a herramientas tecnológicas, como circuitos de vigilancia o 

sensores. Esto permite automatizar los procesos y reducir el tiempo que una persona 

debe invertir para lograr el mismo control, como por ejemplo el patrullaje de calles. 

La capacidad para vigilar remotamente el espacio público ha aumentado la velocidad 

en el flujo de actividades indeseadas en este. Es decir, incentiva el movimiento para 

evitar el desplazamiento y la presión por parte de fuerzas 



policiacas o de vigilancia, entre otras. 

 
Mitchell (2003) sostiene que este creciente control sobre espacio público dificulta el 

derecho de los ciudadanos a habitar, quienes no se encuentran representados en los 

intereses dominantes. Existe, pues, una convergencia entre Castells (2014) y 

Mitchells (2003): ambos aseguran que la configuración social del espacio urbano está 

relacionada con los intereses de las clases dominantes, quienes imponen sus 

agendas a través del Estado. Un ejemplo de esto en Bogotá es la diferencia entre 

quienes pueden usufructuar el espacio público: las grandes empresas operan con 

vendedores en este, mientras que los vendedores ambulantes informales son, 

muchas veces, despojados de sus mercancías por parte de las fuerzas policiales. 

Lo anterior permite reflexionar sobre el derecho a habitar la ciudad y su espacio 

público, aspectos que formula Harvey (2013) a partir de los planteamientos de Henry 

Lefebvre. La ciudad es producto de la transformación de la naturaleza a través del 

trabajo. En este sentido, los individuos que han realizado dicho trabajo tienen derecho 

a disfrutarla. En otras palabras, ellos deberían poder habitar y decidir sobre la ciudad, 

pues son quienes transforman la naturaleza y hacen posible la ciudad en sí. 

Mitchell (2003) lleva un poco más lejos la reflexión sobre los derechos. Los entiende 

como el resultado de la fuerza, en términos marxistas, y no como un elemento natural 

e inalienable de los sujetos. Pese a esto, el autor manifiesta que el discurso sobre los 

derechos es una herramienta útil en la práctica, pues permite movilizar los discursos 

y las luchas asociadas al espacio público. Entonces, el derecho a habitar el espacio 

público se relaciona con la necesidad que se genera por las desigualdades sociales; 

necesidades como trabajar, vivir o realizar otras actividades vitales en estos lugares. 

Así pues, este marco teórico ubica a los autores citados dentro de la categoría crítica, 

porque asumen la estructuración del espacio público, no como producto meramente 

de decisiones técnicas, asociadas a la planeación, sino como el resultado de disputas 

entre variados intereses de clase. 

Otro aspecto relevante dentro de la teoría crítica es la resistencia y adaptación de los 

discursos globales. Como menciona Monreal (2019): 



(…) aunque una de las lógicas de nuestras actuales ciudades neoliberales sea la 

estratif icación, privatización, mercantilización y estigmatización de los espacios públicos, 

también se puede observar cómo la gente, desde su heterogeneidad de intereses, valores, 

creencias y formas de vida, resisten y lo resignif ican, desarrollan estrategias para 

apropiárselo. (p. 100) 

 

Esta idea sobre la territorialización, adaptación y resistencia de agentes locales 

encuentra resonancia en la visión de Salcedo (2002). Este autor sostiene que algunos 

teóricos afirman la muerte del espacio público sin incluir en sus análisis las relaciones 

de adaptación, transformación y resistencia, inherentes a estas dinámicas, que hacen 

las personas en diferentes ciudades del mundo. 

La adaptación local de estos procesos estructurales tiene particular relevancia en el 

contexto latinoamericano, ya que las desigualdades y la dificultad de incorporación a 

los circuitos formales de trabajo, obligan a las personas a ejercer sus actividades 

económicas de manera informal en el espacio público. En Bogotá, para el 2017, se 

censaron 10.700 habitantes de calle; también, el censo de vendedores ambulantes 

informó que hay 39.620 personas viviendo de la informalidad en el espacio público. 

Por este motivo, cualquier cambio en el control del espacio público afecta a una gran 

cantidad de personas 

Teniendo en cuenta las discusiones presentadas, se deben abordar los espacios 

públicos de manera plural; no es igual una acera en un barrio periférico a una en los 

conjuntos residenciales de clase media. También, existen espacios públicos que se 

convierten en lugares, “concebido(s) como un área limitada, una porción concreta de 

espacio con una gran carga simbólica y afectiva” (Souto et al. 2011). En 

consecuencia, aunque la legislación y las herramientas administrativas traten de 

manera uniforme el espacio público, es preciso afirmar que este no es homogéneo y, 

por ello, para su renovación se deben tener en cuenta elementos diferenciales. 

 
Para sintetizar, este texto asume los espacios públicos de manera plural, producto 

de conflictos entre diversos sectores sociales, muchas veces con intereses 

enfrentados. Estos intereses se traducen en el ordenamiento territorial y las 

disposiciones administrativas que se encuentran en el territorio y, además, con las 

acciones de los sujetos que hacen uso cotidiano del espacio, adaptándose, 

significando y resistiendo a los procesos urbanísticos. 



Tanto las disposiciones oficiales como el uso cotidiano que las personas hacen del 

espacio configuran su accesibilidad, lo cual genera diferentes paisajes urbanos. 

Existen paisajes del espacio público que, en este trabajo, se denominan “espacios 

intersticiales”, los cuales se relacionan con las dificultades de llevar el desarrollo a 

todos los sectores de la ciudad. 

Espacio intersticial 

 
El concepto de espacio intersticial o grieta se remite a la ecología urbana de la 

escuela de Chicago. Esta categoría es acuñada por Thrasher (1927) en su análisis 

sobre las pandillas de Chicago. Es utilizado para describir un espacio donde “(…) hay 

fisuras y roturas en la estructura de la organización social” (p. 80); es decir, constituye 

una “frontera moral y económica en la ciudad” (p. 97). 

Cuando Thrasher (1927) se refiere a roturas en la estructura de la organización social 

se refiere a fallas en las relaciones que deberían ayudar a un individuo a incorporarse 

al orden social, como la familia, la iglesia o el Estado. En este sentido, denominó 

como “bandolandia” a zonas de la ciudad donde dominaban las pandillas, 

conformadas por individuos que no habían sido incorporados a los circuitos 

económicos, culturales o morales de la sociedad. Para este autor, dichos individuos 

no superaron un “periodo de reajuste entre la infancia y la madurez” (p. 96). 

El nacimiento de este fenómeno Thrasher (1927) lo atribuye a problemas 

estructurales urbanos, en particular a las pocas oportunidades de trabajo, dificultad 

en el acceso a educación o insuficiencia en su oferta. Estas características fortalecen 

el crecimiento de los barrios bajos y la proliferación de instituciones paralelas en 

forma de pandillas, principalmente, con la capacidad de ofrecer actividades a los 

jóvenes, por ejemplo, ganar dinero de manera, muchas veces, ilegal. 

Igualmente, Thrasher (1927) vincula la madurez de una persona con su inserción en 

la estructura social y señala que las personas incapaces de lograrlo se mantienen en 

un espacio entre la niñez y la madurez. La falta de oportunidades en estas zonas de 

la ciudad puede desembocar en la vinculación con organizaciones paralelas que 

brindan a las personas oportunidades. El extremo de esto es la gobernanza criminal, 

esto es, cuando un grupo organizado ejerce control sobre determinado territorio. 



Desde una perspectiva intersticial, es importante no caer en una mirada patriarcal al 

analizar el fenómeno de las pandillas, porque se puede asumir el orden social vigente 

como el correcto, lo cual invisibiliza las desigualdades y tensiones. Por ejemplo, 

poblaciones LGBTIQ+ se han establecido en estos espacios intersticiales, como una 

forma de resistencia ante una organización social que tiende a discriminarlos por su 

sexualidad, como es el caso de Chapinero central en Bogotá. 

Los espacios intersticiales pueden atraer a grupos diversos que están al margen. La 

diversidad puede generar lugares vitales con cientos de usuarios, aunque reunidos 

alrededor de actividades consideradas, por el marco normativo o moral, ilegítimas. 

En otras palabras, en los espacios intersticiales no se encuentran, necesariamente, 

actividades ilegales, sino que pueden establecerse comunidades que resisten a 

desigualdades sociales, como es el caso de la homosexualidad en un contexto 

homófobo. 

La principal característica de este concepto es que representa una frontera 

económica y moral, donde se llevan a cabo actividades que no pueden hacerse en 

otros espacios de la ciudad. Esta facilidad facilita el surgimiento de acciones ilegales 

e informales, las cuales se traslapan con las economías formales del sector. 

Entonces, los espacios intersticiales resultan grietas, tanto a nivel social como 

espacial; un lugar donde se expresa el deterioro, tanto físico de fachadas y andenes, 

como social con la expresión de aquellas prácticas sociales que se consideran 

indeseadas o que no están permitidas. 

En adición, existen fronteras donde instituciones como el Estado terminan y, en lugar 

ello, se establece un espacio donde la ley es administrada por otros actores. Este era 

el caso de “El Cartucho”, una grieta profunda a la cual solo podían acceder las 

personas que hacen parte de los mundos intersticiales, asociados con la delincuencia 

y la habitabilidad en la calle. También, existen espacios intersticiales con fronteras 

menos marcadas, como lo es Chapinero central, donde se pueden refugiar personas 

para realizar, de forma parcial, actividades que en este contexto social no son 

moralmente aceptadas. 

A continuación, se trabajan dos conceptos relevantes para comprender las dinámicas 

de los espacios públicos. Primero, la accesibilidad, con la intención de definir 

teóricamente este atributo y analizar, posteriormente, sus cambios a la luz de 



dos casos en la ciudad de Bogotá. En segunda medida, se aborda la planeación 

urbana como una herramienta institucional para transformar la ciudad, tratando 

de determinar cómo esta incide en la accesibilidad de los espacios públicos de la 

ciudad. 

 
Existen paralelos entre la idea de espacio intersticial y el concepto de espacio vivido 

que propone Milton Santos (1996), el cual es definido como un lugar sin fronteras, 

que se construye en la interacción y, asimismo, está asociado con la capacidad de 

proyectar un sentimiento, sentido o valor. Un espacio intersticial es un espacio vivido 

por parte de un grupo que lo transforma y lo hace propio, es decir, genera un vínculo 

emocional con el espacio, transformando las dinámicas y su constitución, tanto a 

nivel físico como social. 

Accesibilidad 

 
En los estudios urbanos, la accesibilidad se ha entendido de dos maneras. La 

primera, un enfoque individual, observa cómo actores concretos acceden a 

determinados elementos de la vida urbana; la segunda, de localización, evalúa la 

accesibilidad entre dos o más ubicaciones (Horner, 2004; Kwan, 1998; Weber, 2003). 

Así, la accesibilidad individual analiza el acceso de poblaciones que viven en 

condiciones diferenciadas, por ejemplo, con discapacidad física o con problemas 

visuales o motrices. A su vez, la accesibilidad de las ubicaciones se enfoca en la 

facilidad de transporte entre dos o más puntos, para analizar la atracción de cada 

espacio en función de las necesidades que satisfacen o la dificultad de las personas 

para transportarse y usar dichos espacios. Según Kwan (1998): “La accesibilidad 

puede ser un atributo de las ubicaciones indicando que tan fácil ciertos lugares 

pueden ser alcanzados, mientras que en otros casos es la propiedad de las personas 

revelando qué tan fácil un individuo puede acceder a ciertas ubicaciones”. 

Estas dos vertientes no son contradictorias y ayudan a comprender cómo 

determinados actores tienen mayor o menor dificultad para moverse por la ciudad, 

bien sea en función de las posiciones que habitan o sus características individuales. 

En este sentido, sorprende que la literatura del urbanismo trabaje poco la 

accesibilidad al espacio público, pues se ha limitado a ser, en buena medida, un 

medidor de condiciones estructurales que permiten el acceso a personas con algún 

tipo de discapacidad (Linares et al., 2018; Simian, 2014). En Latinoamérica, se han 



examinado los cambios en el acceso al espacio público a través del estudio de la 

llamada “privatización del espacio público” (García, 2004; Monreal, 2016; Gómez, 

2009) y sobresalen ideas acerca del aumento progresivo en la exclusión en estos 

lugares, conclusión que puede ser debatida. 

 
Algunos trabajos sobre la accesibilidad diferencial de actores en función de raza, 

género, clase social o discapacidad física son Hanson (1990), Kwan (1998) y Velosa 

(2014). Estos autores parten del principio de desigualdad en la facilidad de acceso a 

la ciudad entre los individuos. Por ejemplo, desde el 2000, Bogotá ha dotado guías 

táctiles en las aceras, entre otros elementos, para personas con limitaciones visuales. 

Esto, como una manera de reconocer la accesibilidad a la ciudad como un tema de 

individuos y, por ende, con necesidad de un enfoque diferencial. 

Por su parte, los estudios de accesibilidad basados en ubicaciones trabajan la 

relación entre ciertos lugares, en función variables como distancia, tiempo de 

movilidad o necesidades a satisfacer. Por ejemplo, la accesibilidad de los centros 

laborales en función de las zonas residenciales de la ciudad. Así, la ciudad es 

entendida a través del análisis de la posibilidad de acceso entre diferentes puntos, lo 

cual puede ayudar a esclarecer las causas de determinada estructura urbana 

(Horner, 2004). En el espacio público, parques metropolitanos, como el Simón Bolívar 

de Bogotá o La Carolina en Quito, atraen a personas de todas las localidades o 

distritos de la ciudad, por lo cual la accesibilidad suele estar relacionada con la 

conectividad entre dos o más zonas. 

Medir la atracción de ciertos lugares en relación con otros se hace a partir de 

variables que permiten construir índices de accesibilidad. Estos análisis se han 

efectuado según el modelo general de interacción espacial, cuya premisa es que la 

relación entre dos o más puntos es proporcional a su tamaño e inversamente 

proporcional con la distancia separando los puntos, que es la base de los modelos 

de atracción (Wilson, 1967). 

Ambas maneras de pensar la accesibilidad no son excluyentes entre sí y son 

herramientas analíticas interesantes. Esta investigación analiza, en particular, la 

accesibilidad individual y se pregunta por las categorías que facilitan o complican el 

acceso al espacio público. No obstante, también indaga por aspectos relacionados 



con la accesibilidad de las ubicaciones, particularmente analizando la dotación de 

sectores habitacionales como el sector de Las Cruces o el barrio Santa Bárbara. 

La seguridad suele ser un elemento clave en la reducción de la accesibilidad. Como 

menciona Davis: “La consecuencia universal e ineluctable de esta cruzada por hacer 

la ciudad segura es la destrucción del espacio público accesible” (Davis, 1990). 

Entonces, la accesibilidad es un concepto importante para el espacio público, puesto 

que expone una tensión importante sobre el deber ser del espacio público y sus 

realidades contextuales. 

El control y la vigilancia del espacio son el primer elemento para la accesibilidad, e 

involucra a los actores que ejercen dominio sobre el espacio. En un primer nivel, el 

control se relaciona con la seguridad y la capacidad que tienen diversos actores de 

hacer parte del espacio público; aunque también se refiere, en términos de Foucault, 

a los variados discursos que ejercen un poder físico o simbólico sobre el espacio y 

facilitan o limitan su acceso a ciertas personas. Este es el caso de los habitantes de 

calle quienes, por su forma de llevar el cuerpo, son identificados y excluidos. 

Dicho control, igualmente, lo pueden ejercer los vecinos del sector, la policía o algún 

grupo criminal; pero, en la cotidianidad, hay unas acciones permitidas y otras que no. 

La vigilancia del sector no se refiere a la intervención homogénea de un actor, más 

bien a las micro o macrorelaciones que promueven ciertas actividades o actores en 

el espacio. 

Otro elemento de la accesibilidad es la diversidad de actores y actividades permitidas 

en el espacio. Al respecto, Jacobs (1961) sostiene que el espacio público es exitoso 

mientras más actividades y actores lo utilicen. Una mayor cantidad de acciones y 

usuarios implica un uso a diferentes horarios, lo que genera una sensación de 

seguridad. Algunos grupos son excluyentes entre sí como la policía y la delincuencia; 

por ello, la diversidad de actores que coexisten en un mismo momento es clave para 

la comprensión del acceso a cada punto del suelo urbano. 

El tercer elemento es la infraestructura de acceso e infraestructura diferencial, ambos 

relacionados con la dotación que permite a las personas moverse y hacer un 



uso efectivo del espacio público. La infraestructura de acceso se refiere a los medios 

de transporte que facilitan el acceso a esta ubicación; la infraestructura diferencial, 

por su parte, es el equipamiento requerido por personas con necesidades diversas, 

para hacer uso de la ciudad; por ejemplo, rampas de conexión, semáforos sonoros o 

lozas podotáctiles. 

Otro aspecto de la accesibilidad es su perspectiva simbólica, la cual se refiere a 

que el acceso al espacio público depende del capital simbólico que la persona 

proyecte sobre su cuerpo. En relación con esto, es importante el concepto de habitus, 

planteado por Bourdieu (1984), porque en el espacio público las personas son 

juzgadas por la forma como presentan su cuerpo y sobre esto recaen juicios que 

limitan el acceso. Un ejemplo de ello es cómo los vigilantes del parque Tercer Milenio 

utilizan su criterio para juzgar quién puede entrar, o no, analizando la manera como 

lucen las personas que pretenden entrar 

Lo anterior demuestra que el acceso al espacio público se determina, en gran 

medida, por el lugar que se ocupa en la jerarquía social, según variables como el 

género, la raza o la clase social. El habitus de cada individuo es clave para 

comprender su accesibilidad al espacio público de su ciudad. Una persona que 

cumpla con ciertos estándares de comportamiento puede acceder al espacio público, 

así realmente no refleje su lugar en el mapa social. Por ejemplo, una trabajadora 

sexual que se encuentre vestida de acuerdo con los parámetros sociales, y sin 

realizar su actividad económica en el espacio público, será aceptada en lugares 

donde, de lo contrario, sería expulsada. 

Planeación urbana 

 
Abordar la planeación urbana es importante para entender la accesibilidad al espacio 

público, pues las herramientas institucionales de planeación son las que mayor 

impacto tienen en la configuración de este. Herramientas de zonificación, como el 

POT y los instrumentos subsecuentes, suelen promover o restringir ciertas 

actividades. Por ejemplo, en el caso de Chapinero central, la proyección del barrio 

como zona de interés para renovación y uso residencial en el POT ha llevado a un 

conflicto por el uso del suelo entre residencial y comercial (específicamente bares), 

lo cual tiene implicaciones concretas en el espacio público. 



Esta investigación toma dos casos de transformación del espacio público, por 

procesos de renovación de la ciudad en el marco del POT, aunque sustancialmente 

diferentes. Por un lado, el parque Tercer Milenio y la renovación del barrio San 

Bernardo hacen parte de una inversión pública de gran envergadura; por otro lado, 

el proceso de renovación de Chapinero central, que está a manos de una renovación 

predio a predio por parte de constructoras privadas. Estos proyectos son el fruto de 

conflictos y tensiones por el uso del suelo, por lo que reflejan los intereses de algunos 

actores, particularmente del sector inmobiliario. Para comprender mejor este 

contexto, a continuación, se presenta el modelo de gestión del territorio en la ciudad 

de Bogotá, para detallar sus principales tensiones y funciones en cuanto al uso del 

espacio público y su acceso. 

El modelo híbrido de planeación en Bogotá, planeación urbana desde la 

Constitución de 1991 

Con la Constitución de 1991, la estructura jurídico-administrativa en Colombia cambió 

de manera significativa y las reglas del ordenamiento territorial no fueron la 

excepción. Leyes como la 152 de 1994, Ley orgánica de plan de desarrollo, o la 

388 de 1997, De desarrollo territorial, buscaban, en la práctica, articular los 

lineamientos que se venían dando desde el cambio constitucional. Ambas leyes dan 

cuenta de la creación de los Planes de Desarrollo (PD) y los Planes de ordenamiento 

territorial (POT), que son los principales pilares sobre los cuales recae la planeación 

de cada municipio del país. El plan de desarrollo articula el programa de gobierno de 

la autoridad local con el POT y es un documento que se renueva cada cuatro años 

(con elecciones regionales); el POT, a su vez, es una herramienta de mediano plazo 

que proyectaba guiar a la ciudad, por un plazo de 12 años; aunque en Bogotá se ha 

extendido por 17 años, dadas las dificultades de concertar uno nuevo con todos los 

sectores de la sociedad. 

 
Por otro lado, el enfoque de planeación en obras arquitectónicas e ingenieriles 

durante el siglo XIX y XX había mostrado la relevancia de incorporar aspectos 

participativos y culturales en la gestión del territorio (Montoya, 2014). Como 

mencionan algunos autores, este cambio hace parte de un movimiento global 

(Allmendinger y Tewdwr, 2001; Hillier y Healey, 2017) y, particularmente, en la ciudad 

de Bogotá significó un tránsito hacia un sistema híbrido de planeación. Dicho sistema 

parte de una “visión holística, combinaba actuaciones en los ámbitos económico, 



social y físico para racionalizar y hacer más efectiva la intervención pública” (Salazar, 

2007). 

Este cambio es el llamado giro comunicativo, y comparte con las ideas de Habermas 

la apuesta por dialogar y construir consenso a través del diálogo racional. Esta 

posibilidad de diálogo y consenso entre expertos y habitantes ha sido explorada por 

autores como Friedman (2011), quien propone la planeación “transactiva”. Esta 

consiste en una estrategia de diálogo entre planeadores y diferentes actores urbanos 

que no son expertos. De este modo, en muchas ciudades del mundo, no solo Bogotá, 

ha habido un giro hacia un mayor nivel de participación de la comunidad y la gestión 

de las tensiones a través de metodologías participativas, como consultas previas o 

presupuestos participativos. Así pues, se postula que la gestión del territorio debe 

pasar por algún tipo de control ciudadano antes de su aprobación, en particular el 

POT. 

Bajo un enfoque participativo, la Ley 388 de 1997 dispone unos tiempos y 

condiciones de participación ciudadana para permitir la aprobación del POT; esta es 

una de las razones por las cuales actualizar el POT ha sido una tarea tan compleja. 

Por su parte, los planes de desarrollo son el resultado operativo de la Ley 152 de 

1994, la cual busca brindar autonomía a las regiones en sintonía con el Plan Nacional 

de Desarrollo (PND) y da origen al Consejo Nacional de Política Económica y Social 

(Conpes, 1994). Asimismo, obliga a los candidatos, que aspiran a ocupar cargos del 

poder ejecutivo, a formular un plan de desarrollo, el cual debe aplicar durante su 

mandato, en consonancia con los POT de su municipio o departamento. En la práctica, 

los PD han funcionado más como hoja de ruta que como documento vinculante al 

ejercicio de gobierno. Esto se puede evidenciar al ver las bajas tasas de cumplimiento 

de estos planes en las diferentes alcaldías. 

La creación del Instituto de Renovación Urbana (IRU) fue otra medida administrativa 

para ejecutar proyectos de transformación urbana y se le asignó un rol de planeador 

e intermediario con las comunidades. Esta entidad se ha encargado de los 

procesos asociados a los planes parciales T; sin embargo, esta participación solo es 

consultiva, una vez aprobados los procesos de renovación urbana, por lo cual la 

participación ciudadana, con frecuencia, se queda sin capacidad real de decisión 

sobre el territorio. 



Un ejemplo de esto es la Manzana 5 del barrio Las Aguas, donde 37 predios fueron 

adquiridos mediante enajenación voluntaria y 13 por expropiación (Moreno, 2018). 

En este caso no se logró un acuerdo con los residentes, quienes negociaron el valor 

de sus predios, pero no incidieron en el destino del barrio en el que vivían. Entonces, 

aunque estos mecanismos han sido pensados para permitir una planeación 

democrática, sigue existiendo presión desde diferentes sectores económicos, 

particularmente aquellos interesados en la especulación inmobiliaria, que hacen de 

los procesos de participación comunitarios eventos de mitigación y no de intervención 

en las decisiones de lo que ocurre en la ciudad. 

Esto se relaciona con lo planteado por Mitchell (2003) cuando se pregunta quiénes 

se consideran actores e interlocutores válidos para la comunicación en el proceso de 

planeación y qué tipo de papel se le da a su participación. Entidades como el IRU 

convoca a interlocutores muy específicos, la mayoría de las veces habitantes, 

propietarios y comerciantes de los sectores a intervenir. Lo anterior genera dos 

inquietudes: cómo se articulan los espacios públicos a este entramado administrativo 

y cómo se aplican los procesos de participación en la planificación y ordenamiento 

de estos espacios. En particular, cuando existen actores que no son tomados en 

cuenta, pero que hacen uso de los espacios públicos, como los vendedores 

ambulantes o los habitantes de calle, quienes no suelen considerarse interlocutores 

válidos por no ser propietarios o arrendatarios. 

Por lo general, cuando se aborda la planeación de los espacios públicos se hace en 

relación con los espacios privados que lo circundan, pues se asume que sus 

propietarios son quienes más poder de participación tienen en las decisiones. Pese 

a los esfuerzos por incluir herramientas de planeación en el ordenamiento jurídico de 

la planeación urbana, la toma de decisiones sigue estando en manos de expertos; la 

participación, entonces, se mantiene como una herramienta consultiva más que 

vinculante, en la cual la presión de sectores económicos es muy fuerte. Esto se 

evidencia en el caso del parque Tercer Milenio: el proceso de participación y consulta 

para la renovación del sector se hizo con propietarios y arrendatarios del sector, 

especialmente del sector comercial y con un fuerte interés de las constructoras por 

participar en las millonarias licitaciones. 

 
Tal como menciona Castells (2014), la planeación urbana es un proceso lleno de 



tensiones, que se suele decantar en beneficio de unos y en detrimento de otros. En 

el caso colombiano, el lobby inmobiliario puede tener la fuerza suficiente para 

imponerse, lo cual se evidencia en los escándalos de “volteo” de tierras en municipios 

como Cajicá, Funza, Tenjo, El Rosal, Facatativá o Nemocón (Ortíz, 2019). No 

obstante, en muchas ocasiones, los mecanismos de participación ciudadana han 

logrado hacer un contrapeso a las intenciones de las constructoras. Por esta razón, 

en este periodo de planeación urbana persiste una contradicción entre un enfoque 

fuertemente mercantil y uno de tipo participativo; dos posiciones que en la práctica 

chocan continuamente. 

En el caso del espacio público, estas tensiones son aún más complejas, puesto que 

no todos los actores que hacen uso y dependen del espacio público son tenidos en 

cuenta en la toma de decisiones. Los mecanismos de participación suelen tener en 

cuenta a propietarios o arrendatarios, quienes no intervienen en la planeación, sino 

en la aprobación de lo planeado; en cuanto a los sectores más marginales de la 

sociedad, estos suelen dejarse aislados de la discusión y deben adaptarse y sufrir 

las consecuencias. 

Entonces, la accesibilidad al espacio público es un punto ciego en los instrumentos 

de planeación y participación ciudadana, porque se aborda, por lo general, desde un 

enfoque meramente dotacional, sin analizar las múltiples relaciones y actores 

sociales que se mueven en el espacio. El parque Tercer Milenio ejemplifica lo 

anterior: aunque las problemáticas sociales se atendieron desde las políticas 

públicas, la decisión sobre el futuro de la zona se tomó desde las grandes esferas 

y apenas se compartió con algunos interlocutores, como los propietarios legales. Por 

ende, se impusieron dinámicas de exclusión sobre un espacio urbano ocupado, 

tradicionalmente, por sectores marginales. 

En síntesis, la renovación urbana, con sus diferentes herramientas legales de 

gestión, tiene profundas implicaciones en la accesibilidad de la ciudad y, en 

particular, del espacio público. En Bogotá, la renovación urbana presenta tensiones 

entre el enfoque inmobiliario neoliberal y uno de tipo participativo. Aunque no son 

excluyentes entre sí, muchas veces sí lo son, en particular, por el uso del suelo y 

su explotación comercial. Por otro lado, la accesibilidad al espacio público es 

alterada por los procesos de renovación urbana, lo cual también influye en la 



devaluación y deterioro de los predios. Existe, por tanto, una relación 

interdependiente entre el espacio público y los inmuebles a su alrededor, porque las 

olas de valorización y deterioro funcionan en ambos sentidos. 

 
El papel del espacio público en la elitización o gentrificación 

 
Hay que señalar que la accesibilidad al espacio público es un proceso que se ve 

afectado por la gentrificación o elitización de los barrios. La gentrificación es el 

fenómeno de regreso de población de clase alta al centro de la ciudad, lo que genera 

desplazamiento de los habitantes anteriores. La literatura ofrece dos grandes 

explicaciones para este proceso: una, a través de la demanda por predios y, la otra, 

por la oferta de estos (Lees, 2000). 

Autores como Lévy (2017), Ley (1996) y Sakizlioglu (2018) señalan cambios en los 

patrones de consumo como una de las explicaciones de la gentrificación (este 

tema se aborda en el capítulo cuarto). El retorno, principalmente, de jóvenes adultos, 

quienes demandan menos espacio, con familias más pequeñas y que buscan 

beneficios de la ubicación de este barrio; este es un actor determinante en el boom 

inmobiliario. 

Otra forma de explicar este fenómeno es que en algunos lugares las propiedades 

tienen un valor de uso más alto que su actual valor de cambio; por lo cual renovar y 

vender es rentable para el capitalista. Esta teoría, propuesta por Neil Smith (2005), 

se conoce como “rent gap”. Sin duda, el espacio público es partícipe de los procesos 

de detrimento en algunas zonas de la ciudad; por ejemplo, el deterioro de la antigua 

calle del Cartucho redujo el valor de cambio de los inmuebles a un nivel tan bajo que 

el metro cuadrado llegó a comprarse a 70 mil pesos; pero, después del proceso de 

renovación, el mismo se vende hasta por 23 millones (Moreno, 2018). Esto se da 

porque existe una diferencia entre su actual valor de cambio y su potencial valor de 

cambio después de la renovación. 

El deterioro del espacio público es un elemento clave para comprender la 

devaluación de un predio; sobre todo el llamado “deterioro social”, el cual está 

relacionado con prácticas en el espacio público que reducen el valor de cambio de 

un inmueble. Sin embargo, el valor de uso no se reduce drásticamente con el 

deterioro barrial. Por esta razón, adquirir un inmueble con un espacio público 



deteriorado permite incrementar su valor si se eliminan los factores externos que 

deterioran su valor de cambio. 

Renovación urbana  

La renovación urbana ha sido interpretada desde múltiples perspectivas teóricas que 

revelan su naturaleza contradictoria. Más allá de ser únicamente el producto de 

instrumentos de gestión urbana formal, como señala De Certeau (1984) en su 

análisis de las prácticas cotidianas, la ciudad se transforma permanentemente a 

través de los usos y apropiaciones que sus habitantes realizan en el espacio público. 

Este proceso de cambio continuo, a menudo invisible para la planeación institucional, 

coexiste -y frecuentemente tensiona- con las intervenciones formales de renovación. 

Por un lado, el enfoque físico-funcionalista, heredero del urbanismo modernista de 

Le Corbusier (1935), concibió la renovación como una intervención técnica para 

"sanear" la ciudad mediante la demolición y reconstrucción (Hall, 2002). Sin 

embargo, como advirtió Hartman (1974), este enfoque frecuentemente derivó en 

"destrucción creativa" que benefició a inversionistas mientras desplazaba a los más 

pobres, ignorando cómo las dinámicas cotidianas de apropiación ya estaban 

reconfigurando esos espacios. 

Frente a esta visión, el enfoque crítico de la geografía urbana marxista 

desenmascaró los intereses económicos tras estos procesos. David Harvey (1973) 

demostró cómo la renovación opera como "un mecanismo de acumulación por 

desposesión" (p. 154), mientras Neil Smith (1996) explicó mediante su teoría del rent 

gap cómo el capital busca constantemente áreas urbanas "subvaloradas" para su 

revalorización. Estos análisis, como señala Sassen (2014), revelan el lado oscuro de 

ciudades que se convierten en "máquinas de expulsión" (p. 203) de poblaciones 

marginadas, cuyas prácticas cotidianas de habitar son sistemáticamente 

invisibilizadas. 

No obstante, alternativas emergen desde el enfoque participativo inspirado en 

Lefebvre (1968) y su concepto del "derecho a la ciudad", que reconoce la importancia 

de las prácticas urbanas cotidianas como forma de producción del espacio. Como 

muestra el caso de Medellín (Brand, 2013), cuando la renovación incorpora a las 

comunidades y prioriza infraestructura social -valorando sus usos existentes-, puede 

convertirse en "una herramienta de democratización espacial" (Borja, 2003, p. 112). 

Estos esfuerzos se alinean con el enfoque de sostenibilidad que promueve la ONU, 

buscando equilibrar desarrollo urbano y justicia ambiental, pero también con las 

teorías de la producción social del hábitat (Turner, 1976), que destacan cómo la 



autogestión comunitaria redefine constantemente la ciudad. 

Como vemos, la renovación urbana encarna la tensión entre lo que Soja (2010) llamó 

"la búsqueda de justicia espacial" (p. 98) y las lógicas del mercado inmobiliario, pero 

también entre la planeación formal y las transformaciones informales. La ciudad no 

solo se renueva a través de grandes proyectos, sino mediante las micro prácticas de 

sus habitantes: desde los mercados callejeros que reactivan áreas deterioradas 

(Simone, 2004) hasta las ocupaciones temporales que resignifican espacios 

abandonados (Holston, 2008). 

En última instancia, la renovación urbana no es neutral: es un campo de batalla 

político donde se decide quién tiene derecho a transformar -y habitar- la ciudad 

(Lefebvre, 1968). Como concluye Edward Soja (2010), el desafío es "convertirla en 

una herramienta de justicia espacial" (p. 98), lo que exige no solo planes técnicos, 

sino reconocer que la ciudad se reinventa diariamente a través de sus usos 

cotidianos, un proceso tan vital como olvidado en la gestión urbana convencional. 

La planeación integral: Un enfoque multidimensional para el desarrollo urbano 

La planeación integral emerge como un paradigma fundamental para abordar los 

complejos desafíos que enfrentan las ciudades contemporáneas, particularmente en 

contextos latinoamericanos marcados por rápidos procesos de urbanización, 

desigualdades socioespaciales y presiones ambientales. Este enfoque, que 

trasciende la visión fragmentaria tradicional de la planeación urbana, busca integrar 

de manera sistémica las dimensiones física, social, económica y ambiental del 

desarrollo territorial. 

El caso de Bogotá, analizado por Salazar Ferro (2007), ilustra tanto las 

potencialidades como las limitaciones de la planeación integral en la práctica. A partir 

de los años sesenta, influenciada por organismos internacionales como la CEPAL, 

la ciudad intentó superar los modelos de planeación física tradicional mediante la 

implementación de planes integrales que articularan políticas sectoriales con el 

ordenamiento territorial. Sin embargo, como señala el autor, este proceso generó 

una dualidad problemática: mientras los Planes Integrales de Desarrollo (PID) 

enfatizaban aspectos económicos y sociales, el componente territorial quedó 

frecuentemente subordinado, dando lugar a una desconexión entre la planificación y 

su implementación concreta en el espacio urbano. 

La experiencia bogotana revela tres tensiones centrales en la planeación integral 

contemporánea: 

La articulación multiescalar y temporal: La coexistencia de instrumentos como el Plan 



de Ordenamiento Territorial (de largo plazo) con los Planes de Desarrollo (vinculados 

a periodos de gobierno) evidencia los desafíos de coordinar diferentes escalas de 

acción y temporalidades en la gestión urbana. 

La gobernanza participativa: Aunque la Ley 388 de 1997 introdujo mecanismos 

innovadores como la gestión asociada y la participación en plusvalías, su efectividad 

se ha visto limitada por la falta de coordinación entre actores públicos, privados y 

comunitarios. 

La sostenibilidad urbana: La necesidad de conciliar competitividad económica con 

equidad social y protección ambiental plantea retos complejos, particularmente en 

contextos de alta informalidad urbana y precariedad habitacional. 

Más allá del caso específico, la planeación integral plantea lecciones relevantes para 

el urbanismo contemporáneo. Por un lado, destaca la importancia de desarrollar 

sistemas flexibles de evaluación y seguimiento que permitan ajustar las políticas 

urbanas a dinámicas territoriales cambiantes. Por otro, subraya la necesidad de 

adaptar modelos internacionales a contextos locales específicos, evitando 

aplicaciones mecánicas que desconozcan particularidades históricas, culturales e 

institucionales. 

En última instancia, como sugiere la experiencia analizada, la planeación integral no 

debe entenderse como un modelo cerrado, sino como un proceso continuo de 

experimentación y aprendizaje institucional. Su potencial transformador reside 

precisamente en su capacidad para articular diversas racionalidades -técnicas, 

políticas, comunitarias- en la construcción colectiva del territorio, superando las 

dicotomías tradicionales entre lo físico y lo social, lo global y lo local. Esta perspectiva 

resulta particularmente valiosa para abordar los complejos desaf íos que enfrentan 

las ciudades en el siglo XXI, desde el cambio climático hasta la justicia espacial. 

Metodología 

Esta investigación se enfoca en determinar la accesibilidad a dos espacios públicos 

en la ciudad de Bogotá: el parque metropolitano Tercer Milenio y el parque José 

Antonio Sucre. Para esto, se utiliza una metodología, principalmente, cualitativa 

centrada en el análisis del paisaje, en la cual se tienen en cuenta los elementos 

funcionales, así como los estructurales (Santos, 1996, p. 66). Así pues, en el marco 

de dos procesos de renovación diferentes, se busca dar cuenta de la accesibilidad 

a los espacios públicos, teniendo en cuenta sus diferentes dimensiones, tratadas en 

el apartado anterior. 



 
En análisis de paisaje se trabajó en dos niveles. Uno, a escala sector, que indaga por 

los cambios que están ocurriendo en los barrios aledaños a los parques públicos 

analizados, ya que los procesos de gentrificación o elitización tienen profundos 

impactos en las disposiciones del espacio. El otro nivel es un abordaje micro de los 

espacios públicos, en los que se puede evidenciar la diversidad de actores y 

conflictos implicados en su uso concreto. Sobre todo, se tiene en cuenta la diversidad 

como un aspecto clave a nivel conceptual, por su importancia al momento de 

determinar la accesibilidad de un espacio para la mayor cantidad de grupos y 

personas. 

En este sentido, se retoma la definición de Santos (1996) de paisaje como “[t]odo lo 

que vemos, o que nuestra visión alcanza, es el paisaje. Este puede definirse como 

el dominio de lo visible, lo que la vista abarca. No sólo está formado de volúmenes, 

sino también por colores, movimientos, olores, sonidos, etc.” (p.60). Esto incluye su 

definición de elementos funcionales y estructurales. Los elementos funcionales son 

aquellos que generan cambios en el paisaje urbano, dependiendo de la hora, el día 

de la semana y las épocas del año. Estos dan cuenta de los cambios en el uso del 

espacio dadas las funciones de la ciudad. Dichos factores son claves en el 

entendimiento del espacio público, porque calles, plazas o parques tienen paisajes 

muy variados según aspectos como los horarios del comercio. 



Por otro lado, los elementos estructurales son las construcciones físicas que 

sustentan la organización socioeconómica (Santos, 1996). Los cambios estructurales 

están relacionados con transformaciones en el uso y usufructo del suelo urbano. Para 

el estudio del espacio público, en esta investigación se retoman ambos aspectos: 

tanto los cambios funcionales, producto de las jornadas laborales, como aquellos en 

el uso del suelo, impulsados desde las disposiciones gubernamentales sobre el 

territorio. 

 
El paisaje urbano, en sí mismo, es la percepción de los espacios públicos de la 

ciudad, expresados en calles, andenes, plazas o fachadas, pues, en su mayoría, los 

espacios privados se encuentran ocultos a la vista. Por ello, autores como Briceño 

(2018) afirman que, al analizar el espacio público, se pueden establecer criterios de 

diseño urbano a nivel estético y funcional. A continuación, se presentan los niveles 

de análisis y las categorías usadas para operativizar la recolección de datos en forma 

de formularios y tablas. 

 
Para recolectar la información, se establecieron tres categorías centrales que 

abordan diferentes dimensiones en la comprensión de la accesibilidad. Como se 

presenta en la tabla 1, estas fueron discriminadas en variables concretas según la 

escala de estudio: micro y sector. Estas categorías, abordadas en el marco teórico, 

se reafirman como elementos centrales para examinar este aspecto de la distribución 

urbana. 

Para empezar, se analizan estas tres categorías a la luz de los cambios que vienen 

ocurriendo a nivel de barrio, UPZ o sector. Esto, ya que el uso del suelo, su 

valorización o desvalorización, está relacionado con el tipo de uso que se hace de 

los espacios públicos. Primero, se analizan antecedentes de ofertas inmobiliarias 

publicadas en la red; también, geodatos disponibles en la página de Datos Abiertos 

Bogotá sobre el valor del metro cuadrado, así como artículos de prensa e información 

relacionada con el valor de predios en estas zonas de la ciudad. A nivel de sector, se 

indaga por los elementos de corte estructural y urbanístico que han tenido influencia 

en estos sectores. Por esta razón, se diseñaron una serie de subcategorías que 

apuntan a la comprensión de fenómenos como la elitización o gentrificación, así como 

de la administración pública. 



Como se muestra más adelante, el tratamiento de estos datos permite un mapeo de 

la zona, que brinda información relevante sobre aspectos del espacio público. El uso 

del espacio público para actividades, consideradas como indeseables, es producto 

de las dinámicas sociales propias del sector. La venta de estupefacientes o la 

prostitución están relacionadas con la demanda que, de una u otra manera, ejerce 

presión para ubicarse en ciertos sectores estratégicos de la ciudad, como Chapinero 

central o el barrio Santa Inés. Lo mismo ocurre con el mejoramiento de las 

actividades, actores e infraestructura en el espacio público; este se conecta con la 

dinámica del sector, la cual, por lo general, pasa por la atracción de personas con 

mayor poder adquisitivo. 

El Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), en la resolución 620 del 2008 

determina la fórmula para fijar el valor comercial de un inmueble así: Vc = {Ct – D} + 

Vt; donde Vc= valor comercial, Ct=costo total de la construcción, D=depreciación y 

Vt=valor del terreno. Así, el análisis del sector estará basado en una relación 

permanente entre el valor comercial de los predios, los procesos sociales y su 

impacto en la variable de depreciación. Como se señaló en el marco teórico, la 

depreciación es una parte clave del proceso de renovación, pues es lo que hace 

rentable al capitalista la compra y transformación del predio. 

La microescala estudia cada espacio público en sí mismo, pensando en los procesos 

sociales que le dan vida e identidad. Para ello, se definen unas categorías operativas, 

que permiten entender cómo se administra, controla y comporta el espacio en la 

cotidianidad, así como quiénes hacen uso de este y para qué actividades. El análisis 

micro está influenciado por la microsociología del espacio público, pues las 

interacciones cara a cara y las actividades cotidianas son fundamentales para la 

comprensión de las estructuras sociales y, en particular, dan cuenta de las relaciones 

de poder. Lo anterior se relaciona con el de análisis del paisaje, ya que este es un 

concepto relacionado con la percepción, lo cual implica que se está inmerso en estos 

espacios recogiendo información. 



Tabla 1: Análisis de control y uso del espacio urbano 
 

 
Categorías de análisis 

Operativas instrumento 1 

(microescala) 

Operativas instrumento 2 

(escala de sector) 

 
1. Administración y 

control del espacio 

 
Nivel de control 

Actores ejerciendo control 

Disposiciones administrativas 

Disposiciones de seguridad y 

Control 

 
 

 
2. Diversidad de actores 

y actividades 

División de actividades 
 
Zonificación y uso  

 
Diversidad de actores 

Razones de estadía 

 

 
Núcleos de reunión (tipos) 

Corredores 

 

 

3. Infraestructura y 

cambios en paisaje 

Uso y valor del suelo Valor de referencia m² 

 
 

 
Facilidad de acceso/llegada 

Capacidad instalada pública 

Renovación predios 

(Transporte y servicios) 

Las tres categorías propuestas están relacionadas con el marco teórico. En primer 

lugar, la administración y control del espacio apunta a analizar los aspectos propios 

del ordenamiento y planeación territorial. Estos elementos tienen impacto en la 

segregación o acceso a la ciudad, así como en el aumento de elementos de control, 

como cámaras o empresas de seguridad privadas, y se relaciona con la 

administración de la ciudad. A su vez, hay una subdivisión en subcategorías que 

permitieron la recolección de la información con los instrumentos de cada escala. 

Diversidad de actores y actividades es una subcategoría que parte de la premisa de 

que la pluralidad es la característica constitutiva del espacio que, a la vez, permite su 

éxito (Jacobs, 1961; Mitchell, 2003). Por esto, determinar este aspecto, a nivel micro 

y macro, es fundamental, pues ayuda a identificar fenómenos como la exclusión por 

clase, en términos micro, o la aparición de núcleos comerciales, educativos o 

residenciales que impactan todo el paisaje del sector. 

Finalmente, infraestructura y cambios en el paisaje indaga por dos aspectos 

relacionados con la accesibilidad. En primer lugar, los elementos fijos del paisaje 



que, a nivel sector, determinan la facilidad con que diferentes actores pueden acceder 

al espacio y las razones por las que lo hacen. Así, se observa el impacto de los 

núcleos educativos en Chapinero Central o de la llegada de nuevos edificios 

comerciales y habitacionales. Cabe resaltar que la infraestructura es un elemento 

clave para la accesibilidad de sectores diferenciales de la población, como personas 

con dificultades visuales o de movilidad. En consecuencia, la infraestructura es 

fundamental en lo micro (poder transitar una calle de manera segura en silla de 

ruedas), así como el sistema de transporte y vías que conectan estos lugares con 

otras zonas de la ciudad. 

A nivel operativo, el análisis se dividió en tres: abordaje del paisaje a través de fuentes 

secundarías y observación etnográfica. En segundo lugar, se realizaron diez 

entrevistas semiestructuradas para Chapinero central y ocho para el caso del parque 

Tercer Milenio. Estas entrevistas indagaban, a microescala, por las razones para 

habitar estos espacios. En tercer lugar, se efectuó un estudio del valor de los predios 

del sector para entender su relación con los procesos en el espacio público. 

Por su parte, las observaciones se llevaron a cabo con los siguientes criterios: mínimo 

una hora de duración; durante las primeras semanas, de manera estática en puntos 

variados de los barrios, identificando los paisajes a distintas horas. Se generó una 

entrada en el diario de campo para cada observación en, al menos, dos franjas: 

mañana y tarde (de 6:00 - 7:00 p.m., para retratar el paisaje nocturno). Otra parte del 

trabajo fue de tipo móvil y buscaba determinar diversos paisajes de los sectores, así 

como la diferencia entre los actores que se encuentran en calles de la misma zona. 

Para esta investigación se aplicaron 18 entrevistas: ocho para el parque Tercer 

Milenio y diez para Chapinero Central. Para el primer caso, se realizaron entrevistas 

a cualquier habitante del sector, sin más criterio que el poder acercarme de manera 

amigable en un contexto en el que una entrevista puede ser una petición imprudente. 

En este sentido, se hicieron entrevistas semiestructuradas a cuatro habitantes de 

calle; las otras cuatro estuvieron divididas en dos comerciantes del sector, ubicados 

entre la carrera 11 # 6 hasta la calle 13, y dos transeúntes que hacían uso del parque 

metropolitano. 



Para el segundo caso, se llevaron a cabo diez entrevistas, de las cuales ocho se 

aplicaron a personas menores de 35 años y que se hubieran mudado al sector hace, 

como máximo, 10 años; esto, con la intención de averiguar las causas de la mudanza 

y los cambios percibidos. Las dos entrevistas restantes se realizaron a los jóvenes 

del parque “Los Hippies” durante los jueves de peleas de freestyle. Vale la pena 

aclarar que en las observaciones se encuentran diversas entradas sobre charlas 

informales; no obstante, aquí se presentan las entrevistas realizadas a profundidad y 

en las que existió algún tipo de preparación previa de preguntas o contenidos. 

1. Primer caso. Parque Tercer Milenio: de espacio 

intersticial a tierra en disputa 

 
1.1 Contexto histórico 

 
Localizado en el barrio Santa Inés, el parque Metropolitano Tercer Milenio se ubica 

en el centro de la ciudad en la localidad de Santafé y colinda con las localidades de 

Los Mártires y La Candelaria (Figura 1-1). Su construcción comenzó en 2002, con 

una campaña de recuperación del centro histórico de la ciudad y su espacio público. 

Llamada “Plan centro” se hizo en un contexto de expectativas positivas por la nueva 

estructura de ordenamiento territorial proyectada a partir de la Constitución de 1991. 

Antes de su renovación, este espacio era conocido como “El Cartucho”, un lugar 

donde la ley del Estado no aplicaba y, además, sobresalía la aglomeración de 

habitantes de calle y el consumo de sustancias psicoactivas (SPA). Este paisaje se 

encontraba a pocas cuadras de la Casa de Nariño y de la Plaza de Bolívar, lo cual 

generaba un contraste en pleno centro de la capital. Desde la década de 1990, la 

visibilidad de este espacio lo hizo un objetivo para renovar y darle una nueva cara a 

la entrada sur del centro histórico. 

Sin embargo, esta no fue la primera ola de renovación que se dio en el sector. A 

finales del siglo XIX y comienzos del XX, en el barrio Santa Inés y sus alrededores 

tuvo lugar la construcción de una serie de obras de infraestructura, como la 

canalización del río San Francisco, la instalación de las vías del tranvía por la calle 



octava y la construcción del Palacio de la Higiene en la avenida sexta (Alcaldía Mayor 

de Bogotá, 2010). Esta ola de renovación impulsó la llegada de nueva población: 

“profesionales, abogados, personajes y familias de renombre como los Turbay, los 

Rima y los Salem” (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2010, p. 25). 

Por otra parte, autores como Avendaño et al. (2019) sostienen que el barrio Santa 

Inés era un lugar donde vivían clases populares, en particular recicladores que se 

habían asentado allí en la segunda mitad del siglo XIX. De ese modo, el sector se 

configuró de forma diversa, entre clases altas y clases medias-bajas. Dicha pluralidad 

se mantuvo, más o menos, hasta 1948, momento en que el Bogotazo impulsó la 

salida de la élite del centro de la ciudad, incluido del barrio Sante Inés. 

 

 
Figura 1-1: Zona de estudio 



En la literatura, es ampliamente reconocido el impacto que tuvo el Bogotazo en el 

centro de la ciudad, el cual quedó, en buena medida, destruido. Como consecuencia, 

las élites abandonaron el sector, algo que había comenzado en las primeras décadas 

del siglo XX (Aprile, 1983; Avendaño et al., 2019; Camacho, 2009). Las familias de 

clase alta se vieron inclinadas a vivir en zonas atractivas, como Chapinero, primer 

barrio satélite de Bogotá (Camacho, 2009). Así, durante la segunda mitad del siglo 

xx, el centro de la ciudad y, en particular, barrios como Santa Inés, San Victorino y 

San Bernardo, se convirtieron en receptores de población de origen popular, 

especialmente recicladores y habitantes de calle; este proceso es detallado por 

Morris y Garzón (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2010). 

Para la década de 1970, el barrio Santa Inés se había convertido en una zona 

pauperizada y comenzaba a generarse lo que, posteriormente, se llamaría la Calle 

del Cartucho (entre las carreras 10 y la avenida Caracas y la calle sexta con calle 

novena). Al empobrecimiento y la ausencia estatal, se sumó la llegada de 

estupefacientes, en especial la pasta base, conocida como bazuco, y el arribo de 

desplazados a la capital, como efecto de la violencia que se vivía en diferentes zonas 

del país. Además, movimientos internos de la ciudad, como el desalojo del botadero 

“El Cortijo”, hizo que se desplazara la actividad del reciclaje a ese sector, tal 

como afirma Calderón. 

Como consta en las observaciones del padre Javier de Nicoló et al. (2009), entre 

1980 y 1990, era común ver las llamadas “galladas”, grupos de jóvenes y niños 

habitantes de calle, denominados “gamines”. Esta zona representaba lo que 

Thrasher (1927) denominaba una grieta en la ciudad; lugares donde el mercado, el 

Estado o la familia no logran cumplir sus objetivos, lo cual los hace ideales para la 

conformación de instituciones paralelas como organizaciones criminales o 

comunitarias. 

Es así como este sector, cuyas calles siguen siendo, en teoría, públicas y de libre 

acceso, se configuró como un espacio de miedo, al que gran parte de la ciudadanía 

no puede acceder; y quienes van lo hacen en busca de drogas u otra actividad ilegal. 

Este deterioro en los barrios de Santa Inés y sus aledaños, una zona colindante con 

el centro histórico y administrativo, despertó un interés de renovación que culminó 

con una nueva ola de planeación e intervención estatal a 



finales los 90. 

 
En 1998, se emiten varias medidas administrativas para la renovación del sector. En 

el Decreto 880, en particular, “se adopta el programa de Renovación Urbana para la 

recuperación del sector comprendido por los barrios San Bernardo y Santa Inés y su 

área de influencia y se establecen normas específic as para algunos de los sectores 

dentro del área de Renovación Urbana” (Alcaldía Mayor de Bogotá, 1998). 

Posteriormente, se promulgan una serie de normas que establecen el marco para 

intervenir esta zona: Decreto 334 del 200, Decreto 492 del 2007 y, el más reciente, 

el Decreto 508 del 2019. 

Estos decretos se amparan en una nueva legislación de ordenamiento territorial 

surgida de la Constitución de 1991. Dentro de las disposiciones destaca la obligación 

de un Plan de Ordenamiento Territorial (POT) en cada municipio y la creación de la 

figura jurídica del Distrito Capital. Este cambio impulsó a la academia, los grupos 

sociales y el Estado para dar un giro en la planeación de la ciudad, basados en 

nuevas teorías que promovían la participación de los ciudadanos en la construcción 

de la ciudad (Salazar, 2014). 

El POT vigente durante gran parte del proceso de renovación del centro de la ciudad 

fue aprobado en el 2000 y modificado en el 2003, a través del Acuerdo 469. En 

este se estipulan una serie de operaciones estratégicas, que serán los ejes de la 

planeación de la ciudad durante, al menos, una década. El plan estratégico, 

denominado Centro histórico-Centro internacional, contiene los lineamientos de la 

renovación que tuvo, no solo el barrio Santa Inés, sino todo el centro ampliado, 

enfocado en fomentar su potencial económico y turístico. Como efecto de esto, la 

intervención en la llamada Calle del cartucho se convirtió, simbólicamente, en una 

política alrededor de la “recuperación” del centro de la ciudad y su modernización. 

El desalojo de la calle del Cartucho no fue un evento menor, pues, según la revista 

Jiménez (2003), allí vivían cerca de 10.000 personas; muchas de ellas participaron 

de los disturbios, que dejó, al menos, dos personas muertas y más de 30 heridos. 

Pese a los desmanes y la renuencia de los habitantes a irse del sector, la renovación 

y proyección del parque Tercer Milenio continuó, hasta su inauguración, en el 2004. 



Se creó, entonces, un nuevo parque metropolitano que tiene por objetivo: “dotar a la 

capital de un lugar urbano con carácter cívico, metropolitano, integrador y simbólico, 

en el cual, los bogotanos tienen la oportunidad de disfrutar de un escenario recreativo 

y saludable” (Instituto Distrital de Recreación y Deporte [IDRD], s.f.). De este objetivo 

sobresale, primero, su carácter simbólico: un lugar que en su momento fue una 

“grieta” en la ciudad, se convertía en un espacio abierto, para realizar deporte y otras 

actividades cubiertas por el manto institucional. Un segundo aspecto es el interés de 

ampliar la accesibilidad y el mobiliario deportivo para los bogotanos; de ahí su 

carácter integrador. 

Paralelo a la renovación física del barrio, a través de instituciones como la secretaría 

de Integración Social y el Instituto Distrital para la Protección de la Niñez y la 

Juventud (IDIPRON), se trabajó para atender a las personas que habitaban este 

sector, especialmente habitantes de calle, recicladores y población consumidora de 

droga. Los impactos de esta política pública son difíciles de medir; aunque logró 

reducir de forma significativa la problemática del habitante de calle, no acabó con este 

fenómeno. Esto se evidencia con la creación del llamado “Bronx” o “La Ele”, una 

versión más pequeña de la calle del Cartucho, a solo unas cuadras al norte del parque 

Tercer Milenio. 

Las nuevas disposiciones administrativas, junto con las características 

socioespaciales del Cartucho, hicieron de este un lugar ideal para intervenir. En este 

espacio intersticial, donde habitaban personas excluidas de la sociedad, la 

accesibilidad se presentaba de manera invertida. Por un lado, los actores legítimos, 

como la policía, no podían acceder, mientras que los grupos ilegales podían ocuparlo 

con tranquilidad. Así pues, la renovación del lugar expulsó a esta población, lo cual 

fomentó su dispersión hacia diferentes puntos de la ciudad: puentes o expendios de 

droga. No obstante, como sostiene un habitante de calle entrevistado: “no se puede 

echar a alguien que no tiene casa”, aludiendo al carácter flotante de esta población, 

que se desplaza constantemente. 

Muchos habitantes de calle se dispersaron por la ciudad; algunos lugares clave 

mencionados por los entrevistados son los canales de la calle sexta, entre la carrera 

30 y la avenida cuarta; los ya extintos expendios del Bronx y Cinco Huecos; así como 

los cerros orientales. Entonces, se puede afirmar que la intervención del 



sector, en particular la de El Cartucho, fragmentó la población habitante de calle 

en diferentes zonas, principalmente el centro, pero también a barrios del norte, 

occidente y sur de la capital. 

Esta dispersión no ha tenido un análisis a nivel gubernamental y, en consecuencia, 

ha deteriorado otras zonas de Bogotá, en virtud de mejorar este sector tan importante 

para el Estado colombiano. En entrevista con el exalcalde local que asumió el 

operativo de desalojo, Wilson Díaz Ortiz, este mencionó que no se había abordado 

lo que se haría una vez realizada la intervención. Además agrega: “(…) no sé pensó 

porque cualquier cosa que se hiciera era mejor que lo que había ahí; además muy 

poca gente sabía del operativo, yo me enteré cuatro días antes”. Queda claro que 

los impactos de esta medida en la ciudad no fueron una prioridad y, en ambas 

intervenciones, se trabajó con el fin de destruir estos “centros de mando del mal”, 

como los describe el exalcalde. 

Las consecuencias de este proceso han mostrado que es fundamental analizar los 

cambios en la accesibilidad a los paisajes urbanos; es inevitable que estas personas 

se trasladen a otros sectores, puesto requieren de un lugar físico para existir. El 

movimiento de estos individuos tiende a trasladar las actividades negativas, 

asociadas con el deterioro. Por otro lado, una política que prioriza el desalojo 

demuestra que su real interés no es mejorar las condiciones de sus habitantes, sino 

favorecer la valorización de áreas de la ciudad que, por sus condiciones espaciales, 

son consideras subutilizadas. Este argumento cobra fuerza cuando se analiza la 

figura 1-2, en la que se muestra el incremento del valor de los predios de esta zona 

del centro, el cual se ha multiplicado hasta diez veces en el periodo 2012- 2021. 

Veinte años después, este sector es una mezcla de lo que quedó de su pasado, como 

grieta en la ciudad, y las nuevas prácticas y actores que se han establecido allí con 

el tiempo. En esta configuración socioespacial, las economías legales e ilegales se 

entrelazan en el espacio público, lo cual hace de esta zona un lugar lleno de 

diversidad de actividades y usuarios. Sin embargo, antes de analizar el espacio 

público en sí mismo, es importante hacer un balance sobre este intento de 

valorización y renovación en el sector, con el fin de evaluar los impactos de este tipo 

de transformación. 



1.1.1 Valor del suelo 

 
En el 2021, 16 años después de la intervención, esta zona sigue siendo objeto de 

planes de renovación, como la construcción de viviendas de interés social, 

proyectadas en el barrio San Bernardo, por medio del Decreto 508 del 2019 y su 

respectivo plan parcial. No obstante, habitantes de calle y otros sectores marginados 

siguen presentes en la zona. Grupos excluidos de circuitos formales económicos 

encuentran allí un espacio accesible y con visibilidad simbólica. Por ejemplo, durante 

la cuarentena por la pandemia del COVID- 19, la diáspora indígena Embera se ubicó 

en este sitio, principalmente por no tener cómo pagar sus arriendos, pero también 

en busca de visibilidad para tener atención del Estado. 

Sumado a esto, el valor del predio, por metro cuadrado, en el sector pasó de tener 

una media de 729.166 en 2012 a 2.590.314 en el 2021 (Datos Abiertos, s.f.). El predio 

más costoso en 2012 se situó en 5.500.000, mientras que en 2021 era de 15.900.000. 

Esta triplicación en los costos está relacionada con los avances de las obras y los 

cambios que hay en el sector, así como con el fortalecimiento de zonas comerciales 

y aquellas donde se proyectan obras urbanísticas. 

La figura 1-2 muestra el valor de los predios que abarcan los barrios colindantes al 

parque Tercer Milenio. En este gráfico se observa que el incremento en la curva, que 

representa el valor del predio de menor valor, es imperceptible en comparación con 

el aumento del valor del de mayor precio y del valor promedio. Esto indica que no 

todos los predios aumentan su valor en la misma forma y que existen unos pocos 

que lo hacen más de diez veces, lo cual no se corresponde con los de menor valor 

(excluyendo los del espacio público). Esto se explica, como se expone más adelante, 

por el uso de predios con un fuerte enfoque comercial, alrededor de la carrera décima 

y la calle 13. 



Figura 1-2: valor de los predios de esta zona del centro entre 2012 y 2022 

 
Si se compara este aumento con el incremento del valor de los predios a nivel Bogotá, 

se encontrará el mismo comportamiento de los predios con mayor valor en la capital 

(figura 1-3). El aumento en el precio de los predios, durante el periodo 2013-2014, es 

un fenómeno que se refleja en el sector y el valor del suelo se ve estabilizado con 

leves alzas desde el 2014 hasta el 2019. Si se compara con otras zonas, como el 

caso de Chapinero, se identifica que el alza de precios del año 2014 se prolonga, 

ligeramente, hasta el 2015 y, desde esa fecha, hay una estabilización en los precios 

hasta el 2020. 

Figura 1-3: aumento de los 10 predios con mayor valor en Bogotá entre 2012 y 2022 

 



Esta información ayuda a perfilar el sector como una zona en crecimiento: el valor 

del suelo está en aumento y no parece haber alcanzado su tope, a diferencia de otras 

zonas que se encuentran más estables. Es posible decir que este crecimiento se 

relaciona con las políticas de renovación que ha sufrido el sector y que han permitido 

el surgimiento de los precios acorde al mercado de suelos de la capital. 

La figura 1-4 muestra la diferencia entre los valores del m2 del suelo en el sector 

estudiado para el 2020, a través del proceso de rupturas naturales para resaltar las 

diferencias entre la agrupación de los datos. Al analizar la información, es evidente 

que los predios con mayor valor son aquellos que están dedicados a actividades 

comerciales, en particular alrededor del popular barrio comercial San Victorino, entre 

la carrera décima y la calle 13. Este mapa, junto con la figura 1-2 de incremento de 

valor del suelo, permite concluir que los propietarios de los predios de uso comercial, 

que lograron conservar sus predios durante la renovación, son unos de los actores 

más favorecidos. 



Figura 1-4: diferencia en los valores del m² del suelo en el sector estudiado (2020) 
 

El panorama optimista que reflejan los números contrasta con las ambiciones que 

generaba, en su momento, la renovación del sector, pues se tenía la pretensión de 

un cambio total. Los intentos de atraer inversión privada han sido insuficientes y, tan 

solo hasta 2022, se logró que una inmobiliaria mostrará el apartamento modelo de 

un futuro conjunto de viviendas, al borde sur del parque. El paisaje de la zona muestra 

que la inversión privada ha sido mínima, ya que el área comercial sigue operando 

en las antiguas construcciones de inicios del siglo XX, con excepción del centro 

comercial mayorista VISTO, en el costado norte del parque. 

El anterior centro comercial tuvo inversión mixta y fue un proyecto simbólico, que 

representaba los esfuerzos estatales para fortalecer la vocación comercial del sector. 

Sin embargo, esto no ha sido suficiente para atraer la inversión privada y los intentos 

de generar procesos de gentrificación han sido, como mínimo, lentos. Lo 



anterior se debe, principalmente, a las condiciones del espacio público y la memoria 

o topofobia que este evoca, relacionada con un espacio intersticial. 

Pese a los cambios que ha sufrido el sector, todavía existen actores, asociados con 

el deterioro, que continúan haciendo parte del paisaje urbano; es decir, que enlazan 

las actividades económicas legales con las ilegales, como la compraventa de 

artículos robados o las economías informales. El incremento del valor del suelo se 

ha dado a la par de una reorganización del espacio público, donde han sobrevivido 

actores claves para las economías del sector; pero que han sido un lastre para la 

atracción de inversión de grandes capitales. A continuación, se hace un análisis de 

la transformación del espacio público en el marco de estos procesos de renovación y 

aumento del valor del suelo. 

 

 
1.1.2 Enlaces entre lo legal, lo informal y lo formal en el espacio público 

 

En esta zona existe una relación entre las dinámicas económicas legales, informales 

e ilegales, y muchas veces es difícil establecer los límites de una u otra. En general, 

las actividades informales e ilegales, pero también algunas legales, están vinculadas 

con actores del espacio público. La comercialización de mercancía robada, la venta 

de SPA y las ventas ambulantes son algunas de las prácticas que requieren del 

espacio público para funcionar y entran en conflicto con los objetivos de renovación 

del sector. 

Los impactos positivos de la renovación en la zona se manifiestan en los testimonios 

de las personas. Cuando se les pregunta por las épocas del Cartucho, se refleja en 

su rostro una actitud de desaprobación, seguido de respuestas como: “(…) si ahora 

con la delincuencia a la gente le da miedo venir, imagínese antes”. Igualmente, los 

entrevistados aseguran que, no solo mejoró la sensación de seguridad, sino el 

volumen de las ventas. 

Si el gremio de los comerciantes (que es mayoría) se vio beneficiado con el cambio 

de paisaje, ¿por qué no hubo un proceso articulado junto a las autoridades para 

enfrentar las actividades indeseadas en el sector? Esta pregunta es amplia y no 

pretende ser respondida en su totalidad; no obstante, existe una relación relevante 

que puede dar luces sobre este fenómeno y es la intersección entre la legalidad y la 

ilegalidad. 



Por ejemplo, en una redada en la localidad de Los Mártires, las autoridades 

encontraron 2.400 millones de pesos en autopartes robadas (Infobae, 2022); 

también, ha sido de conocimiento público que allí se compran, desbloquean y venden 

celulares robados (Semana, 2022). Hay que resaltar, entonces, el hecho de que en 

este espacio las economías ilegales se entrelazan con las legales, favoreciendo a 

sectores tan dinámicos como las telecomunicaciones o el de repuestos 

automovilísticos, entre otros. 

Las prácticas indeseadas, como la delincuencia, son condenadas públicamente por 

los habitantes del sector, ya que a nadie le interesa estar en una zona caracterizada 

por la inseguridad; pese a esto, algunos comerciantes suelen beneficiarse de las 

actividades ilícitas. Como sostiene Jacobs (1961), existe una diversidad de actores 

en el sector que favorecen el ecosistema de áreas del comercio; sin embargo, esta 

diversidad implica, muchas veces, actores en la ilegalidad. 

La venta y distribución de estupefacientes son otro renglón económico que se mueve 

entre lo legitimo y lo prohibido; en ocasiones, la legalidad funciona, tanto como 

fachada como legalización de los capitales producto de estas actividades. Estas 

prácticas requieren del espacio público y de sus actores para su cadena de negocio; 

una diversidad en la calle que involucra a compradores, vendedores, así como de 

lugares para esconder la mercancía. 

Si se examinan las actividades que se desarrollan en la zona, muchas de ellas se 

benefician de las características que brinda el sector en cuanto a las economías 

ilegales. Existe, entonces, una contradicción importante para los comerciantes del 

sector; por un lado, quisieran que la seguridad del sector mejorara y esto atrajera 

tantos clientes como se pueda. Por otro lado, con la intención de hacerse 

competitivos, han incorporado economías ilegales; por ejemplo, la compraventa de 

artículos robados o de contrabando. Dicha contradicción ha dificultado los cambios 

proyectados con la intervención del sector, pues ha mantenido a actores asociados 

al deterioro del sector. 

Esto se evidencia en la carrera décima, al respaldo del parque Tercer Milenio; pese 

a los esfuerzos gubernamentales, sigue siendo un punto de encuentro para la gente 

que habita la calle y allí resalta el comercio informal de todo tipo de 



elementos de segunda mano. El consumo de sustancias continúa siendo una práctica 

común, pero en bajas cantidades, porque la estación de policía hace patrullajes 

periódicos, de los cuales se cuidan los consumidores. Como consecuencia, la tensión 

en el ambiente se siente desde el atardecer y tomar fotografías no es sencillo a 

ninguna hora del día. 

La coexistencia de estas prácticas en el mismo circuito económico ha dado forma a 

la estructura socioespacial del espacio público; en particular, porque brinda una razón 

a personas marginales para para estar en el lugar. La relación entre lo legal e ilegal, 

en este caso, se ha configurado de tal modo que ha fomentado el acceso de actores 

relacionados con el deterioro del sector en el pasado. Estas actividades aprovechan 

las condiciones que ofrece la zona, en particular la “mano de obra” de los habitantes 

de calle y otras personas que habitan el sector. Entonces, las partes ilegales de los 

circuitos económicos suelen depender de aquellos que realizan los robos y demás 

“trabajo sucio”, que después se completa con la parte legal del circuito, la cual 

capitaliza el proceso. 

Actualmente, la ciudad limita la accesibilidad a subjetividades que se encuentran por 

fuera de los circuitos legales. El avance del mercado, como institución predominante 

en las urbes contemporáneas, hace que la variable de clase sea cada vez más 

relevante para explicar el acceso libre al espacio público de la ciudad, aunque no es 

la única. Aquellos actores ilegítimos que hacen parte de los circuitos económicos 

mantienen su presencia en la zona ya que sus actividades siguen siendo importantes 

para la economía del sector. 

En esta tensión viven cientos de personas que hacen parte de los sectores excluidos, 

especialmente los habitantes de calle. Por una parte, son presionados por 

organismos de control, como la policía o la seguridad privada, para que abandonen 

el sector, pero siguen siendo importantes para las actividades comerciales del lugar. 

Desde el punto de vista de estos sujetos, hay una presión constante que dificulta la 

reproducción de sus condiciones materiales de existencia, mientras siguen 

dependiendo de los mismos circuitos económicos. En resumen, existe una tendencia 

de dificultar el estilo de vida de aquellos que requieren del espacio público para vivir, 

al restringir su posibilidad de estar en ciertos lugares de la ciudad. 



En este contexto, la informalidad desempeña un papel clave, pues hace de bisagra 

entre lo legal e ilegal, a la vez que vitaliza a este sector comercial. Hace las veces 

de fachada para actividades ilícitas, en particular el descargue de mercancía robada 

o venta de SPA. Asimismo, existe una relación conflictiva entre el comerciante formal 

e informal, porque ambos se benefician mutuamente de la dinámica que generan en 

los sectores, a la vez que hay una disputa sobre la legitimidad de la informalidad. 

La fuerza comercial de San Victorino y sus alrededores se debe, en parte, a su 

diversidad, especialmente de clientes y mercancías. En este sentido, la formalidad y 

la informalidad contribuyen a la atracción de clientes, lo cual genera una sinergia que 

los beneficia mutuamente. Los conflictos entre comerciantes formales e informales 

son pocos, pues ambos coexisten sin mayor problema. Esa dinámica, junto a la gran 

cantidad de transeúntes son las fortalezas de este lugar; la recordación de marca de 

este sitio se debe a su espacio público concurrido, así como a la variedad de 

productos y buen precio. 

No obstante, la informalidad en el corredor de la carrera décima, entre calle sexta y 

décima, muestra cómo este fenómeno genera una sinergia con otras actividades, en 

este caso la venta de SPA. En una charla con un policía del lugar, este afirma: “aquí 

venden es basura; se vende todo menos esas pendejadas [mercancía]”, haciendo 

referencia a que se comercia otro tipo de mercadería. Pese a esto, la informalidad en 

el espacio público de sectores comerciales suele impactar positivamente, atrayendo 

población y generando una sensación de seguridad. Entonces, potencia la diversidad 

en los espacios y se adapta a las dinámicas sectoriales; ya sea para vender dulces, 

tintos o cigarrillos para los transeúntes, o un producto diverso en una zona de venta 

al por mayor. 

En síntesis, hay una relación significativa entre las actividades formales/legales y las 

ilegales, puesto que las dos se mezclan y superponen. En este sector, el espacio 

público es parte fundamental de la articulación de estas actividades, porque se 

relacionan con las prácticas ilegales que se efectúan. El ejemplo más claro de esto 

es la compraventa de artículos robados. Incluso si los robos no tienen lugar en la 

zona, las personas que realizan estas acciones delictivas suelen visitar el sector y 

darle vida. 



La informalidad, por otro lado, fomenta la economía y promueve el sector como eje 

comercial, pero, a su vez, mimetiza las actividades ilícitas. Asimismo, la diversidad es 

fuente de conflicto, pues es origen de sus fortalezas y debilidades. Es decir, la 

pluralidad de actores y acciones hace fuerte su atractivo comercial, aunque ha sido, 

también, un lastre para la política que busca incentivar la inversión privada en la 

renovación física del sector. 

Vale la pena cuestionar si veinte años de inversión pública se han enfocado 

correctamente, ya que las condiciones sociales del espacio siguen siendo contrarias 

a las políticas públicas. El llamado debe ser a enfocar los procesos de renovación 

hacia la vocación de los espacios, sin imponer los criterios técnicos para su uso. En 

este sentido, resuenan las palabras del exalcalde local de Los mártires, quien señala 

que no había un plan tras la intervención y se pensaba que cualquier cosa iba a ser 

mejor. 

1.1.3 El espacio público en el sector habitacional 

 
El sector habitacional renovado se concentra, principalmente, en las zonas cercanas 

al centro administrativo, en particular los barrios Santa Bárbara, San Bernardo y 

Santa Inés, que colindan con el parque Tercer Milenio. El espacio público de las zonas 

residenciales renovadas es de mayor calidad, teniendo en cuenta características 

como la comodidad de las aceras, los espacios verdes y la dotación diferencial (lozas 

dúctiles, rampas, etc.). De igual modo, sobresale la calidad de los espacios diseñados 

por el arquitecto Rogelio Salmona, si se comparan con la dotación de los edificios de 

San Bernardo, cuyas zonas comunes están dentro de los conjuntos y la oferta de 

espacio público recae sobre el parque Tercer Milenio. 

A través de la observación, se identifica que los espacios públicos renovados son 

usados frecuentemente por la comunidad, en especial aquellos con dotación de 

gimnasio o juegos infantiles. El tema de los “parques de bolsillo” es un tema 

recurrente en la ciudad desde la Ley 388 de 1997, así como sus modificaciones en 

la Ley 1796 de 2016 y el Decreto 1203 del 2017. Entonces, la licencia de construcción 

de proyectos de vivienda está supeditada a “entregar y dotar las áreas públicas objeto 

de cesión gratuita con destino a vías locales, equipamientos colectivos y espacio 

público” (Presidencia de la República, 2017). Este tipo de parques, con uso reducido, 

en particular en horarios de ausencia de los habitantes, 



se multiplicaron en sectores con fuertes procesos de urbanización. Este no es el caso 

de los parques de bolsillo del centro-sur de la ciudad, donde la reducida oferta, 

enfocada en zonas renovadas, atrae público de zonas aledañas. 

Las observaciones hechas permiten destacar dos aspectos. Primero, un número 

importante de personas que utilizan el parque no vive en los sectores renovados; en 

su mayoría son ciudadanos que se movilizan desde barrios cercanos, cuya oferta de 

espacio público de calidad es insuficiente o inexistente. Esto da luces sobre el relativo 

éxito que han tenido estos espacios de las zonas renovadas del centro-sur de Bogotá. 

Dicho fenómeno ocurre porque los habitantes de barrios populares, ante la falta de 

estas áreas y su necesidad, buscan estos espacios en otros barrios. Jacobs (1961) 

sostiene que el éxito de un espacio público radica en su popularidad y la diversidad 

de actores que lo ocupan, por lo cual subraya la importancia de incrementar su 

participación en diferentes franjas horarias. Lo anterior ocurre en estos parques: la 

ausencia de oferta en sectores aledaños fomenta la llegada de nuevos usuarios al 

sector. 

Esto recuerda la relevancia de edificaciones viejas, ya que promueven la diversidad 

en los barrios y mantienen los precios de los arriendos estables para aquellas 

personas que no pueden pagar vivienda nueva (Jacobs, 1961, p. 187). En este caso, 

la ausencia de dotación en sectores antiguos promueve, indirectamente, el 

desplazamiento y el uso de dotación en zonas renovadas. Al estar las zonas 

renovadas y antiguas en un área transitable, se genera cierta diversidad en la 

circulación de personas de un sector a otro, en busca de bienes y servicios. El caso 

opuesto es el tránsito de personas hacia las zonas antiguas del sector, como Las 

Cruces, para acceder a bienes con un precio menor. 

Además, los parques públicos en el centro-sur (tanto metropolitanos como de bolsillo) 

tienen la ventaja de que a su alrededor se encuentra una variada oferta, propia de 

las dinámicas del centro de la ciudad (institucional, comercial, cultural, financiera, 

etc.), lo que atrae a potenciales nuevos usuarios . Lo anterior, junto con la llegada de 

ciudadanos de los barrios con poca oferta del sector, justifica la existencia estos 

espacios públicos en el centro de la ciudad. 

Sin embargo, la dotación de parques y de espacio público, así como su demanda en 

el sector, está sujeta a contradicciones propias del territorio, principalmente por 



los actores que lo usufructúan. Esto dificulta promover el uso del mobiliario público, a 

la vez que se generan procesos de control y expulsión de la población marginal que 

tradicionalmente ha habitado el sector. Lo anterior se agudiza frente a grupos 

estigmatizados, como los jóvenes de clases populares, sobre los cuales suelen 

recaer juicios de valor. 

A continuación, se abordan las contradicciones referentes al uso y acceso al espacio 

público; específicamente, se trata el dilema entre excluir a actores y actividades 

indeseadas del espacio público y, al mismo tiempo, promover su uso entre la 

ciudadanía. Esto se hará analizando dos tipos de barreras de acceso: una material y 

otra simbólica. 

 

1.2 Lo material y lo simbólico en el acceso al espacio público 

 
Actualmente, existen diversas estrategias, de tipo simbólico y material, para controlar 

el acceso al espacio público, que también permiten vigilar la zona. Antes, es 

importante resaltar que los elementos materiales suelen tener aspectos simbólicos y 

viceversa; en la práctica son indivisibles; sin embargo, analíticamente se puede hacer 

una distinción y comprender diferentes formas de configurar el acceso al espacio 

público. 

En el aspecto material, los cerramientos y la arquitectura hostil son estrategias que 

impactan en el control del espacio público. Para limitar las actividades indeseadas, 

comúnmente las soluciones han sido el uso de rejas, barrotes, púas u otros 

elementos. Este tipo de medidas buscan evitar que las personas ingresen y hagan 

un uso cómodo de los espacios; son construcciones en el espacio que controlan 

actividades concretas: entrar a un espacio, dormir en una banca o sentarse en debajo 

de un techo en la calle. 

De igual manera, las cámaras y los circuitos privados de vigilancia también son 

elementos de carácter material, que implican la inclusión de objetos en el espacio, 

los cuales facilitan el control a las instituciones competentes. Este tipo de artefactos 

graban material probatorio de actividades ilícitas y, en consecuencia, limitan el 

acceso a aquellas personas que intentan perpetrar actividades ilícitas en el espacio 

público. Las rejas tienen un impacto simbólico importante, pues, aunque son fáciles 

de burlar, su eficiencia radica en un mensaje de no acceso para ciertos actores. Tal 



como manifiesta un habitante de calle: “uno ve unas rejas y mejor se queda por fuera, 

porque lo van a sacar”. Esto evidencia cómo se entrelaza lo material y lo simbólico 

en este tipo de medidas. 

Así pues, afuera de la reja, en sus márgenes, están los usuarios que no son 

bienvenidos. En el caso del parque Tercer Milenio, dentro del cerramiento, no se 

observan habitantes de calle, vendedores informales o consumidores; no obstante, 

estas poblaciones se reúnen en sus límites físicos, en particular, en las sillas afuera 

del parque, en la carrera 14 y la carrera decima. Algo similar sucede en el Parque 

Renacimiento, donde hay grandes grupos de habitantes de calle en las sillas 

ubicadas sobre la calle 26, tras las rejas. 

Por otra parte, la seguridad, pública o privada, es un elemento material que regula 

la ocupación del espacio público; a partir de una interacción concreta y según el 

criterio del vigilante o policía, se decide si se expulsa o no a un individuo. Entonces, 

en el juicio de un individuo recae la decisión de acceso, o no, a los espacios públicos. 

Cuando se indaga con los vigilantes quién es sospechoso o en qué momento se 

requiere “actuar”, la mayoría de las respuestas son vagas; pero, al preguntar en 

detalle los elementos que más determinan si alguien es sospechoso, se menciona su 

manera de vestir y actuar. 

Esto implica que el sentido común del guarda establece quién debe ser retirado del 

lugar; esto aplica también para la policía y los habitantes del sector: a través de su 

“sentido común”, alimentado, en algunos casos, por entrenamiento institucional, se 

decide qué personas acceden o no al espacio público. La formación de quienes 

ejercen el poder en las calles es limitada, por lo cual estos actores toman decisiones 

basadas en sus criterios personales, aprendidos en su socialización primaria y 

secundaria. 

Por esta razón, aunque existen criterios urbanísticos o políticos, el juicio sobre la 

accesibilidad está en manos de individuos que ejercen el poder, muchas veces sin 

una formación que respete los derechos de toda la población. Esto resalta la 

importancia de las interacciones cara a cara, en las que los juicios estéticos, basados 

en percepciones personales, determinan, en la práctica, quiénes acceden al espacio 

público. 



En otras palabras, según la manera de portar el cuerpo y el habitus (Bourdieu, 1984), 

los individuos en posición de poder deciden quién accede a la ciudad. Un ejemplo de 

esto son los jóvenes de sectores populares, principalmente hombres; estéticamente 

ellos se asocian con la delincuencia o el consumo de SPA. En este sentido, el control 

se enfoca en grupos como los skaters, malabaristas o raperos, pues sobre ellos 

recaen estigmas sociales, asociados con actividades indeseadas en el espacio 

público. 

Otro ejemplo son las trabajadoras sexuales, en particular las pertenecientes a la 

comunidad LGBTIQ+. Estas personas sufren exclusión de modo permanente por su 

manera de llevar el cuerpo, la cual sobresale y es fácilmente identificable, tanto por 

la policía como por la vigilancia privada. De ahí que se presente una tensión entre 

la legislación y su materialización en los territorios, porque es en las interacciones 

cara a cara donde se hace manifiesta la exclusión. 

Al preguntarle a los habitantes de calle qué es lo más difícil de vivir en estos espacios, 

la mayoría responde que es el desprecio de la gente y sentirse invisibles. Este 

elemento, de corte simbólico, es fundamental, porque cada paisaje tiene sus niveles 

de tolerancia frente a esta población y se expresa en la calidad de las interacciones, 

que puede llegar al maltrato, dependiendo del lugar en la ciudad. Así, la interacción 

con habitantes de calle es menos violenta en el parque Tercer Milenio, donde el 

paisaje muestra un nivel de tolerancia mayor frente al caso, por ejemplo, del sector 

de Chapinero. 

Este análisis también se puede extrapolar a las juventudes, en especial las populares. 

La estigmatización y el temor hacia los jóvenes es un fenómeno común en América 

Latina (Di Napoli, 2016); por ejemplo, las maras, organizaciones criminales que 

operan en países de Centroamérica y el estado de excepción en El Salvador; en este 

país la estética pandillera se mezcla con la estética juvenil, razón por la cual cientos 

de jóvenes son capturados y tratados como mareros por el simple hecho de vestirse 

como tal. Esta estigmatización y sospecha constituye una proyección simbólica de 

características que, no necesariamente, se corresponden con la realidad. 

Los procesos de renovación y deterioro se caracterizan por agudizar o relajar las 

barreras materiales y simbólicas de acceso al espacio público. El parque Tercer 



Milenio muestra cómo la renovación urbana puede agudizar las barreras de acceso 

para algunos grupos de la población mientras facilita el acceso a otros. 

Específicamente, se ha intentado generar barreras de acceso a la población marginal 

del centro, lo cual agudiza el control del espacio a través de elementos materiales y 

simbólicos. 

En síntesis, la renovación y el interés de desplazar a personas relacionadas con el 

deterioro del espacio, es una tensión que se da en los circuitos económicos que, 

igualmente, continúan requiriendo de estos actores. En consecuencia, esto impide a 

los grupos marginales cometer delitos, lo cual es positivo en la medida que dificulta 

la realización de actividades ilícitas como el robo; pero también implica una barrera, 

cada vez mayor, de acceso a personas sobre las cuales recaen estigmas sociales. 

 

1.3 La muerte del espacio público 

 
Como se mencionó en el marco teórico, la ampliación de la vigilancia privada, el 

posicionamiento de los centros comerciales, como los nuevos “lugares públicos”, y el 

uso del espacio público para usufructo privado, son algunos de los fenómenos que 

han llamado la atención sobre el cambio que está sufriendo el concepto de espacio 

público en el modelo económico actual. 

Autores como García (2004) sostienen que el espacio público está experimentando 

una crisis en el marco del gobierno neoliberal y subraya algunos aspectos como: 

privatización, fragmentación, especialización, redundancia y homogenización de los 

espacios, nuevos hábitos urbanos o la generalización de diseños minimalistas (p. 

209). Sin embargo, antes de afirmar que actualmente el espacio público es más 

“privado”, en comparación con otra época en la que primaba el papel del Estado, es 

importante analizar su accesibilidad de manera diferencial, teniendo en cuenta a los 

actores y los diferentes paisajes urbanos. 

Un aspecto que pone en duda la privatización del espacio público es el análisis de la 

variable de género, es decir, la diferencia de accesibilidad a este espacio por parte 

de hombres, mujeres y otras sexualidades. Para las mujeres, en la mayoría de los 

casos, la vigilancia privada o pública representa un incremento en la sensación de 

seguridad (aunque esto no aplica igual para mujeres en condición de calle u 



otras situaciones de vulnerabilidad). En este sentido, existe mayor accesibilidad para 

las mujeres en los espacios públicos con vigilancia. Esta reflexión surge de las 

entrevistas con mujeres, las cuales señalan que, aunque el celador “siga siendo 

hombre”, la sensación de inseguridad es menor en estos lugares, sin que eso 

signifique un cambio radical.2 

A partir de lo planteado, surge la pregunta de si ahora el espacio público tiene mayor 

acceso para las mujeres que hace 30 años o más, cuando no había comenzado la 

llamada privatización de este espacio. Cuando se hace un balance de las 

experiencias recogidas para esta investigación, la respuesta puede ser positiva, lo 

cual contribuye a problematizar los análisis que afirman que el espacio público está 

siendo privatizado 

Por ejemplo, en el caso del parque Tercer Milenio, tres de las mujeres entrevistadas 

mencionan que se sienten más seguras con el cerramiento y la vigilancia privada, la 

cual es la que más confianza les transmite. Otro ejemplo, son los pasos peatonales, 

como los ubicados en la 12 con décima, donde la sensación de protección de las 

mujeres parece ser mejor, según las entrevistas. Cabe resaltar que esto se refiere a 

otras formas de espacio público, porque el temor al acoso o a la violencia sexual 

sigue presente. Lo anterior no implica que estas nuevas formas de control y vigilancia 

no estén exentas de violencias patriarcales o racistas. Las personas que integran 

estos esquemas de seguridad reproducen prácticas que perpetúan que las violencias 

basadas en género. 

Por otro lado, la vigilancia representa para otros sujetos, como el habitante de calle, 

una reducción significativa en su acceso al espacio público; esto se manifiesta en 

condiciones como no poder dormir en el lugar, reciclar o consumir en dichos 

espacios. Este argumento invita a pensar el acceso al espacio público como un juego 

de suma cero; es decir, un sistema en el que no todos los participantes pueden ganar: 

para promover el acceso de determinados actores se debe desincentivar el acceso 

de otros. 

El paisaje de los parques urbanos, analizado en esta investigación, es un ejemplo de 

lo anterior; la instalación de dotación deportiva, el aumento de la vigilancia y la 

 

2 Una entrevistada manifiesta que se siente más segura en espacios públicos con vigilancia, aunque 
esto no sea garantía de ausencia de violencia, pues el vigilante también puede ser un agresor en 
un contexto donde este tenga poder. 



cantidad de usuarios fomenta el acceso al espacio público entre los ciudadanos de 

barrios del centro, especialmente habitantes del sector; sin embargo, para promover 

dicho uso se deben atacar actividades penalizadas o criminalizadas, que hacen parte 

de la forma de vida de muchos habitantes de la ciudad, lo cual reduc e 

sustancialmente su accesibilidad. 

En este sentido, las personas más pobres suelen ser excluidas de los espacios 

públicos, en particular quienes dependen de este para sobrevivir y que, en su cuerpo 

o su manera de vestir, demuestran su posición social. Previamente se mencionó que 

los responsables de la vigilancia toman decisiones a partir de las subjetividades, es 

decir, aquellas marcas que cada individuo lleva en su cuerpo y dan cuenta de su 

origen social: el tipo de ropa, la limpieza de esta, la higiene personal o la forma de 

hablar y comportarse. 

Lo anterior indica que el acceso al espacio público urbano es determinado, en buena 

medida, por el lugar que se ocupa en el mapa social, teniendo en cuenta variables 

como el género, la raza o la clase social. El habitus (Bourdieu, 1984) de cada persona 

es clave para pensar su accesibilidad; quien cumple ciertos estándares de 

comportamiento puede entrar al espacio público, así no ocupe cierto lugar en la 

jerarquía social. 

Por consiguiente, en las zonas comerciales informales el anonimato dificulta el 

control, lo cual hace que la accesibilidad a los sectores marginados sea mayor, 

teniendo en cuenta que allí también hay actividades económicas ilegales. Habitantes 

de calle, personas dedicadas a actividades ilícitas y, en general cualquier tipo de 

subjetividad marginal, tiene acceso a esta zona, por lo que, para algunos ciudadanos, 

este en un sector inseguro, en especial por temas de robo sin violencia. 

Por otro lado, los espacios públicos de los sectores con predominancia de vivienda 

tienen características según el tipo barrio. Las Cruces y San Bernardo constituyen 

barrios con fachadas y calles deterioradas, donde son comunes los puntos de 

reciclaje. Por consiguiente, el paisaje de estos barrios los hace poco atractivos para 

personas que no pertenecen a estos grupos sociales; esto se confirma al analizar la 

referencia de precios del suelo: se evidencia el poco interés de mercado que hay 

sobre estos barrios si se les compara con zonas renovadas, como Santa Bárbara o 



la Candelaria. Es decir, en áreas donde la accesibilidad se ve reducida para otro tipo 

de subjetividades, los recicladores, habitantes de calle y otros grupos se sienten 

cómodos; a su vez, para otro sector de la población se trata de barrios donde se debe 

tener cuidado. 

El cambio radical de paisaje entre zonas renovadas y sin renovar denota, en parte, 

la diferencia en el acceso a la ciudad. Este cambio atrae a los usuarios que, por 

diferentes razones, no suplen sus necesidades de espacio público en su barrio; o 

que, simplemente, prefieren utilizar zonas de la ciudad donde se promueva su 

accesibilidad y no la de otros sectores que se consideran negativos o peligrosos. 

El sector analizado da cuenta de que el espacio público no está disminuyendo ni, 

necesariamente, se está privatizando; lo que se encuentra es una reconfiguración en 

su acceso. Cientos de jóvenes hallaron dotación deportiva de calidad en el parque 

Metropolitano y se permitió la movilidad de miles de bogotanos diariamente por el 

sector, lo que lo hace un espacio lleno de vida. El problema radica en las 

consecuencias no buscadas de esta renovación: sobre todo la agudización de 

problemáticas entre sectores vulnerables y las consecuencias para otros barrios de 

la ciudad. 

Aunque en Colombia y Bogotá existe una política de espacio público3, su aplicación 

no está siendo analizada con la profundidad que requiere, pues no se tienen en 

cuenta los impactos negativos que puede generar una intervención en otros barrios 

o sectores de la ciudad. De ese modo, pese a lo que dicta explícitamente la ley, la 

política pública promueve, en la práctica, la renovación urbana cuando permite la 

acumulación de capital, sin detenerse a analizar los cambios que puedan darse en 

otros paisajes urbanos. 

 

 

2. Segundo caso. Chapinero y parque “Los hippies” José 

Antonio Sucre: el cambio de un barrio deprimido 

El segundo espacio que se aborda en este documento es el, popularmente llamado, 

parque de los hippies y el sector de Chapinero central. El objetivo de este capítulo  

es analizar cómo las transformaciones de este sector impactan en el 

 

3 Política distrital de espacio público 2019-2038. 



acceso al espacio público de diversos actores. Se trata de un caso similar al del 

Tercer Milenio, en el sentido de que se renueva una “grieta” urbana; sin embargo, 

este caso presenta unas particularidades interesantes. 

A continuación, se presenta una reseña histórica y las transformaciones que ha 

tenido el sector. Es importante retomar su historia, ya que este lugar ha tenido olas 

previas de inversión y deterioro, lo cual ha contribuido a su actual configuración 

socioespacial. Por último, se abordan los cambios que está sufriendo el espacio 

público de esta zona. 

2.1 Contexto histórico 
 

El parque José Antonio Sucre, conocido como el parque de los hippies, se ubica entre 

las calles 60 y 58 y las carreras 7.ª y 9.ª (figura 2-1). Junto con la plaza de la Basílica 

menor Nuestra señora de Lourdes, constituye casi la totalidad de la dotación de 

espacio público del barrio Chapinero Central. 

Chapinero constituye el primer barrio satélite de Bogotá, ciudad que, a principios del 

siglo XX, no había crecido de manera proporcional con la población. El hacinamiento 

que existía, junto con la creación de importantes obras de infraestructura, como el 

tranvía de tracción animal en 1892 o el tranvía eléctrico en 1910, promovió la 

urbanización de esta zona periférica. En general, consistía en grandes quintas y 

fincas, en su mayoría de órdenes religiosas, que se fueron fragmentando y vendiendo 

por lotes para urbanizar (Camacho, 2009). 



Figura 2-1: área de estudio segundo caso 
 

 
El barrio Chapinero, nombre que se le dio en honor a un famoso zapatero que 

confeccionaba chapines, comenzó a experimentar fuertes cambios, como la 

construcción de casonas y el loteo de haciendas. La iglesia de Lourdes, construida 

desde 1875, se inauguró en 1904, en medio de un barrio poco denso, de grandes 

fincas y con un proceso de parcelación incipiente. Cabe resaltar que para el 1931 “las 

estadísticas, especialmente las de mortalidad y las del mercado, los números que se 

presentan para Chapinero son considerablemente menores a los de otros barrios” 

(Camacho, 2009). Esto indica que la migración de clases medias y altas a este nuevo 

barrio comenzó antes del Bogotazo. 

Los eventos ocurridos el 9 de abril de 1948 marcan un antes y un después en la 

historia urbana de Bogotá. Con la destrucción de una parte de la ciudad a causa de 

los disturbios, se inició un declive rápido del centro histórico, lo cual propició las 

condiciones para que Chapinero se consolidara como un sector atractivo para 

sectores de altos ingresos. Así, en la segunda mitad del siglo XX, se aceleró la 

parcelación y urbanización de vivienda, aprovechando importantes obras de 

infraestructura, que habían sido desarrolladas en los cincuenta años anteriores, 



como la Avenida Caracas, la Avenida Carrera 13 y el tranvía eléctrico. El uso del 

suelo no fue únicamente residencial, ya que, aprovechando las vías e infraestructura 

que tenía el sector, la actividad comercial en estas calles siempre ha representado un 

papel importante, incluso hasta la actualidad. 

Respecto al espacio público, en Chapinero central sobresalen dos espacios icónicos: 

la iglesia de Lourdes con su plaza, así como el parque José Antonio Sucre. Durante 

las décadas de 1960 y 1970, el parque empezó a ser objeto de un inusual uso: la 

comunidad de jóvenes, denominados hippies, utilizaba el lugar para congregarse, 

realizar eventos y, en general, dar lugar a la vida social propia de la época. Aunque 

eran comunes las redadas policíacas (Secretaría de Cultura de Bogotá, 2017), hubo 

cierto nivel de tolerancia y este lugar fue rebautizado como parque de los hippies, 

nombre que conserva hasta hoy en el argot popular. 

La población de este barrio contaba con gran capital económico y cultural, lo cual 

contribuyó a que las ideologías de la juventud a nivel mundial, como lo fue el 

movimiento contracultural de los sesenta, llegara a los adolescentes de este sector. 

El acceso a los flujos globales de información permitió a los jóvenes del sector 

adoptar prácticas del movimiento hippie, lo que, en buena medida, moldeó la 

identidad espacial de este parque. 

Como sostiene Mitchel (2003), en cada ciudad existen disputas para identificar lo que 

es deseable o indeseable para su espacio público. En este caso, no es claro qué 

generó la consolidación de este espacio público como referente para la juventud y la 

contracultura de los sesenta; lo que sí se sabe es que esta asociación sobrevivió y 

desempeñó un papel clave en los cambios que vendrían para el sector en las décadas 

posteriores. 

 

2.2 El deterioro del sector y sus implicaciones sociales. 
 

Desde finales de 1980 hasta inicios del siglo XXI, el sector de Chapinero central sufrió 

un proceso de deterioro. Con mayor o menor influencia de este parque, el barrio 

Chapinero central se transformó cuando grupos de alto capital cultural abandonaron 

el sector. Varios factores, como el boom suburbano al norte de la ciudad, el 

progresivo afianzamiento del uso comercial del suelo y la llegada de actividades de 

entretenimiento y de vida nocturna, hicieron que las clases medias y 



educadas se marcharan a otras zonas. El paisaje de las calles aún da cuenta del 

deterioro de finales del siglo XX; todavía, entre edificios renovados, se encuentran 

algunas edificaciones antiguas deterioradas, abandonadas o en subutilización; 

algunos en la avenida Caracas y, en mayor medida, en la carrera 13, donde se dieron 

otras olas de construcción. 

 
Figura 2-2: vista de una de las calles de la carrera 13 por medio de Google Street View 

 
El deterioro del sector atrajo una serie de actividades y se configuró como una zona 

de tolerancia. Lo anterior se evidencia en un estudio de 1991 de la Cámara de 

Comercio, el cual determinó que “en esa zona de la ciudad, existen 3.480 mujeres 

que ejercen la prostitución (de las cuales hay 63 niñas), distribuidas en 186 sitios: un 

promedio de 18,7 personas por establecimiento” (Cámara de Comercio de Bogotá, 

1992). 

En el artículo titulado “Geografía de la diversidad: Chapinero (UPZ 99) como distrito 

LGBT de Bogotá”, Luna (2011) afirma que este fue un espacio donde la población 

LGBTIQ+ se asentó: “(s)e trata de espacios que (…) mantenían dinámicas orientadas 

hacia la ilegalidad y al “deterioro” de la ciudadanía en términos de lo que es la 

concepción de ciudadanía de la época, de carácter tradicionalista y conservadora” 

(p.3). 

La concentración de población LGBT en este deteriorado sector se dio por el 



estigma social, lo que la obligaba a buscar espacios donde no fueran juzgados por el 

pensamiento tradicional de la época. Este es un ejemplo de cómo en una grieta se 

ubican actores y relaciones legítimas, las cuales, por ser ilegales o inmorales, deben 

ser ocultadas. Así, en los espacios intersticiales los actores se refugian de la 

discriminación estructural. Para el caso de la población LGBT, este sector permitía 

salir a la calle, tener vida nocturna, sin la presión de las autoridades y con cierta 

tolerancia por parte de los habitantes del sector. 

Lo anterior no sugiere que este espacio estuviera libre de violencia. Por ejemplo, un 

habitante LGBT del sector, quien lleva viviendo más de 20 años allí, resalta que este 

barrio era todo menos seguro. Según él, su principal atractivo era estar lejos de sus 

familiares, en un lugar de la ciudad donde no había tanta vigilancia ni presión policial. 

Sin embargo, describe la década de los 2000 como violenta y con muchos riesgos en 

la calle, por efecto de otros actores que hacían parte del “ecosistema” que se había 

formado en el sector. 

Entonces, el espacio público desempeñó un rol clave en estas dinámicas de 

deterioro, ya que allí se afianzaron dos polos de consumo de SPA: Lourdes y los 

hippies. Además, los bares y prostíbulos, legales y clandestinos, ubicados sobre las 

avenidas Caracas y 13 (más cerca a Lourdes que a hippies), generaron unas 

condiciones que agudización la problemática. En primer lugar, porque en estos 

espacios se captaba el público para estos negocios y, en segundo lugar, puesto que 

actividades, como la venta de ciertos tipos de SPA, se realizan en los espacios 

públicos. 

Es importante mencionar que en 2006 el alcalde de la capital, Luis Eduardo Garzón, 

nombró esta localidad como LGBT, por la alta presencia de esta comunidad en este 

sector. Para estos años, había un interés en intervenir el sector, por lo que, 

institucionalmente, se comenzó a reconocer los derechos de esta población, para 

enfocarse en perseguir delitos que se acentuaban en el lugar, como prostitución de 

menores o la trata de personas. 

Aun con la inauguración de un CAI de policía, el parque de los hippies siguió siendo 

un punto de congregación para los jóvenes, así como para la venta y consumo de 

drogas. En un artículo los residentes afirmaban que el cambio había sido muy 

mínimo: “No decimos que no haya cambio, es un poco más seguro, sin embargo, 



muchas veces vemos que se vende droga, que se reúnen para pelear o para salir a 

formar problemas y los del CAI ignoran por completo la situación” (Pérez, 2015, p.1). 

En otro fragmento, un habitante del sector manifiesta lo siguiente: 

Este espacio de Chapinero no es del todo seguro, para nadie es un secreto que en 

esta zona funcionan diferentes bares gais, que no son realmente una molestia para 

nosotros, pero si se conjuga con el parque y los que lo visitan, vemos un desfile de travestis, 

drogadictos y hasta cabezas rapadas que forman conf lictos podría decirse que 

diariamente”. (Pérez, 2015 p.1). 

En 2015, cuando este artículo fue escrito, ya había comenzado un proceso de 

renovación en el sector. Una de las banderas fue la construcción de un CAI en el 

parque de los hippies, el cual no fue un garante de un cambio en la zona. 

 
2.3 Los procesos vigentes en el sector 

 
Como se dijo en la introducción, la Constitución de 1991 impulsó la gestión territorial 

en Colombia, lo cual permitió la creación de una serie de herramientas y figuras 

territoriales que serán claves en la historia urbanística del sector. Dicho proceso se 

consolidó con el POT del 2002 (corregido en 2004), que contemplaba a este sector 

dentro del plan estratégico “centro histórico-centro internacional” (que también incluía 

el área del Tercer Milenio). Lo anterior se materializó a través del Decreto 468 del 

2006, que estableció los lineamientos urbanísticos para fomentar la renovación, en 

el marco de la nueva estructura territorial. A su vez, esto promovió la construcción 

de vivienda al oriente de la carrera 13 y el uso comercial al occidente de dicha 

avenida, hasta la Caracas. 

 

La renovación se hizo de forma individual: las constructoras abanderaron este 

proceso desde la segunda década del siglo XXI. El sector fue objeto de una 

transformación predio a predio, que aún en la actualidad está en marcha, y se hizo a 

la par de la cimentación de infraestructura educativa, viviendas y oferta comercial4. 

Este cambio ha generado un fenómeno de elitización del sector, particularmente con 

la construcción de vivienda. 

Teniendo en cuenta que Bogotá es una ciudad extendida, con poca construcción en 

altura, se podría discutir si Chapinero central tiene características de los centros 

 

4 Por ejemplo, la construcción del Gran Politécnico en la calle 61 o la Universidad Católica. 



urbanos. Esto es importante porque el fenómeno descrito para este barrio tiene 

similitudes con otros casos de gentrificación. Según Smith (2005), existe un aumento 

en la renta, antes y después de la renovación, pues el deterioro del sector permite 

que se compre a precios bajos y se venda o arriende a precios altos. El valor en 

Chapinero Central se equipara con el de Chapinero Alto, aun cuando componía lo 

que se llamaba Chapinero bajo, el cual se caracterizaba por sus precios bajos. Desde 

el punto de vista de Ley (1996), la gentrificac ión del sector se vio impulsada por 

factores culturales, como la consolidación de la población LGBTI o el ambiente de 

fiesta, lo cual genera unas condiciones que hacen apetecible el sector y, por tanto, 

incrementan la demanda de estos inmuebles. 

 

Este sector tiene facilidad de acceso al centro histórico y al centro administrativo, lo 

cual lo hace llamativo en una ciudad donde los tiempos de desplazamiento son 

largos5. Asimismo, este barrio ha mantenido cierto nivel de oferta cultural y de ocio, 

como teatros, cafés o bares. Por esto, no es de extrañar que allí se den procesos 

de gentrificación, como se ha visto en barrios culturales alrededor del mundo; Soho 

es un caso emblemático (Shkuda, 2016). A continuación, se describen dos elementos 

importantes de la elitización del sector. Primero, el comportamiento del valor del suelo 

durante los últimos años; y, segundo, se habla del componente de atracción, desde 

una perspectiva cualitativa. 

2.3.1 Valor del suelo 

 

La localidad de Chapinero está atravesada por dos vías principales y una secundaria. 

La carrera séptima divide Chapinero alto de Chapinero bajo; la avenida Caracas es 

el límite occidental de la localidad; y la carrera 13 es la vía secundaria que atraviesa 

la localidad por su centro. Chapinero alto se ha caracterizado como un sector con 

viviendas de alto valor y la carrera séptima sirvió para separar el barrio de menor valor 

(Chapinero Bajo) del barrio más costoso (Chapinero alto). Tal como se ve en el figura 

2-36, el mayor valor del suelo se encuentra en la carrera arriba de 

 

5 Según DNP, el promedio por desplazamiento en automóvil en Bogotá es de 52 minutos (Alcaldía 

de Bogotá, 2019; Alcaldía de Bogotá, 2019). 
6 Este mapa usa la información brindada por Datos Abiertos Bogotá sobre el valor del m² promed io 
de las manzanas en la ciudad, entre 2012 y 2022. Se construyó utilizando los intervalos naturales 

como método de clasificación, excluyendo predios con valor de m² de 0, los cuales corresponden a 

espacio público. 



la carrera séptima; si se disminuyera la escala, se vería que la mayor concentración 

de valor se encuentra al oriente de la carrera séptima, después de la calle 72. 

 
Figura 2-3: valor del m² en la localidad de Chapinero 



Figura 2-4: valor de referencia del m² en la localidad de Chapinero en 2020 

 

 

 

Figura  2-4:  valor  de  referencia  del  m²  en  la  localidad de Chapinero en 2020 

 



Teniendo en cuenta que después de la calle 72 es difícil crecer al norte, por el 

incremento el valor del suelo, Chapinero norte y centro pueden ser barrios de 

expansión de este apetecido sector para vivienda. Como se observa, el valor 

aumenta hacia el norte, la calle 100 y la calle 92, entre autopista norte y carrera 

séptima, mientras que, al sur de la localidad, los valores disminuyen. 

Así, los barrios deteriorados alrededor de esta zona permiten la compra de predios a 

un precio inferior al de su potencial valor de cambio, por lo que el margen de ganancia 

atrae a las constructoras. Esto se corresponde con la idea de rent gap de Smith 

(2005), la cual describe una disparidad entre el ingreso de la renta de un inmueble y 

el precio que este puede alcanzar. Como se explica más adelante, la compra de 

vivienda en la localidad de Chapinero está influida por una serie de factores, entre 

los que se destaca la cercanía a los clústeres de trabajo de la calle 100; esto confluye 

con los intereses de las constructoras de adquirir y renovar predios. 

Figura 2-5: Comparación del valor de predios en Chapinero 
 

En la figura 2-5 se puede comparar el crecimiento promedio de los diez predios con 

mayor valor, comparado con la media del resto en el sector7. Como se observa, 

mientras que los de mayor valor detienen su crecimiento en 2015, la media no se 
 

7 Información recuperada de Datos Abiertos Bogotá. 



detiene. Ante la ausencia de datos para 2021, se infiere que, tanto el promedio de 

los predios como el de los predios con mayor valor, crecieron significativamente en 

estos dos años. Además, aunque en 2015 el valor promedio de los predios se 

acercaba al de los predios con mayor valor, desde 2020, la diferencia entre ambas 

tendencias volvió a ampliarse. 

Tal como sostiene Fainstein (2017), existe una correlación entre crecimiento 

económico y urbanización. En este caso, las constructoras capitalizaron las 

dificultades de otros sectores, para hacerse a predios con un potencial de renta 

mayor y jalonar así la inversión. En el sector, la compra de predios y su remodelación 

es común, pese a que, según Camacol (2024), durante el 2023, la venta de vivienda 

se contrajo casi un 50%. Esto quiere decir que la demanda por vivienda en el sector 

es lo suficientemente potente como para atraer inversión, pese a la caída de las 

compras a nivel general. 

En esta zona, el crecimiento del sector de la construcción se ha cimentado en de la 

población que, en tiempos de crisis, tiene las garantías financieras para adquirir 

vivienda o arrendarla. En efecto, las personas entrevistadas para esta investigación 

tienen estabilidad laboral, lo cual ha hecho posible que se continúe la construcción 

de vivienda, en vez de detenerse. 

Aunque muchos locales comerciales sobrevivieron a la pandemia, o se abrieron 

después, se puede afirmar que el sector de la construcción de vivienda se benefició, 

poco o mucho, del difícil momento. Fue imposible contactar a los dueños que 

vendieron algunos locales comerciales para la construcción, lo cual no permite 

identificar la razón de la venta; sin embargo, es indiscutible que las constructoras 

tuvieron la capacidad de compra y adecuación de, al menos, cinco predios en los 

barrios analizados. 

Algunos ejemplos de esto se encuentran en los edificios alrededor de la clínica David 

Restrepo, así como los parques construidos al costado sur del parque los hippies, en 

la calle 60, entre avenida 13 y octava, o el edificio Oikkos 57. La vivienda en este 

sector parece perfilarse como vocación predominante, con excepción de las 

inmediaciones de la carrera 13, donde prevalece fuertemente el sector comercial. 



Figura 2-6: ejemplo de algunos de los edificios construidos en el sector 
 

 
En los ejes viales de la carrera 13 y la avenida Caracas, el comercio ha tenido mucha 

importancia. Desde la gestión territorial, la localidad de Chapinero permite el uso 

mixto del suelo, pues, desde la segunda mitad del siglo XX, se instalaron comercios 

icónicos, como el almacén Only o las sastrerías. En la actualidad, el sector comercial 

que mayor auge tiene es el de los servicios: bares, restaurantes y tiendas locales. No 

obstante, sobre la carrera 13 hay negocios enfocados en ropa, calzado, formal e 

informal, y servicios financieros. 

Para recapitular, los negocios y la vivienda, al nororiente de la localidad, tienden a 

tener mayor valor; pero, con la renovación del sector, los demás predios tienden a ir 

al alza, esto hasta tiempos de pandemia. Analizando el valor de los predios de la 

ciudad, el incremento se está moviendo de norte a sur. Esto contradice la idea de 

que la cercanía al centro es lo que impulsa la renovación y la elitización del sector; 

de ahí que sea interesante analizar otros aspectos de este proceso urbano, por 



ejemplo, las razones por las cuales las personas deciden regresar a este sector. 
 

 

2.4 Porqué vivir en Chapinero 
 

Es fundamental pensar que la oferta hace parte del proceso que impulsa estos 

cambios. En este sentido, se entrevistaron a diez personas que se mudaron al sector 

en los últimos diez años (siete mujeres y tres hombres). El propósito era indagar las 

razones que los motivaron a mudarse a este sector, entre las que se destacan: 

cercanía al centro, oferta de servicios, oferta de vivienda, apego emocional, etc. Se 

realizaron tres charlas informales, así como siete entrevistas a profundidad. 

El primer elemento que se resaltó fue la proximidad laboral; en tres entrevistas se 

mencionó esto como cuestión determinante: trabajar en el clúster empresarial de la 

72 o la calle 100. Otra persona señaló que alguien del núcleo familiar labora en las 

cercanías y una tiene su empleo en el centro internacional. Otro aspecto relevante 

es la variedad de oferta de bienes y servicios, puesto que en dos entrevistas esta fue 

la principal razón de vivir en el sector; se enfatizó en que esto permite no tener que 

desplazarse demasiado a otros sectores de la ciudad. 

Así pues, la centralidad es un aspecto que se repite de manera reiterada: “[este 

lugar]…es cerca de la mayoría de las partes importantes de la ciudad, como el centro, 

el norte, minoviotrabaja en la (calle) 100, es algo lejos del aeropuerto, pero por la 26 se 

llega rápido”. Aunque este es un tema recurrente, en al menos dos entrevistas se 

mencionó explícitamente que la llegada a lugares del occidente es algo que juega en 

contra de la ubicación. De ese modo, se puede afirmar que la mayoría de los lugares 

frecuentados por los entrevistados estaban relativamente cerca a su lugar de 

vivienda. 

Todas las personas entrevistadas desempeñan sus actividades laborales en 

empresas o entidades gubernamentales. En este sentido, la centralidad y cercanía 

con el norte de la ciudad son un atractivo, teniendo en cuenta que la mayoría de sus 

desplazamientos son hacia esta parte de la ciudad, mientras al sur son muy pocos o 

limitados. Es decir, se destaca la conectividad de este espacio con el norte, como algo 

más relevante que su conectividad con el centro y sur de la ciudad. La variedad de 

oferta de bienes y servicios es otro elemento que sobresale: la variedad de productos, 

de oferta institucional y comercial, como notarias y bancos. Otro 



aspecto es el entretenimiento, en particular teatros (La mama y el teatro Chapinero), 

así como bares y comercio. 

En las entrevistas se indagó por la selección de este barrio y, además de las 

anteriores respuestas, los argumentos remiten a elementos subjetivos como lo “bello” 

del barrio o recuerdos de la niñez.8 El paisaje del sector da cuenta de lo anterior, en 

sus calles se ve un palimpsesto de fachadas nuevas, otras construidas durante la 

segunda mitad del siglo XX y otras más antiguas, aunque se cuentan pocas. La 

historia y tradición del barrio se expresan en su paisaje urbano, que alberga variedad 

de prácticas y actores. La tradición de este sector para el imaginario de la ciudad es 

un elemento importante para tener en cuenta a la hora de elegir y regresar a esta 

zona. 

En las entrevistas se preguntó por los aspectos negativos de vivir en esta área. Las 

respuestas se dividen en dos grupos: primero, asociadas al sector y su espacio 

público; mientras que otras con el tamaño y el precio de la propiedad. En el primer 

aspecto, se encuentran los siguientes temas: inseguridad en las calles, venta de 

droga, las riñas recurrentes, los borrachos, el ruido y los habitantes de calle. En el 

segundo, se destacan: el costo de los arriendos, el valor de compra y tamaño de los 

inmuebles. 

Los aspectos negativos se refieren a actores o prácticas que hacen parte del paisaje 

propio de un espacio deteriorado. Los borrachos o los habitantes de calle son parte 

de este paisaje, que se repite en las diferentes grietas de la ciudad, como en el parque 

Tercer Milenio; y es precisamente este choque de formas de habitar el espacio lo que 

produce estos aspectos negativos. Paradójicamente, son estos aspectos los que, en 

parte, han permitido la construcción y renovación del sector, puesto que, como se 

viene explicando, existe un factor de prácticas sociales que se asocia con el deterioro. 

Aunque la mayoría de los entrevistados percibe una mejoría en relación con la 

cantidad de habitantes de calle, los borrachos y el ruido siguen siendo parte del 

paisaje del barrio, es decir, algo normal en el sector. Esto es una paradoja, pues 

muchas de las prácticas que generaron el deterioro y, a futuro, permiten la 

 

8 Tres entrevistados mencionaron haber residido de manera parcial o permanente en, al menos, 
una ocasión durante la niñez o su juventud temprana; entonces, la memoria es un tema que podría 
considerarse relevante a la hora de elegir vivienda entre lugares similares. 



renovación, son consideradas, después, por los nuevos pobladores como 

problemáticas; esto lleva a que la población que hacía parte del paisaje deteriorado 

sea cada vez menos aceptada. 

Las quejas sobre el deterioro del sector se delegan, en parte, a la policía; algo que 

se ve reflejado en la construcción del CAI del parque los hippies, a inicio de los 2000. 

Con mayor o menor éxito, se incrementó la presencia policiaca en esta zona; 

estrategia similar a la realizada en el parque Tercer Milenio, pues el incremento de 

control policial favorece la renovación y la llegada de nuevos ciudadanos. Los lobbies 

para incrementar la seguridad, liberar el espacio público, la inversión en limpieza o 

infraestructura son parte del proceso de renovación y suele ser común cuando se 

intenta construir y vender. 

Cabe mencionar que el sector de Chapinero nunca se deterioró al nivel que lo hizo el 

Tercer Milenio, el cual llegó a una pauperización total. Por esta razón, la renovación 

alí se llevó a cabo lentamente; el efecto del paso del tiempo sobre los predios y el 

espacio público, hizo rentable la explotación del sector, apetecido por las razones 

expuestas. 

Para resumir, en el caso de los barrios de Chapinero bajo, las razones económicas 

sobre la oferta y las motivaciones individualistas acerca de la demanda dan cuenta 

sobre los elementos que explican la elitización del sector. El crecimiento en la oferta 

es posible por el aumento del valor de los predios (por lo valiosa que es la tierra al 

norte de la ciudad), entre las calles 100 y 116 y las carreras séptima y 21 (autopista). 

En el caso de este sector, el costo incrementa en la medida que se encuentra cerca 

a diferentes enclaves laborales, como el centro de la ciudad o la calle 100. 

Contra la hipótesis que sostenía que la renovación se daba en función del centro, 

tanto las entrevistas como los análisis del valor del suelo dan cuenta que las 

dinámicas que afectan a este barrio se orientan hacia los enclaves de empleo del 

norte de la ciudad. Este ejemplo invita a pensar la elitización de los barrios como 

parte de la descentralización de las ciudades y la creación de diferentes polos en la 

capital. Dichos polos generan su propia atracción y tienen impacto en la conformación 

y renovación de estos sectores. 

La oferta de bienes y servicios, así como el paisaje y su tradición son factores 



importantes relacionados con la oferta. Chapinero bajo tiene algunos de estos 

elementos que, tanto para las constructoras como para los compradores, permiten 

una sinergia que transforma el barrio. Parte de esta sinergia es el deterioro del 

espacio público, un proceso fundamental que permite bajar los valores de los predios. 

En este caso, el deterioro de las construcciones y el espacio público han sido dos 

características fundamentales para facilitar la ola de renovación que ha tenido lugar 

desde la segunda década del siglo XXI. 

Entonces, la renovación urbana arregla ciertas “grietas” en la ciudad, transformando 

tanto los edificios como las prácticas que estos albergan. Actualmente, el problema 

central de la renovación no es la reparación de estas ‘grietas’, a través del 

mejoramiento de las construcciones o el desplazamiento de las actividades ilegales 

o indeseadas; el problema es que la transformación de un sector ocurre a expensas 

de la población marginal que lo habita. A continuación, se aborda el tema del espacio 

público y cómo la renovación expulsa, de manera directa e indirecta, a actores 

específicos que hacen parte del paisaje del deterioro y son asumidos, en los 

discursos estatales y académicos de renovación, como parte de lo que se busca 

transformar. 

2.5 Espacio público 
 

En primer lugar, es fundamental destacar la relación de los procesos urbanos con 

el espacio público y la forma como este se utiliza. Este tema es relevante, porque el 

espacio público tiende a ser lo primero en deteriorase en un sector y esto genera, lo 

que se ha llamado, espacios intersticiales o grietas (Thraser, 1927). Precisamente, 

en los espacios públicos urbanos comienza el deterioro, desde el desgaste de 

fachadas hasta las prácticas ilegales, como la venta y consumo de droga. 

Lo anterior se refleja en el paisaje físico y social de los barrios; en estos espacios 

intersticiales conviven organizaciones paralelas al Estado (como el crimen 

organizado) con instituciones tradicionales, como lo son la familia o la iglesia 

(Thraser, 1927, p. 127). En el caso del parque Tercer Milenio esta grieta en la 

continuidad social fue bastante marcada, y casi total; mientras en el caso del barrio 

Chapinero han coexistido prácticas y actores, tanto del orden establecido como de 

las prácticas excluidas o ilícitas. 

De ese modo, la diversidad del paisaje se observa en las múltiples actividades en el 



sector, las cuales cambian según la hora del día. Siguiendo el planteamiento de 

Santos (1996), los elementos funcionales del paisaje son determinantes en esta 

zona. Tal como se mencionó, la Carrera 13 es un eje de atracción jalonado por el 

comercio, que contrasta con un enfoque residencial alrededor de la carrera séptima. 

Estas características promueven la presencia de una variedad de actores, quienes, 

por diferentes motivaciones, se movilizan a horas diferentes. Esta es una condición 

central para generar la diversidad; Jacobs (1961), al igual que Santos, resalta la 

importancia de la variedad del paisaje en el tiempo. La vivienda, el comercio, la vida 

nocturna y las oficinas son las cuatro actividades centrales que contribuyen a ver un 

espacio público diverso y activo. 

Las oficinas y comercios tienen horarios fijos y, por tanto, un impacto en las relaciones 

socioespaciales y el paisaje en el espacio público. A su vez, los parques públicos 

tienen diversas funciones, dependiendo de la franja horaria. El paisaje del parque los 

hippies tiene cambios importantes según el momento del día en que se le observe. 

En la tarde-noche, es un parque para perros, por lo cual cumple la función de parque 

de bolsillo; por las noches hace parte de la escena musical juvenil, como lo son las 

competencias de freestyle, que se desarrollan los jueves. 

En un proceso de elitización, los inmuebles del sector se valorizan, mientras el 

espacio público se mantiene diverso. Esto se corrobora con la diversidad de paisajes 

que tiene este parque, dependiendo el día y la hora; diversidad que conlleva a una 

tensión con la, cada vez más, acelerada transformación en el uso del suelo. En esta 

investigación se identificaron dos elementos de esta tensión, relacionados con las 

formas como se constituye el espacio, según las relaciones sociales que lo 

componen. 

En su etnografía sobre la vida nocturna del parque de los hippies, Torrez (2014) 

expone que, en horarios nocturnos, hay una apropiación por parte de los jóvenes con 

escenarios como las competencias de freestyle, la práctica de malabar u otras 

actividades de ocio. En contraste, rangos horarios como la mañana, el parque cumple 

una función de parque de bolsillo y son frecuentes los vecinos del sector paseando 

sus perros. La vida nocturna es, por tanto, uno de los elementos que más impacta 

sobre el paisaje y, en consecuencia, es testigo de las tensiones que se manifiestan 

en el espacio 



Que este proceso se desarrolle en este parque no es producto del azar, puesto que 

muchos de los jóvenes que asisten al lugar no viven en las cercanías. En un evento 

llamado “jueves de rap en la 60”, se observó cómo, a media noche, muchos jóvenes 

se devolvían para sus hogares usando transporte público, sin seguridad de lograrlo, 

en localidades distantes como Suba, Bosa, Fontibón o Usaquén. Este espacio cuenta 

con características que le permiten tener una fuerza de atracción de un parque 

metropolitano, pese a su pequeño tamaño. En el imaginario de la ciudad se piensa 

como un punto de encuentro para la juventud, hecho que es aceptado, también, por 

algunos vecinos que viven en los márgenes del parque. 

Entonces, la tendencia de un sector con alto capital cultural que vive en este barrio 

contrasta con sus espacios públicos, los cuales continúan atrayendo al público 

tradicional del sector, compuesto, principalmente, por sectores populares. Esta 

contradicción se percibe en las personas entrevistadas, quienes resaltan las quejas 

por la delincuencia y la venta y consumo de droga. De cierta forma, los habitantes 

legitiman el uso del espacio público para este tipo de eventos, que dan vida nocturna 

a la ciudad, ya que lo consideran agradable, pero están en desacuerdo con las 

consecuencias que esto trae. 

Por ejemplo, un entrevistado, cuando se toca el tema de la delincuencia, afirma: “(…) 

la gente en la calle atrae la delincuencia, a mí me gusta la vida nocturna de este 

barrio, el problema es que eso atrae ladrones”. Esta opinión resalta que los habitantes 

del sector encuentran válidas actividades, como las competencias de freestyle, que 

se asocian con clases populares, aunque les inquieta sus consecuencias 

secundarias. Por esta razón, los nuevos habitantes ejercen presión para desplazar 

las actividades indeseadas. 

En este sentido, se identifica la economía ilegal como un elemento compartido en el 

caso del parque Tercer milenio. La venta de droga y mercancía robada responde a 

las demandas de las actividades que se desarrollan, en gran medida, en el espacio 

público. En el caso de las calles de la carrera 13 y la avenida Caracas, los bares, 

de un corte más popular, atraen personas del sector de la ciudad por su oferta, que, 

muchas veces, raya con la ilegalidad, específicamente el trabajo sexual. 

De ese modo, se cumple una máxima propuesta por Jacobs (1961): la mezcla de 

actores y prácticas brinda una gran diversidad en el espacio público. No obstante, 



esta diversidad, entre actividades legales, ilegales y aquellas moralmente aceptadas 

o reprochadas, genera una tensión sobre el territorio. Por eso, la diversidad de este 

sector no puede asumirse como positiva, en los términos de Jacobs (1961), porque, 

para esta autora, la organización comunitaria en el espacio público debe 

concentrarse en la expulsión de lo que se considera indeseable; por lo cual es 

importante pensar la postura desde los actores más vulnerables en el derecho al uso 

del espacio público. 

Un ejemplo de esto son los habitantes de calle, población flotante que rota por 

diferentes partes de la ciudad buscando reciclaje y limosna. Como menciona un 

habitante de calle entrevistado: “la vida en la calle son las tres R, reciclar, retacar9 y 

robar”. A los habitantes de calle se les facilitaba su labor por los acopios de reciclaje 

que había en la calle 57 con avenida Caracas, al costado occidental, por lo que era 

posible recoger y vender el reciclaje en el mismo sector. Sin embargo, este acopio se 

movió en 2021, al mismo tiempo que finalizaba la construcción del edificio Oikkos, en 

la calle 57 con Caracas. 

No se pudo localizar a los dueños o trabajadores de dicho acopio; sin embargo, los 

habitantes de calle tienen su versión al respecto. Aseguran que la presión de 

diferentes entes gubernamentales, por el uso del suelo y permisos de 

funcionamiento, hizo desplazar el acopio. Sin poder confirmar esto, solo se sabe que 

este cambio limitó la posibilidad del habitante de calle de trabajo en el sector. 

Teniendo en cuenta que la construcción del edificio Oikkos se hizo al mismo tiempo, 

surge la duda sobre algún tipo de presión por parte de la constructora hacia estos 

emprendimientos. No obstante, la sola coincidencia en el tiempo muestra cómo la 

planeación territorial fomenta ciertos usos del espacio que benefician a unos actores 

sobre otros. 

Entonces, ¿estos cambios tienen implicaciones sobre la accesibilidad al espacio 

público por parte de los habitantes de calle? Aunque las aceras siguen siendo 

públicas y los espacios, aparentemente, no han tenido un cambio que imposibilite su 

uso, el traslado de este acopio sí afecta la movilidad y las rutas de trabajo que deben 

hacer las personas dedicadas al reciclaje. Esto tiene mayor impacto entre las 

personas más pobres, porque los recicladores habitantes de calle dependen de 

 

9 Rebuscar el dinero, pedir limosna o hacer tareas que el aseguren algunas monedas. 



su capacidad corporal para transportar el reciclaje, lo cual limita particularmente la 

amplitud y zonas de su recorrido. 

Para sintetizar, el retiro del acopio forzó a los habitantes de calle a realizar recorridos 

más largos para aprovechar el reciclaje; esto fomenta el desplazamiento de estas 

personas a otras partes de la ciudad. En una entrevista a un habitante de calle, el 

tema de las distancias no parece importarle. Sostiene que lo necesario es recoger la 

basura y que los mayores problemas son la policía o la seguridad privada. Otro 

entrevistado sostiene que, desde que se pusieron los contenedores blancos para 

reciclaje, hay una competencia con las empresas de recolección de basura, lo cual 

dificulta la recolección. Para el habitante de calle, estos cambios no son leídos como 

un inconveniente, puesto que están acostumbrados a prácticas violentas, como la 

expulsión física por parte de la policía. No obstante, lo anterior no implica que esta 

no sea una forma de reducir el acceso al espacio público al habitante de calle 

reciclador, lo que, en últimas, fomenta la segregación. 

La formalización en el trabajo de recolección de basura, el control del espacio público 

y el desplazamiento de puntos de encuentro (como el acopio) son características que 

se consolidan en sectores donde se centran los esfuerzos institucionales de cambio. 

Esta es una de las principales razones por la cuales los habitantes de calle deben 

desplazarse a sectores urbanos donde el deterioro minimiceestos factores y permita 

su habitabilidad. 

En el caso de este sector, se observa cómo este tipo de actores y actividades están 

siendo desplazadas al suroccidente, en particular al occidente de la avenida Caracas, 

la cual se ha convertido en una suerte de límite, como se puede apreciar en las figuras 

7 y 8. Las dos imágenes presentadas se encuentran una frente a la otra en la ciudad. 

Al costado oriental de la avenida Caracas está el edificio de apartamentos, junto con 

sus locales comerciales; en frente se encuentra un espacio residual (Díaz et al., 

2016), constituido, principalmente, por una pared que delimita predios demolidos. 



Figura 2-7: OIKOS Infinitum, proyecto de vivienda, ubicado en la localidad de Chapinero 
 



Figura 2-8: espacio residual constituido por una pared que delimita predios demolidos 
 

Este espacio residual10 es el refugio de muchos recicladores y habitantes de calle, 

allí es habitual verlos reunirse a clasificar reciclaje, hablar o consumir. La avenida 

Caracas hace de frontera en el ensamblaje del pasaje; no solo entre dos localidades, 

sino que divide el sector que está en proceso de renovación del que está en proceso 

de deterioro. La renovación de Chapinero agudiza el deterioro de esta zona, puesto 

que transforma los espacios residuales en espacios intersticiales. 

Los espacios residuales, por la ausencia de uso y control, son usados por actores 

que no encuentran otros lugares para realizar sus actividades. Por esta razón, tienen 

una alta posibilidad de transformarse en espacios intersticiales, donde se realizan 

prácticas consideradas ilegales o inmorales. En este sentido, se puede afirmar que 

los procesos de renovación fomentan el deterioro en las fronteras, 

 

10 Se entiende el espacio residual como resultado de la renovación (Dorado et al., 2016) 



donde lugares como los espacios residuales son propensos a recibir actores y 

prácticas que fomentan el deterioro. 

La Corte constitucional, en la sentencia T-724 de 2003, instó a la Unidad 

Administrativa Especial de Servicios Públicos (UAESP) a incluir a los recicladores en 

las contrataciones de servicios públicos de aseo, señalando que “(…) la actividad que 

ellos desarrollan está ligada con dicho servicio, a fin de lograr condiciones reales de 

igualdad y de dar cumplimiento a los deberes sociales del Estado” (Corte 

Constitucional, 2003). Esta sentencia obligó a involucrar a las cooperativas de 

recicladores, lo consolidó políticas, como el reemplazo de los vehículos de tracción 

animal por automotores, así como las alianzas entre cooperativas de recicladores 

con conjuntos cerrados para aprovechar mejor los recursos. 

Pese a lo anterior, incluir a las personas que hacen parte de la cadena de reciclaje 

sigue siendo un gran reto. En particular, involucrar al habitante de calle y consumidor 

de SPA es difícil, pues, no solo se debe integrarlo a los cirquitos económicos, sino 

que esto debe ir acompañado de asistencia psicosocial, para superar el consumo. 

Por eso, impedir el acceso al espacio público a la población recicladora más 

vulnerable, a través de la planeación, debería ser parte del debate sobre las 

disposiciones institucionales relacionadas con la planeación urbana. En síntesis, las 

disposiciones legales acerca del espacio público deben dejar de ignorar las 

condiciones de las poblaciones que lo habitan. La planeación urbana, a nivel 

académico o práctico, debe reconocer las dinámicas de estas poblaciones. Este 

punto se aborda a profundidad en el último capítulo de esta tesis. 

En entrevistas no estructuradas con vendedores de la calle 13, se preguntó si los 

vendedores informales tenían problemas con la policía u otra autoridad para ubicarse 

en estas zonas. En términos generales, los entrevistados sostienen que hace varios 

años no hay presión para desalojar. Como lo reconocen, no existe una política  

organizada de levantar el comercio en la carrera 13 por parte de las administraciones, 

como sostienen sí existió en el pasado, lo cual fue fomentado por las instituciones y 

apoyado por los comerciantes formales. 

Según los vendedores informales, en la actualidad, la presión sobre el comercio 

informal es poca. Algunos entrevistados afirman que los comercios formales 

presionaban a la policía para desalojar a los vendedores informales en la carrera 



13; en particular a aquellos de venta de ropa o accesorios, quienes eran su 

competencia directa. Pese a ello, un vendedor formal, asegura que en el sector no 

tienen problemas con los vendedores ambulantes, ya que ayudan a mantener cierto 

control en el espacio, evitando robos e inseguridad. 

Además, en el paisaje se observa que la diversidad de clientes en el espacio público 

beneficia, mutuamente, a los negocios formales e informales. El comercio informal 

ambulante ayuda a dar forma al espacio público, en la medida que lo configura como 

un espacio para realizar negocios y transacciones. Prevalece allí la venta de comida, 

ropa, cuero o accesorios para celulares. En otras palabras, estas personas se 

acoplan con facilidad a diferentes paisajes de la ciudad y la tolerancia con estos es 

bastante alta, comparada con la que existe frente a otros actores. 

El comercio informal es un tema interesante para continuar el análisis de Jacobs 

(1961) sobre los sujetos que benefician el espacio público de un sector. Este 

vendedor es un actor vital, en la medida en que son personas que pasan largas 

franjas horarias en el espacio público observando, fomentando la seguridad y, en 

buena medida, teniendo interacciones con otros habitantes o transeúntes del sector. 

Por otro lado, es un actor que, en términos oficiales, hace un uso inadecuado del 

espacio público, por lo cual, de vez en cuando, se ejerce presión sobre ellos para 

limitar este uso inadecuado. 

Este actor muestra la contradicción que existe en Bogotá11 y su espacio público, a 

partir de las ideas de Jacobs (1961). En particular, porque ejerce como “ojos en la 

calle” y puede ser positivo para el tejido social del barrio; pero, a la vez, no puede ser 

promovido de manera oficial por las autoridades y su actividad representa un uso 

inadecuado del espacio público. En paralelo, tiene una mayor adaptación a los 

paisajes en proceso de renovación, en la medida que puede llegar a cumplir ciertos 

roles y negociar, en la cotidianidad, su estadía en un espacio. 

En síntesis, la renovación de zonas deterioradas, que diferentes actores del espacio 

público habitan, tiene como principal consecuencia la expulsión. Entonces, es algo 

que se relaciona con la capacidad de adaptación a las nuevas dinámicas del paisaje.  

Así, por ejemplo, los actores del espacio público, como los jóvenes de 

 

11 Se calcula que el 15% del empleo en comercio en Bogotá está representado por las ventas 
callejeras (Rocha et al., 2006). 



“jueves del rap en la 60”, se han podido acoplar mejor al nuevo paisaje, mientras que 

los habitantes de calle, no. Cada actor tiene ventajas y desventajas que le permiten 

acomodarse a las nuevas condiciones; sin embargo, existen sujetos marginales que 

deben desplazarse por la imposibilidad de adecuarse a las nuevas condiciones del 

paisaje. 

Finalmente, los cambios urbanos hacen que la adaptación, a la que se ven sometidos 

los actores del espacio público, se relacione con las condiciones socioeconómicas 

de la población que llega como efecto de la renovación. En otras palabras, el acceso 

al espacio público se limita a la condición social y económica que cada sujeto refleje 

cuando hace uso de este. En consecuencia, la ciudad no presenta soluciones a las 

problemáticas que viven los actores en el espacio público, lo cual fomenta un modelo 

de renovación excluyente. Como se explica más adelante, este es uno de los grandes 

problemas del modelo de renovación de la ciudad, porque ignora las poblaciones 

marginales de los espacios y las respuestas institucionales se reducen al control o la 

expulsión. 

2.5.1 Consideraciones finales sobre la renovación de Chapinero 

 
Primero, no se puede negar que la renovación urbana genera espacios más 

agradables, con mayor presencia institucional y, asimismo, desplaza gran parte de 

los conflictos sociales asociados al deterioro. Sin embargo, la falta de una 

aproximación integral por parte de las instituciones deja de lado a la población 

marginal que, simplemente, se ve arrojada a otros sectores. Entonces, el espacio 

público mejora en calidad, pero el acceso de una parte importante de sus pobladores 

tradicionales se ve reducido, lo cual agudiza la segregación a escala de ciudad. 

Lo anterior constituye un problema del ordenamiento territorial en la ciudad, el cual 

desconoce las dinámicas sociales que ocurren dentro del espacio público. Aunque 

se ha avanzado en este tema, por ejemplo, con el fallo de la Corte Suprema de 

Justicia a favor de los recicladores o el posicionamiento del Instituto para la Economía 

Social (IPES) para apoyar al vendedor informal, se debe involucrar a los actores del 

espacio público, particularmente, los que habitan y forman espacios intersticiales. 

Esto con el fin de no continuar agravando una problemática que ha sido ignorada en 

el proceso de planeación. 



Esta visión de la renovación implica que la mejora de un espacio solo es posible a 

expensas del deterioro de otras zonas, ya que no se abordan las causas de fondo 

que fomentan el deterioro y, por ende, no se trabaja con el capital humano para dar 

soluciones de fondo a las poblaciones marginales. Además, dicha dinámica de 

expulsión y deterioro fomenta lógicas perversas, como la llamada “limpieza social”, 

pues el deterioro de nuevos sectores de la ciudad, frecuentemente, genera 

reacciones violentas de eliminación física de las personas “indeseables” o la 

amenaza a estas para que se desplacen. 

El proceso de desplazamiento y reubicación de actores que agudizan el deterioro es 

más propenso a darse en zonas residuales del paisaje, como es el caso del costado 

occidental de la avenida Caracas, en la calle 57. Este es un elemento fundamental, 

porque la planeación urbana debe analizar el impacto de la renovación en las zonas 

de frontera, en particular los espacios abandonados, residuales o previamente 

deteriorados. 

En segundo lugar, las tensiones alrededor del uso del espacio público se están 

resolviendo de manera paulatina; el comercio informal o el sector del entretenimiento 

se acoplarán a los cambios con mayor facilidad que otras actividades propias de los 

espacios intersticiales, como la habitabilidad de la calle o la prostitución. Esto se 

relaciona con las tensiones por el uso del suelo, específicamente con la 

intensificación del proceso de retorno de las clases medias y altas al barrio. 

Dicho retorno promueve el control sobre las prácticas en el espacio público, con 

acciones concretas como la construcción de un CAI en el parque de los hippies. Un 

espacio intersticial permite el surgimiento de diferentes organizaciones que no hacen 

parte de las instituciones formales de la sociedad; en este caso, el reordenamiento 

del continuo urbano con la renovación de tales zonas destruye estas estructuras, 

pero no vincula a los individuos al tejido social que pretende recomponer. 

Lo anterior se relaciona con el fenómeno de expulsión, que ha desplazado a actores 

callejeros de los espacios que necesitan para reproducir sus condiciones materiales 

de existencia. En este caso, la migración se da hacia el occidente de la avenida 

Caracas, en el sector norte de la localidad de Teusaquillo. Esto tiene 



sentido, pues el aumento del valor del suelo se da hacia el nororiente; hacia el 

suroccidente, se han movido los actores del espacio público que más dificultad han 

tenido para adaptarse al paisaje renovado. 

Actualmente, la planeación para procesos de renovación funciona bajo una perversa 

lógica de expulsión: deteriorar para renovar y renovar para generar capital. Esta 

lógica condena a Bogotá al detrimento y a no incluir a parte de la población en la 

estructura social, lo cual mantiene a la ciudad atada a las mismas problemáticas. Es 

decir, se desconocen prácticas y actores sociales que requieren de atención si se 

quiere construir, no solo una ciudad más justa, sino una ciudad más amable con todos 

los actores urbanos. 

3. Conclusiones. La construcción de la ciudad y el 

espacio público 

En este capítulo se analizan tres temas centrales, basados en los casos estudiados. 

En primer lugar, se destaca la importancia de la diversidad en el espacio público y su 

rol en la planificación urbana, un tema subrayado por numerosos autores. Luego, se 

relaciona la discusión sobre la diversidad de actores con la teoría de Mitchell (2003) 

sobre el derecho al espacio público y los conflictos que pueden surgir de esta 

interacción. Finalmente, se realizan observaciones sobre la planificación urbana en 

Bogotá, para contribuir al debate sobre el papel y la relevancia del espacio público 

en el diseño urbano. 

3.1 La importancia de la diversidad 

 
Este apartado se enfoca en la diversidad de actores y prácticas en el espacio público, 

y su relación con la planificación y renovación urbana. El objetivo es vincular 

elementos relevantes de los casos de estudio con las ideas de Jacobs (1961), cuyas 

teorías han guiado a muchos urbanistas. En lugar de considerar la diversidad 

únicamente como un factor positivo en la revitalización urbana, como propone esta 

autora, se propone una visión más compleja que también reconozca su papel en los 

procesos de deterioro. En sus palabras: 

Este principio omnipresente es la necesidad de las ciudades de una diversidad de 

usos muy intrincada y tupida que se brinden un apoyo mutuo constante, tanto 

económico  como  social.  Los  componentes  de  esta diversidad  pueden diferir 



enormemente, pero deben complementarse entre sí en ciertos aspectos concretos . 

(Jacobs, 1961, p.14) 

 

Jacobs (1961) argumenta que las ciudades necesitan una pluralidad de usos 

interrelacionados, que se apoyen, tanto económica como socialmente. Esto destaca 

la relevancia de mantener espacios públicos activos en diferentes horarios, lo que 

contribuye a un entorno urbano vibrante y económicamente consistente. La 

diversidad de habitantes y actividades no solo fortalece el tejido económico y social 

de la ciudad, sino que también fomenta la apropiación del espacio por parte de la 

comunidad. Esta autora identifica dos formas en que la diversidad contribuye al éxito 

de un espacio urbano. La primera es la variedad de habitantes, es decir, que las 

personas en un área realicen diferentes actividades económicas y utilicen el espacio 

a variadas horas del día. La segunda es la diversidad de actividades económicas, 

que se refleja en la mezcla de negocios, grandes y pequeños, que generan una 

multiplicidad de productos y servicios. 

 
Los espacios analizados en esta tesis presentan una multiplicidad actores; no 

obstante esta diversidad, también, ha generado conflictos. La cuestión es cómo dicha 

diversidad influye en el espacio público, pues puede contribuir tanto a la renovación 

como al deterioro. Para abordar esta pregunta, es útil examinar dos principios 

propuestos por Jacobs (1961), los cuales son generadores de diversidad y están 

relacionados con los aspectos funcionales y estructurales del paisaje urbano. 

 

3.1.1 La importancia de la mezcla de usos 

 
El distrito, y de hecho tantas de sus partes internas como sea posible, debe cumplir 

más de una función principal; preferiblemente más de dos. Estos deben garantizar la 

presencia de personas que salen al aire libre en diferentes horarios y están en el 

lugar para diferentes propósitos, pero que pueden usar muchas instalaciones en 

común. (Jacobs, 1961, p.152) 

 

La presencia de uno o más usos primarios en un área urbana propicia que el paisaje 

urbano sea activo a lo largo de todo el día. Santos (1996) señala que el paisaje 

funcional puede cambiar en distintas franjas horarias; así pues, zonas que son 

concurridas y seguras durante el día pueden ser áreas inseguras al atardecer. Un 



claro ejemplo de esto es el parque de los hippies, que en la mañana sirve como un 

espacio para pasear perros, mientras que en la noche se convierte en un punto de 

reunión juvenil. 

Al contrario, un área enfocada en un uso específico atraerá únicamente a aquellos 

individuos relacionados con esa función, lo que puede resultar en largos períodos de 

desocupación y, a su vez, desincentiva la aparición de nuevas actividades y la 

atracción de más personas. Asimismo, estos espacios vacíos serían utilizados por 

actores que buscan ocultarse para llevar a cabo actividades ilícitas, en contra de lo 

que Jacobs (1961) llama los “propietarios naturales de la calle” (p. 35). Este concepto 

no se refiere a la propiedad legal, sino a la comunidad que se arraiga al espacio y 

ejerce su dominio sobre él. 

Es decisivo que los espacios sean dinámicos y fomenten la diversidad y la apropiación 

del espacio, en la mayor cantidad de franjas horarias posibles, con el fin de reducir 

problemas como los robos o el consumo de drogas. El caso de Chapinero central ilustra 

cómo la combinación de, al menos, tres usos primarios (comercial, residencial y 

recreativo) contribuye a mantener un espacio público vibrante durante casi todo el día. 

Esto también ha impulsado a movimientos vecinales que han logrado avances 

importantes, como la construcción del CAI en el parque de los hippies, a mediados de 

la década pasada. 

No obstante, la diversidad de actores no siempre es positiva para el tejido social del 

barrio, pues, en algunos casos, esta presencia se puede asociar con el deterioro. Por 

ejemplo, cuando existía el Cartucho, era un lugar transitado y lleno de diversidad, pero 

igualmente era un refugio para actores marginales, debido a la ausencia estatal. Dicha 

situación desintegró el tejido social del antiguo barrio, lo que creó un vasto espacio 

intersticial. 

Hoy en día, el Estado busca revitalizar estos espacios mediante proyectos de vivienda 

e infraestructura institucional. Pese a esto, la reconstrucción de los lazos vecinales es 

un proceso de largo plazo; a su vez, acabar con la diversidad asociada con el deterioro 

requiere un proceso de expulsión que aún no se ha concretado. Espacios como el 

mercado de pulgas de la décima, las áreas bajo los puentes de la sexta y el deprimido 

en la carrera décima con calle sexta albergando todavía a 



individuos que anteriormente eran “propietarios naturales de la calle” en ese contexto 

intersticial. 

Para combatir la diversidad asociada con el deterioro, se han hecho transformaciones 

en el espacio, como la renovación completa y la construcción del parque Tercer 

Milenio, junto con la instalación de cámaras, estaciones de policía y seguridad privada. 

La reja de cerramiento del parque ha desempeñado un papel crucial para controlar el 

acceso y limitar la presencia de habitantes de calle, porque los obliga a moverse a los 

espacios residuales que quedaron tras la renovación. A pesar de estos esfuerzos, la 

diversidad que caracterizó esta zona aún persiste, ya que muchos de esos actores no 

han abandonado el sector. Un espacio intersticial puede ser sorprendentemente 

diverso y vibrante. Thrasher (1927) describe el cinturón negro de Chicago como un 

espacio con una mezcla de usos asociados a vivienda de bajo costo y concentración 

de pandillas. El Cartucho también ofrecía soluciones habitacionales para habitantes 

de calle y actividades de economías ilegales. 

 
Jacobs (1961) analiza el deterioro de un sector, describiéndolo como un "slum" (barrio 

bajo o gueto), y sostiene que un rasgo distintivo de estos espacios es que mucha gente 

llega allí, pero sueña con salir de ahí rápidamente. Aunque esto puede aplicarse a 

sectores deteriorados que brindan soluciones habitacionales económicas, con la 

esperanza de una reinserción económica, en muchos casos, los residentes de 

espacios intersticiales prefieren permanecer allí, porque su forma de vida no se adapta 

a los espacios controlados por el Estado. Un ejemplo es la comunidad LGBTIQ+ en 

Chapinero, que se ha apropiado de un sector deteriorado y prefiere mantenerse allí, 

pues viven con relativa tranquilidad. 

Este análisis no pretende desincentivar la renovación de sectores deteriorados, sobre 

todo cuando existen violaciones graves de los derechos humanos, como sucedió en el 

Cartucho. El objetivo, más bien, es reconocer la diversidad en nuestras ciudades; como 

Bogotá, donde el 44,2 % de la población participa en la economía informal y el 34,4 

% vive en situación de pobreza. La planificación de la renovación debe evitar el 

ciclo renovación-deterioro-expulsión, que simplemente desplaza las problemáticas 

sociales a otras áreas. 



En adición, es fundamental considerar los conflictos institucionales asociados con el 

uso del suelo para actividades legales. En el POT de la UPZ 99 Chapinero se buscan 

criterios para la segregación espacial entre usos residenciales y comerciales. Estos 

conflictos se reflejan en el espacio público; por ejemplo, las disputas por el ruido o el 

humo entre el bar “Latino Power” y los vecinos residenciales, o las tensiones entre la 

discoteca Theatron y las constructoras, por la proximidad de los bares a las zonas de 

edificios residenciales. 

 
En gran medida, el sector comercial se beneficia de un espacio público que atrae a 

jóvenes universitarios y otros públicos. Sin embargo, la venta de drogas también forma 

parte del sector del entretenimiento, lo que complejiza las disputas por el uso del suelo. 

Estos conflictos revelan que la diversidad puede ser problemática, ya que, como 

sostiene Mitchell (2003), puede llevar a situaciones en las que no todos los actores 

pueden beneficiarse. La competencia por el suelo, a menudo, es un juego de suma 

cero, en el cual algunos deben perder para que otros ganen. En las entrevistas, se 

destaca que la cercanía a la oferta cultural y de ocio es una razón para residir en el 

sector, pero, asimismo, constituye una fuente de preocupación para algunos 

residentes. 

 

En este contexto, los usos variados del espacio público pueden superponerse y 

generar convergencias, sinergias, así como conflictos. El Estado actúa como mediador 

a través de la zonificación y el ordenamiento territorial para gestionar estas disputas. 

No obstante, como menciona Castells (2014), las decisiones estatales sobre el uso 

del suelo están condicionadas por lobbies e intereses económicos, lo que suele 

favorecer a unos actores por encima de otros. En los casos estudiados, los intereses 

divergentes influyen en la configuración del espacio y las poblaciones con menor 

capital económico, cultural o social, a menudo, son relegadas a una posición de menor 

influencia. En síntesis, este análisis refuerza la necesidad de enfoques más 

participativos, que incluyan a los actores más vulnerables de la ciudad. En Bogotá, el 

proceso de planificación comunicativa ha intentado integrar a estas personas, pero se 

han presentado dificultades, que se abordan más adelante en el apartado sobre 

planificación urbana. 



3.1.2 La necesidad de edificios viejos 

 
Jacobs (1961) explica que “[e]l distrito debe mezclar edificios que varíen en edad y 

condición, incluyendo una buena proporción de edificios viejos” (p. 187). Este principio 

responde a una preocupación común entre los estudiosos de las ciudades: 

¿cómo evitar que las fuerzas del mercado impacten un sector, expulsando a sus 

residentes y sus relaciones vecinales? Para este autor, la solución es conservar 

edificios antiguos que mantengan alquileres más bajos que los de las nuevas 

construcciones. Según él, esto ayuda a preservar la diversidad de habitantes, así como 

las relaciones y organizaciones vecinales existentes. Sin embargo, cuanto menor sea 

el valor de estos edificios, menor será el obstáculo para la renovación, lo que los 

convierte en un atractivo para los inversionistas y, a su vez, dificulta su conservación. 

Es fundamental destacar que el precio del suelo es una de las principales fuerzas que 

atraen a los desarrolladores a un área específica, siempre y cuando su costo actual 

sea inferior a su valor potencial, un cálculo que, frecuentemente, es especulativo. 

Chapinero Central ilustra cómo la diversidad de construcciones y propietarios puede 

dificultar la compra y la renovación a gran escala. En este sector, la presencia de 

numerosos edificios antiguos se debe a que estos no están lo suficientemente 

deteriorados, ni se ubican en zonas con un valor de mercado lo bastante alto, para 

justificar su compra y renovación. 

 
El parque Tercer Milenio muestra una situación opuesta: si bien los edificios están 

deteriorados, para las empresas privadas no es rentable renovarlos, pues el valor 

actual de estos predios no justifica su inversión. En consecuencia, la mayor inversión 

visible ha sido pública. A pesar de los esfuerzos para desarrollar viviendas de interés 

social (VIS y VIP) en el barrio San Bernardo, las condiciones políticas y del mercado 

han dificultado la implementación de estos proyectos. Actualmente, existe un plan de 

VIS en el costado sur del parque, en San Bernardo, aunque la recepción del proyecto 

ha sido baja, según conversaciones informales con las vendedoras del sector. 

El deterioro, en sí mismo, no garantiza la renovación, pero, en la mayoría de los 

casos, es una condición necesaria. Por ejemplo, San Bernardo ha experimentado un 

proceso de deterioro que, a pesar de los esfuerzos institucionales, no se ha revertido, 

principalmente porque no hay una razón que haga del sector un espacio 



atractivo. El deterioro no garantiza un margen de ganancia mayor; esto depende 

del interés en aumentar el valor del terreno, para que sea viable para los 

inversionistas. Chapinero resulta atractivo para los inversores debido a su 

configuración socioespacial, una característica propia de su desarrollo histórico. 

 
El Estado puede generar incentivos para captar inversiones, enfocando sus 

esfuerzos en controlar el espacio público, como primer paso para aumentar el 

atractivo del sector. En lugares con creciente interés, resulta difícil moderar los ritmos 

de renovación para preservar edificios antiguos; mientras que, en áreas menos 

llamativas, también es complicado atraer nuevas construcciones para reemplazar 

edificaciones viejas. 

En los ciclos de renovación y deterioro, el espacio público desempeña dos roles 

fundamentales. Por un lado, al albergar prácticas no deseadas, contribuye al proceso 

de deterioro; por otro, una vez el área se vuelve atractiva para la inversión, se 

refuerza el control sobre el espacio público y las personas que formaban parte de su 

estructura social, son desplazadas. 

 
Como se dijo en el segundo capítulo, estos procesos de expulsión están ampliamente 

documentados en la literatura sobre gentrificación. No obstante, el interés de esta 

investigación es destacar la importancia de las relaciones sociales en el espacio 

público durante las distintas fases de los procesos de transf  ormación urbana. 

Además, se busca evidenciar que estas relaciones son construidas por personas 

reales que necesitan un lugar para existir y que, bajo este modelo de transformación, 

son desplazadas a otras partes de la ciudad sin un análisis adecuado de su impacto 

o su futuro. 

3.2 Derecho al espacio público 

Para Smith (2005), los procesos de control del espacio público y la expulsión de los 

habitantes de calle hacen parte de un fenómeno más amplio que denomina “la ciudad 

revanchista” (p.215). Este se relaciona con el retorno de las élites al centro de 

las ciudades, impulsado por cambios macroeconómicos globales. Sin embargo, 

Smith (2005) no profundiza en un aspecto crucial de este paradigma urbano: la 

reconfiguración del espacio en ciudades cada vez más orientadas hacia la 

competitividad y la globalización. 



Autores como Harvey (1989), Soja (1990) o Mitchell (2003) analizan el impacto de 

la globalización en la estructura de las ciudades. Así, en paralelo con la política 

neoliberal, los cambios en el sistema de producción han transformado la forma en 

que se comprende el espacio público; este es configurado de manera que privilegia 

a ciertos actores sobre otros, bajo una lógica de acumulación de capital. 

En este contexto, es pertinente retomar la pregunta planteada en la introducción: 

¿quién o qué constituye el “público” en el concepto de espacio público y para quién 

está destinado este espacio que estructura las ciudades? El interrogante se refiere a 

quiénes tienen el derecho a utilizar legítimamente el espacio público en una ciudad 

inmersa en dinámicas macroeconómicas globales. De ese modo, la reconfiguración 

actual del espacio tiene un componente espacial, así como discursivo. 

Espacialmente, existen zonas públicas cada vez más controladas por actores 

privados, como empresas de seguridad o guardias vecinales. Elementos de control, 

como cercas en los parques o púas bajo los puentes, se han vuelto comunes, junto 

con medidas modernas, por ejemplo, el uso de cámaras de seguridad. Aunque este 

fenómeno no es exclusivo del espacio público, sin duda tiene un impacto significativo, 

ya que la vigilancia restrictiva limita las actividades ilegales o informales que se llevan 

a cabo en estos espacios. 

Otro cambio relevante en el ámbito socioespacial es la creciente influencia de los 

espacios semipúblicos, como los centros comerciales, que albergan y permiten 

interacciones entre diversos actores. Al tiempo, hay una profundización en el discurso 

que presenta el espacio público como inseguro y anárquico, es decir, que necesita 

un control (Mitchell, 2003, p. 13). Asimismo, como no es ocupado en su máxima 

capacidad por las fuerzas productivas, esto ha llevado a un aumento en el uso del 

espacio público para la venta de productos, especialmente de telefonía celular. 

Debido a su vitalidad y diversidad, las empresas han aprendido a aprovechar el 

espacio público, pues es atractivo para la venta de productos. Esta diversidad 

también ha impulsado a algunos comercios a trasladar sillas y mesas a las aceras 

para atraer clientes. En este sentido, hay una presión creciente para capitalizar estos 

espacios, lo cual refuerza la idea de que el espacio público es inseguro y que las 

empresas pueden generar un cambio positivo a través de su control. 



Como se muestra en entrevistas con mujeres, las intervenciones al espacio público 

han tenido efectos positivos sobre la inseguridad. La presencia de vigilancia privada 

o sistemas de seguridad aumenta la tranquilidad para transitarlo, en especial para las 

minorías. En este sentido, el espacio público se reconfigura bajo nuevos términos, en 

los que la exclusión se acentúa en clave de clase social, aunque también influyen 

distinciones de raza o género. Entonces, los discursos y las luchas, enfocadas en 

reducir la exclusión por género o raza, son más compatibles con el paradigma urbano 

actual. El control del espacio público crea condiciones que dificultan la vida de las 

clases más bajas, pues el prejuicio se proyecta esencialmente sobre estas. 

Como se explicó en el capítulo sobre el parque Tercer Milenio, el control sobre el 

espacio público se manifiesta de manera concreta. Por ejemplo, la presencia de 

seguridad privada en la entrada permite a los agentes decidir quién puede ingresar 

al parque. Esta decisión, a menudo, se basa en criterios como el aspecto o la 

vestimenta, que, a su vez, pueden estigmatizar a ciertos grupos, como ocurre con las 

pandillas, o maras, en Centroamérica. 

Las dudas que surgen son: ¿existe un derecho al espacio público?, ¿debería existir 

un derecho a dormir en la acera o a utilizar las instalaciones públicas? Mitchell (2003) 

reflexiona sobre esta cuestión y concluye que: 

Eso es precisamente lo que los “derechos” hacen: proporcionan un conjunto de 

instrucciones sobre el uso del poder. Pero esto lo hacen institucionalizándose –esto 

es, volviéndose prácticas respaldadas por la fuerza (como Marx reconocía). (p. 27) 

En su análisis, Mitchell (2003) se basa en dos autores: Marx, quien considera que los 

derechos no son naturales ni inalienables, sino principios de acción respaldados por 

instituciones; y Young, quien entiende los derechos como relaciones y no como 

objetos, definidos institucionalmente para regular lo que las personas hacen en 

relación con otras. 

Bajo esta perspectiva, el discurso sobre los derechos se presenta como la forma más 

efectiva de institucionalizar requisitos que mejoren la calidad de vida de aquellos que 

dependen del espacio público. En Colombia, este derecho ha tenido avances 

significativos, como lo demuestra la sentencia C-489 de 2019, que instó a los entes 

territoriales a proteger a los vendedores ambulantes y buscar alternativas 



en los procesos de recuperación del espacio público. De igual modo, la sentencia C-

062 de 2021, especificó que la prohibición de realizar necesidades fisiológicas en 

lugares públicos no es aplicable a los habitantes de calle, debido a su falta de acceso 

a infraestructura sanitaria. 

 
En Bogotá, estos derechos se han institucionalizado a través de entidades como 

IDIPRON, IPES y la Secretaría Distrital de Integración Social, lo cual evidencia que el 

derecho de las personas que dependen del espacio público ha avanzado en términos 

políticos y administrativos. Es crucial asegurar que estas personas participen e 

influyan en las transformaciones urbanas, especialmente en los procesos de 

renovación. 

 

Lefebvre y Delgado (2017) sostenían que la ciudad es una obra en la que los 

ciudadanos tienen derecho a participar, ya que es fruto de su trabajo. La alienación 

de este proceso es un rasgo, dicen los autores, de la urbe burguesa y el fundamento 

de su reivindicación del derecho a la ciudad. Así, la planificación urbana debe 

representar a todos los ciudadanos. 

Entonces, se debe reconocer el derecho de los habitantes que habitan el espacio 

público a ser incluidos en los procesos de incidencia; en especial, aquellos que 

dependen de este espacio para su subsistencia: vendedores ambulantes, 

recicladores informales y habitantes de calle. El ciclo de deterioro-renovación 

complica la vida de quienes dependen del espacio público cuando se ignoran sus 

necesidades y son forzados a adaptarse a un entorno cada vez más hostil. La 

cuestión es cómo incluir a estos moradores y bajo qué criterios, lo cual se aborda en 

el apartado de sugerencias para la planificación. 

Finalmente, es importante indagar por el derecho al espacio público para quienes lo 

utilizan con fines ilegales. Por ejemplo, los ladrones de celulares también dependen 

del espacio público para sus actividades. Aunque no se les puede conceder un 

derecho a cometer delitos, es crucial reconocer que, tras estos fenómenos, subyacen 

problemas sociales que deben abordarse para promover espacios públicos vibrantes, 

como los que propone Jacobs (1961). En ocasiones, la ilegalidad en el espacio 

público se fortalece debido a su interacción con actividades formales. Así, la venta de 

drogas en el parque de los hippies está vinculada a la demanda por parte del sector 

del entretenimiento, mientras que el comercio de autopartes en San 



Bernardo se beneficia de los robos en la zona. Las intervenciones policiacas, como 

la realizada en el Cartucho, tienden a dispersar las actividades ilegales y las traslada 

a áreas de menor control, lo cual, entonces, acentúa la segregación espacial. 

 
Por lo tanto, este tipo de acciones en el espacio público deben considerar un mayor 

apoyo institucional para reducir las relaciones de dependencia. Para evitar o 

minimizar el deterioro en nuevas áreas, es esencial canalizar este flujo migratorio 

adecuadamente, brindando condiciones mínimas de vida para esta población. El 

caso de IDIPRON ofrece un modelo valioso, ya que su enfoque, basado en la 

voluntariedad, ha demostrado ser efectivo para trabajar con personas en condición 

de calle. Esta metodología, de puertas abiertas, reconoce que algunos individuos 

continuarán viviendo en la calle, lo que plantea un desafío para la renovación de 

espacios intersticiales. La estrategia de voluntariedad, aunque exitosa en algunos 

aspectos, también complica la renovación urbana al aceptar que no todos los 

habitantes de calle pueden ser integrados. Esto sugiere que se debe permitir a 

quienes viven en la calle ocupar el espacio público en áreas específicas y hacer un 

control flexible que garantice condiciones mínimas para estos individuos. 

 

3.3 ¿El fin del espacio público? 

La literatura contemporánea parece haber superado las afirmaciones fatalistas sobre 

la desaparición del espacio público. En cambio, se ha desarrollado una visión crítica 

relativa a la romantización del mismo en el contexto de las democracias capitalistas 

del siglo XX. No obstante, existe un consenso general sobre su reconfiguración en 

términos de derechos individuales y la cooptación por parte de intereses corporativos 

(Mitchell, 2003). Sin embargo, no hay un acuerdo sobre las implicaciones a mediano y 

largo plazo de estos cambios. Por lo tanto, el análisis del impacto de este modelo debe 

considerar las características específicas de cada ciudad. 

 
En el caso de Bogotá, hay implicaciones que pueden ser extrapoladas a ciudades 

similares. Primero, dado el papel decisivo de la calle en la vida urbana, el espacio 

público no está desapareciendo; sigue siendo un lugar con sus propias dinámicas y 

relaciones. La cooptación del espacio público por intereses privados se manifiesta en 

iniciativas como “Bogotá a cielo abierto” y “Adopta un monumento”. Estas estrategias 



muestran que la ciudad no está aislada de la tendencia global en la que los intereses 

corporativos buscan dominar y aprovechar el espacio público. La vigilancia privada y 

los sistemas de cámaras de seguridad, también, facilitan el control del espacio público, 

que se ha convertido en un terreno codiciado por las empresas debido a su 

potencialidad comercial. 

 
Un aspecto importante de la reconfiguración del espacio público es la influencia de las 

tecnologías de la información. En primer lugar, es importante analizar cómo estas 

respaldan el espacio público físico. Segundo, se debe examinar cómo tratan de 

reemplazar ciertos elementos del espacio público. En esta investigación se destacan 

los circuitos de cámaras públicas y privadas como aparatos clave para controlar 

actividades ilícitas. Los circuitos públicos son especialmente relevantes, porque sirven 

como evidencia en procedimientos judiciales. En observaciones realizadas en el 

parque de los hippies, se ha notado que los vendedores evitan áreas vigiladas por 

cámaras para realizar sus transacciones. Los circuitos vecinales en redes sociales, 

como WhatsApp o Telegram, igualmente contribuyen al control del espacio público a 

través de las tecnologías de la información. 

 
Las tecnologías de la información han reforzado el control privado sobre el espacio 

público, lo cual ha permitido monitorear el espacio sin necesidad de presencia física. 

Incluso, las cámaras de Transmilenio, aunque no son monitoreadas, generan registros 

que los ciudadanos pueden solicitar para presentar denuncias penales. Otro aspecto 

de la virtualidad es su capacidad de facilitar la comunicación a grandes distancias y 

la asociación de grupos de voluntarios y activistas. Mitchell (2023) observaba que: 

Lo destacable de la web, para decirlo de otra manera, es la poca visibilidad pública 

que tiene. De hecho, su función principal es facilitar la comunicación p rivada (o de 

grupos pequeños), hacer más ef iciente la publicación de boletines, revistas y tratado s 

(que ahora pueden llegar a una audiencia potencial más amplia) y actuar como una 

gigantesca sala de exposición de catálogos. (p.147) 

Para este autor, la visibilidad de la web era mínima, lo cual es comprensible teniendo 

en cuenta que Twitter (actual X), la red social de opinión política más relevante en 

Occidente, fue fundada en 2006. En cuestión de 20 años la visibilidad de las redes ha 

cambiado completamente, siendo uno de los espacios con mayor visibilidad global. 

Esto se puede ver reflejado en la importancia del debate alrededor del expresidente de 



EE. UU., Donald Trump, y su uso de la red social, siendo sancionado por incumplir los 

términos de uso. 

Aunque la visibilidad de las redes sociales ha aumentado de forma significativa, hay 

aspectos físicos que no pueden ser reemplazados por la virtualidad. Así, el espacio 

público todavía es crucial para el sistema de producción; por ende, bloquear el tránsito 

de mercancías o personas es una estrategia efectiva por sus implicaciones 

económicas, como se evidenció en el paro de 2021. Aunque es posible generar 

ataques económicos de manera virtual, estos requieren conocimientos especializados, 

mientras que los bloqueos físicos del espacio público son menos complejos de 

ejecutar. 

En resumen, las redes están desempeñando un papel clave en la reconfiguración del 

espacio público. La idea de Habermas (1999) sobre un espacio público donde se 

pueda dialogar y debatir horizontalmente parece estar trasladándose a las redes 

sociales. Al mismo tiempo, el control del espacio físico, a través de la virtualidad, ha 

generado cambios significativos, lo cual ha hecho que el espacio público sea más fácil 

de controlar. 

 

3.4 El papel del espacio público en la planeación de la ciudad 

 
Para finalizar, se presentan una serie de observaciones sobre la planeación en Bogotá 

relacionadas, primero, con la importancia de la diversidad y, segundo, con el derecho 

al espacio público. El objetivo es proporcionar algunas directrices para resolver las 

tensiones que afectan a los actores del espacio público dedicados a la informalidad o 

la ilegalidad. 

3.4.1 La diversidad del espacio público en la planeación de ciudad 

En primer lugar, se han evidenciado tensiones en el uso del suelo que afectan el 

acceso al espacio público por parte de diversos actores, tanto en Chapinero como en 

el Tercer Milenio. Como se concluyó, allí se superponen relaciones sociales de 

distintos actores con intereses, a menudo, contrapuestos. Es crucial, entonces, reducir 

las fricciones derivadas de las contradicciones por el uso del suelo. Trabajar para 

compatibilizar las distintas configuraciones socioespaciales es fundamental para 

garantizar la diversidad. Por ejemplo, es esencial valorar el reciclaje como una parte 

central de la sostenibilidad ambiental de la ciudad y reconocer a los pequeños 



recicladores como actores legítimos del espacio público. 

En otras palabras, la venta ambulante o el reciclaje pueden integrarse de manera más 

efectiva en los procesos de renovación y cambio urbano, siempre y cuando se logre 

un equilibrio entre estas actividades y el deterioro que puedan causar. Esto implica, 

por ejemplo, capacitar a los habitantes de calle en reciclaje para reducir la dispersión 

de basura y, asimismo, minimizar conflictos con otros residentes. 

 
Otro aspecto para considerar es la conexión entre las actividades ilegales en el espacio 

público y los cambios asociados a la renovación urbana. El caso del Cartucho destaca 

la importancia de analizar el impacto que tiene eliminar ciertas prácticas en el sector. 

El problema surge cuando las intervenciones se basan en la premisa de que “cualquier 

cosa es mejor que lo que había", lo cual puede tener consecuencias negativas para la 

ciudad. 

Sobre los espacios intersticiales, un hallazgo relevante de esta investigación es la 

coexistencia entre la ilegalidad y la diversidad. Como albergan a personas 

provenientes de diversos contextos, es crucial evitar generalizaciones al intervenir 

espacios abiertamente ilegales. Estas intervenciones deben incluir una oferta 

institucional adecuada, con enfoques diferenciados, para atender a la niñez, la 

juventud, las mujeres y otras poblaciones. 

 

El parque Tercer Milenio es el ejemplo de un espacio intersticial que ha sido intervenido 

para lograr el control estatal. Veinte años después, el lugar todavía presenta muchas 

de las prácticas que se intentaron erradicar y, aun mas, está lejos de completar el 

cambio proyectado. En este contexto, es fundamental generar un atractivo para la 

inversión en el área, aprovechando la diversidad que allí existe y, así, promover su 

vocación comercial. 

 

Fomentar la diversidad en el espacio público es esencial, como argumenta Jacobs 

(1961), pero vale la pena señalar que esta no siempre contribuye a la armonía y 

organización comunitaria. El objetivo debe ser incorporar a los actores del espacio 

público en el tejido comunitario, especialmente a aquellos que participan en circuitos 

económicos informales. La renovación del barrio Chapinero central demuestra cómo 

es posible integrar elementos de los espacios intersticiales para hacer que los barrios 

sean atractivos. En este caso, la apropiación del sector por parte de la población 

LGBTIQ+ ha sido promovida por la institucionalidad; esto tiene un impacto positivo en 



el imaginario del área y genera una pluralidad que ha atraído a nuevos residentes. 

 

3.4.2 Planeación integral 
 

La investigación desarrollada permite concluir que el concepto de planeación integral en Bogotá, 

formalizado desde los años 70 bajo influencia de modelos internacionales como los de la CEPAL 

(Salazar, 2014; Salazar Ferro, 2007) y matizado en los 90 con enfoques comunicativos inspirados 

en Habermas (1999; Montoya, 2014), ha funcionado en la práctica más como un marco discursivo 

que como una herramienta transformadora. El análisis del Plan de Ordenamiento Territorial (POT) 

revela una profunda contradicción entre su retórica participativa y su implementación concreta, 

donde persisten dinámicas de exclusión urbana. 

La llamada "paradoja del consenso comunicativo" se manifiesta claramente en la imposibilidad de 

generar diálogos horizontales en un espacio urbano que, como señala Castells (1998), constituye 

un campo de disputa donde actores con mayor capital político-económico imponen sus intereses. 

El caso de Chapinero resulta emblemático: mientras se promovía una zonificación mixta 

aparentemente equilibrada, en la práctica se benefició a desarrolladores inmobiliarios en 

detrimento de recicladores y pequeños comerciantes, perpetuando lo que Harvey (2005) identifica 

como "acumulación por desposesión". Esta contradicción evidencia que los procesos 

participativos frecuentemente enmascaran mecanismos de exclusión espacial. 

La investigación también devela la falacia de la integralidad cuando se contrasta el discurso 

multidimensional del POT con su implementación economicista. Ejemplos como la 

mercantilización del suelo en Chapinero -donde se privilegió la vivienda de alto estrato sobre 

economías culturales y populares, contradiciendo el principio jacobiano de diversidad urbana 

(Jacobs, 1961)- o el manejo de plusvalías que, pese a lo establecido en la Ley 388 de 1997, rara 

vez beneficia a poblaciones desplazadas (Salazar, 2016), demuestran cómo persiste la dicotomía 

entre valor de uso y valor de cambio del espacio señalada por Lefebvre (1968). 

Los límites del modelo se hacen particularmente evidentes al abordar las economías informales e 

ilegales, componentes estructurales de la ciudad latinoamericana (Portes & Haller, 2005). El caso 

de los habitantes de calle -donde el 93% consume sustancias psicoactivas según Motta et al. 

(2013)- y los circuitos económicos ocultos en Chapinero y San Bernardo, revelan cómo el enfoque 

comunicativo fracasa al ofrecer alternativas reales más allá de la mera expulsión, como ocurrió 

con la transformación del Cartucho en "sector cultural" sin incluir a sus pobladores originales. 

Frente a estas contradicciones, la investigación propone tres vías para una planeación realmente 

transformadora: 1) Instrumentos redistributivos radicales que destinen el 50% de plusvalías a 

fondos comunitarios y apliquen impuestos progresivos a especuladores (Sassen, 2014); 2) 

Institucionalización del conflicto mediante mesas de negociación vinculantes con actores 

marginados y planes de reparación colectiva basados en justicia espacial (Soja, 2010); y 3) Un 



enfoque de derechos sobre el mercado que priorice usos comunitarios del suelo y reconozca el 

espacio público como bien común. 

En definitiva, la planeación integral en Bogotá sigue siendo un "sistema híbrido" (Salazar Ferro, 

2007) donde predomina lo económico sobre lo social. Para trascender este carácter faccioso, 

debe cuestionar radicalmente el neoliberalismo urbano, asumir la conflictividad como parte 

inherente del proceso e integrar decisivamente a los actores marginados, redefiniendo el 

desarrollo desde criterios de justicia espacial más que de rentabilidad. Solo así podrá convertirse 

en una herramienta genuina de transformación urbana inclusiva. 

 

 

3.4.3 Acceso al espacio público 

Vale la pena destacar que actualmente hay una disputa sobre cómo se reconfigura el 

espacio público en las ciudades del capitalismo tardío y globalizado. Es claro que este 

espacio se está transformando de tal forma que las grandes corporaciones y el capital 

tienen más prioridad. En este contexto, la clase social y el poder adquisitivo emergen 

como factores clave de exclusión, tanto a nivel individual como colectivo. 

 
A nivel individual, la exclusión se manifiesta en la marginación de personas que, debido 

a su apariencia o bajo poder adquisitivo, quedan marginadas del espacio público. 

Aunque la discriminación por género, como la dirigida a la población LGBTIQ+, parece 

disminuir, las segregaciones basadas en la clase social se intensifican. Esta exclusión 

se expresa en la distribución desigual del espacio público; por ejemplo, los residentes 

de barrios con escasa dotación de espacios públicos deben desplazarse kilómetros 

para acceder a ellos, como ocurre en el barrio Santa Bárbara, alrededor del parque 

Tercer Milenio. Aquí, la mayoría de los usuarios provienen de áreas adyacentes, con 

escasa infraestructura pública. 

 
También, existe un componente simbólico en la forma como se controla el espacio 

público, mediante la vigilancia de actores con poder concreto, como agentes de 

seguridad privada o policías. Las barreras simbólicas, como la reja alrededor del 

parque Tercer Milenio, no impiden físicamente el acceso, pero envían un fuerte 

mensaje de segregación, que influye en la percepción de los residentes sobre el “lugar 

que les corresponde” en el espacio. 

Los llamados "espacios intersticiales" representan áreas de diversidad para sectores 

excluidos, pero también están vinculados al ciclo de deterioro y renovación. Este ciclo, 

bajo el paradigma actual, favorece la especulación inmobiliaria, lo cual reconfigura el 

espacio público al expulsar a los actores que lo ocupan. En este sentido, el acceso al 



espacio público y la posibilidad de disfrutarlo se ven reducidos por el control estatal o 

privado. La exclusión contribuye al deterioro de los espacios con baja vigilancia, 

ubicados, generalmente en las áreas más pobres de la ciudad. Este proceso da lugar 

a una ciudad cada vez más segregada, en la que los sectores más pobres sufren las 

consecuencias, mientras que los más opulentos y vigilados quedan, relativamente, 

intactos. 



Es fundamental promover el derecho a la ciudad como una estrategia para integrar las 

agendas de los grupos excluidos en la gestión urbana. El derecho al espacio público 

debe entenderse como la capacidad de acceder a él, tanto físicamente como en la 

capacidad de realizar actividades sin temor a ser expulsado. Incluso, en casos 

complejos, como el de las personas en situación de calle, este derecho actúa como un 

contrapeso a los procesos de exclusión, lo cual permite evitar tragedias como la muerte 

de doce habitantes de calle en la canalización de la calle sexta durante una creciente. 

 
Aunque la diversidad en el espacio público puede generar conflictos, es esencial 

considerarlo como una ecuación que debe equilibrarse, teniendo en cuenta los 

intereses de diferentes actores. El Estado tiene la responsabilidad de lograr dicho 

equilibrio mediante sus herramientas administrativas, teniendo claro que es el 

resultado de luchas entre sectores sociales y políticos. De ese modo, la organización 

comunitaria y política es decisiva para promover las agendas de sectores excluidos 

que dependen del espacio público. Ejemplos como las cooperativas de recicladores y 

las ONG, como Temblores, destacan la importancia de visibilizar y abordar las 

desigualdades en el acceso a la ciudad. 

Posicionar el libre acceso al espacio público como un derecho fundamental busca 

generar una ciudad con mayores posibilidades de movilidad. La segregación, aunque 

se relaciona con espacios privados y capacidad adquisitiva, también debe 

considerarse desde el espacio público. La presencia de personas de diferentes clases 

sociales en un mismo lugar público contribuye a reducir la segregación, pues ofrece 

un lugar físico para la interacción entre individuos de diversos contextos. 

Acentuar la segregación, limitando el acceso al espacio público, solo agravará este 

fenómeno, puesto que se restringen las oportunidades de interacción cara a cara entre 

personas de diferentes estratos sociales. Es importante destacar un aspecto 

habermasiano sobre el espacio público: su capacidad para fomentar interacciones 

entre individuos que, de otro modo, no se encontrarían en espacios privados. Esta 

diversidad es un elemento valioso que debe ser promovido a través de la legislación y 

la organización comunitaria. 
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Anexo de entrevistas 

 
1. Caso Chapinero 

 

Tipo de entrevistado Sexo Tipo de mecanismo Observaciones 

Habitante del sector 

(se mudó hace menos 

de 6 años) 

Hombre Entrevista 
estructurada 

 

Habitante del sector 

(8 años) 

Hombre Entrevista 

estructurada 

 

Habitante del sector 

(3 años) 

Mujer Entrevista 

estructurada 

 

Usuario del parque 

los hippies 

Hombre Entrevista informal  

Habitante del sector 

(10 años) 

Mujer Entrevista formal  

Habitante del sector 

(6 años) 

Mujer Entrevista formal  

Vendedor informal 
carrera 13 

Hombre Entrevista informal Pareja de vendedores 

que se entrevistó de 

manera paralela 

Vendedora informal 
carrera 13 

Mujer Entrevista informal Pareja de vendedores 

que se entrevistó de 

manera paralela 

Joven asistente a 

“jueves de rap” 
Hombre Entrevista informal Se realizó con un 

grupo de personas 

Habitante del sector 

(10 años) 

Hombre Entrevista formal  

 
Entrevista estructurada Chapinero: 

 
1. ¿Es usted de Bogotá?, ¿cuánto tiempo lleva viviendo en la ciudad? 
2. ¿En qué barrio creció?, ¿en qué barrio vivía antes de pasarse a este sector? 

3. ¿Hace cuánto vive en este sector? 

4. En su momento, ¿por qué seleccionó este sector para la búsqueda de vivienda? 
5. ¿Tiene algún vínculo con este barrio?, ¿tal vez de su juventud o niñez? 

6. ¿Qué aspectos le hicieron decidirse por el sector cuando decidió vivir en él? 
7. Enumere algunos de los elementos que le gustan del sector. 

8. Enumere algunos elementos que no le gustan de vivir en el sector. 
9. ¿Ha sentido cambios en el sector en los últimos años? 

10. ¿Disfruta de algún espacio público del sector?, ¿cuál y por qué? 

11. (Si es mujer): ¿ha sentido alguna vez violencia de género en el espacio público 
del sector? 

12. (Si respondió sí): ¿qué o quienes le hacen sentir más incómoda en el espacio 
público? 

13. (Si respondió sí): ¿qué elementos considera atenuantes del miedo por 



violencia de género en el espacio público? 

14. ¿Qué no le gusta del espacio público del sector? 
15. ¿Podría numerar que tipo de habitantes del espacio público hay en su sector? 
16. ¿Qué actores del espacio público considera incómodos o indeseables? 

17. ¿Qué actores considera como agradables? 
 

 
2. Caso Tercer Milenio 

 

Tipo de entrevistado Sexo Tipo de mecanismo Observaciones 

Habitante de calle Hombre Entrevista estructurada  

Habitante de calle Hombre Entrevista estructurada  

Habitante de calle Hombre Entrevista estructurada No pudo f inalizar 

por motivos 
externos. 

Habitante de calle Hombre Entrevista estructurada  

Comerciante del sector Hombre Entrevista informal  

Comerciante del sector Hombre Entrevista informal  

Comerciante del sector Hombre Entrevista informal  

Usuario del parque 

metropolitano 
Mujer Entrevista informal Skater, se 

seleccionó para 
incluir alguna mujer, 
puesto que en el 
criterio de habitante 

de calle o 
comerciante no 

fue posible. 

 
Entrevista estructurada Tercer Milenio: 

 
1. ¿Qué sectores frecuenta en su ruta de reciclaje o rebusque? 

2. ¿Frecuenta el centro de la ciudad?, ¿qué sectores? 

3. ¿Podría contar un poco de los cambios que ha sufrido este sector con los 
años?, ¿cómo era antes? 

4. ¿Puede recordar un poco cómo era el sector para los habitantes de calle en 
las épocas del Cartucho o la Ele? 

5. ¿Ha aumentado la presión policial o comunitaria sobre los habitantes de 

calle en el sector desde la transformación del sector? 

6. ¿Vende o compra algún tipo de mercancía en el sector? 

7. ¿Tiene usted relación con los comerciantes? 

8. ¿Cómo suele ser el trato con la policía? 
9. ¿Son expulsados del sector por la policía?, ¿qué otro actor? 

10. ¿Por qué quedarse en este sector?, ¿por qué no moverse a otros sectores de la 

ciudad? 


